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PRESENTACION

Los integrantes del Plan de Desarrollo Administrativo, Sector Minas y Energía, Política 4,
Moralización y Transparencia de la Administración Pública, coordinados por el Ministerio
de Minas y Energía y con la participación de algunas entidades adscritas y vinculadas,
presenta la tercera edición compilada de ia Normativídad Aplicable a las Entidades Públicas.

Este trabajo, incluye una trayectoria histórica de normas vigentes y disposiciones de
reciente expedición, y como herramienta adicional'un cuadro cuyo contenido resume la
periodicidad con que los nominadores y funcionarios responsables deben dar cumplimiento
de estos mandatos.

Conesta publicación esperamos seguir contribuyendo al conocimiento de las disposiciones
que deben acatar los servidores públicos para ei buen desempeño de sus funciones.

HERNAN MARTINEZ TORRES

Ministro de Minas y Energía
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1.1 CONSTITUCION NACIONAL

Art. 122. Desempeño de Funciones Públicas. No habrá empleo público
que no tenga funciones detalladas en leyo reglamento, y para proveer losde
carácter remunerado se requiere que estén contemplados en la respectiva
planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente.

Ningún servidor público entrará a ejercer su cargo sin prestar juramento de
cumplir y defender la Constitución y desempeñar losdeberes que le incumben.

Antes de tomar posesión del cargo, al retirarse del mismo o cuando autoridad
competente se lo solicite deberá declarar, bajo juramento, el monto de sus
bienes y rentas.

Dicha declaración solo podrá ser utilizada para los fines y propósitos de la
aplicación de las normas del servidor público.

Modificado el último inciso así:

Inciso modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2004. El
nuevo texto es el siguiente: Sin perjuicio de las demás sanciones que
establezca la ley, no podrán ser inscritos como candidatos a cargos de elección
popular, ni elegidos, ni designados como servidores públicos, ni celebrar
personalmente, o por interpuesta persona, contratos con el Estado, quienes
hayan sido condenados, en cualquier tiempo, por la Comisión de Delitos que
afecten el patrimonio del Estado. Tampoco quien haya dado lugar, como
servidor público, consu conducta dolosa o gravemente culposa, asícalificada
por sentencia judicial ejecutoriada, a que el Estado sea condenado a una
reparación patrimonial, salvo que asuma con cargo a su patrimonio el valor
del daño.

Art. 123. Servidores Públicos. Son servidores públicos ios miembros de
las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores de! Estado y de sus
entidades descentralizadas territorialmente y por servicios.

17
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La ley determinará el régimen aplicable a ios particulares que temporalmente desempeñen
funciones públicas y regulará su ejercicio.

Art. 124. Responsabilidad de los Servidores Públicos. La ley determinará la
responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva.

Art. 125. Carrera Administrativa. Modificado. Acto Legislativo 1 de 2003. Los
empleos en los Órganos yentidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de
elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y
los demás que determine la ley.

Los funcionarios cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la
Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.

El ingreso a ios cargos de carrera yel ascenso en los mismos seharán previo cumplimiento
de los requisitos ycondiciones que fije la ley para determinar los méritos ycalidades de
los aspirantes.

El retiro se hará por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, por violación
del régimen disciplinario ypor las demás causales previstas en la Constitución o la ley.

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento
para un empleo de carrera, su ascenso o remoción.

Parágrafo Adicionado. Art. 6 del Acto Legislativo 01 de 2003. Los períodos
establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos de elección tienen el
carácter de institucionales.

Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta
absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual este fue elegido.

126. Prohibición del Nepotismo. Los servidores públicos no podrán nombrar
como empleados a personas con las cuales tengan parentesco hasta el cuarto grado de
consanguinidad, segundo de afinidad, primero civil, o con quien estén ligados por
matrimonio o unión permanente. Tampoco podrán designar a personas vinculadas por
los mismos lazos con servidores públicos competentes para intervenir en su designación.

Se exceptúan de ios previstos en este artículo los nombramientos que se hagan en
aplicación de las normas vigentes sobre ingreso o ascenso por méritos.

Art. 127. Incompatibilidades de los Servidores Públicos. Los servidores públicos
no podrán celebrar, por sí opor interpuesta persona, oen representación de otro, contrato
alguno con entidades públicas o con personas privadas que manejen o administren
recursos públicos, salvo las excepciones legales.

Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2004, Art. I®, Alos empleados del Estado que
se desempeñen en la rama judicial, en los órganos electorales, de control yde seguridad
les está prohibido tomar parte en ias actividades de los partidos ymovimientos yen las
controversias políticas, sin perjuicio de ejercer libremente el derecho al sufragio. Aios
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miembros de la Fuerza Pública en servicio activo se les aplican las limitaciones
contempladas en el Art. 219 de la Constitución.

Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2004, Art. 1°. Los empleados no contemplados
en esta prohibición solo podrán participar en dichas actividades y controversias en ias
condiciones que señale la Ley Estatutaria.

La utilización delempleo para presionara losciudadanosa respaldar una causa o campaña
Política constituye causal de mala conducta.

Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2004, Art. 1°. Cuando el Presidente y el
Vicepresidente de la República presenten sus candidaturas solo podrán participar en las
campañas electorales desde el momento de su inscripción. En todo caso dicha participación
solo podrá darse desde los cuatro (4) meses anteriores a la fecha de la primera vuelta de
la elección presidencial, y se extenderá hasta la fecha de la segunda vuelta en caso de
que la hubiere. La Ley Estatutaria establecerá los términos y condiciones en los cuales,
antes de ese lapso, el Presidente o Vicepresidente podrán participar en los mecanismos
democráticos de selección de los candidatos de los partidos o movimientos políticos.

Adicionado. Acto Legislativo 02 de 2004, Art. I*'. Durante la campaña, el Presidente
y el Vicepresidente de la República no podrán utilizar bienes del Estado o recursos del
Tesoro Público, distintos de aquellos que se ofrezcan en igualdad de condiciones a todos
los candidatos. Se exceptúan ios destinados al cumplimiento de las funciones propias de
sus cargos y a su protección personal, en los términos que señale la Ley Estatutaria

Art. 128. Prohibiciones a los Servidores Públicos en el ejercicio del cargo.
Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público ni recibir más de
una asignación que provenga del tesoro público, o de empresas o de instituciones en
las que tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos expresamente determinados
por la ley.

Entiéndese por tesoro público el de la Nación, el de las entidades territoriales y el de las
descentralizadas.

Art. 129. Otras prohibiciones de los servidores públicos. Los servidores públicos
no podrán aceptar cargos, honores o recompensas de gobiernos extranjeros u organismos
internacionales, ni celebrar contratos con ellos, sin previa autorización del gobierno.

Art. 130. Comisión Nacional del Servicio Civil. Habrá una Comisión Nacional del
Servicio Civil responsable de la administración y vigilancia de las carreras de los servidores
públicos, excepción hecha de las que tengan carácter especial.

Art. 209. Principios de ia Función Pública. La función administrativa está al servido
de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad,
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante ia
descentralización, la delegación y la desconcentradón de funciones.

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública en todos sus órdenes
tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley.
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Art. 210. Creación de entidades descentralizadas. Las entidades del orden nacional
descentralizadas por servicios solo pueden ser creadas por ley o por autorización de
esta, con fundamento en los principios que orientan la actividad administrativa.

Los particuiares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale
la ley.

La ley establecerá el régimen jurídico de lasentidades descentralizadas y la responsabilidad
de sus presidentes, directores o gerentes.

Art. 211. Delegación de funciones. La ley señalará las funciones que el Presidente
de la República podrá delegar en los ministros, directores de departamentos
administrativos, representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes,
gobernadores, alcaides y agencias del Estado que la misma ley determine.

Igualmente, fijará lascondiciones paraque lasautoridades administrativas puedandelegar
en sus subalternos o en otras autoridades.

La delegación exime de responsabilidad aldelegante, lacual corresponderá exclusivamente
al Delegatario, cuyos actos o resoluciones podrá siempre reformar o revocar aquel,
reasumiendo la responsabilidad consiguiente.

La ley establecerá los recursos que se pueden interponer contra los actos de los
delegatarios.

1.2 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

20

Art. lo. Campo de aplicación. Las normas de esta parteprimera del Código
se aplicarán a los órganos, corporaciones y dependencias de las ramas del
poder público en todos los órdenes, a las entidades descentralizadas, a la
Procuraduría General de la Nación y ministerio público, a laContraloría General
de República y contralorías regionales, a la Corte Electora! ya la Registraduría
Nacional del Estado Civil, así como a las entidades privadas, cuando unos y
otras cumplan funciones administrativas. Para los efectos de este Código, a
todos ellos se les dará el nombre genérico de "autoridades".

Los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales se regirán
por estas; en lo no previsto en ellas se aplicarán las normas de esta parte
primera que sean compatibles.

Estas normas no se aplicarán en ios procedimientos militares o de policía que
por su naturaleza requieren decisiones de aplicación inmediata, para evitaro
remediar una perturbación de orden público en ios aspectos de defensa
nacional, seguridad, tranquilidad, salubridad y circulación de personas y cosas.

Tampoco se aplicarán para ejercer la facultad de libre nombramiento y
remoción.
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Art. 2o. Objeto. Los funcionarios tendrán en cuenta que la actuación administrativa
tiene por objeto el cumplimiento de los cometidos estatales como lo señalan las leyes, la
adecuada prestación de los servicios públicos yla efectividad de ios derechos e intereses
de los administrados, reconocidos por la ley.

Art. 3o. Principios orientadores. Las actuaciones administrativas se desarrollarán
con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, imparcialidad, publicidad y
contradicción y, en general, conforme a las normas de esta parte primera.

Art. 76. Causales de mala conducta de los funcionarios. Sanciones disciplinarias.
Son causales de mala conducta, que motivarán multas hasta de un millón de pesos
($1'000.000.00), o la destitución del responsable, las siguientes:

la. Negarse a recibir las peticiones, a expedir constancias sobre ellas, o a sellar sus
copias, cuando se presenten en los días, horas ysitios que indiquen los reglamentos;

2a. Negarse a recibir las declaraciones o liquidaciones privadas necesarias para cumplir
con una 17 obligación legal;

3a. Negarse a recibir los escritos de interposición ysustentación de recursos,

4a. No dar traslado de los documentos recibidos a quien deba decidir, dentro del término
legal;

5a. Demorar en forma injustificada la producción del acto, su comunicación onotificación,

6a. Resolver sin motivación siquiera sumaria, cuando sea obligatoria;

7a. Ejecutar un acto que no se encuentre en firme;

8a. Dilatar o entrabar el cumplimiento de las decisiones en firme o de las sentencias;

9a. No declararse impedido cuando exista deber de hacerlo;

10. No practicar oportunamente las pruebas decretadas, odenegar sin justa causa las
solicitadas;

11. Reproducir actos suspendidos o anulados por la jurisdicción en lo contencioso-
administrativo cuando no hayan desaparecido los fundamentos legales de la anulación
o suspensión;

12. No hacer lo que legalmente corresponda para que se incluya dentro de los
presupuestos públicos apropiaciones suficientes para ei cumplimiento de las sentencias
que condenen a la administración;

13. Entrabar la notificación de los actos y providencias que requieran esa formaiidad;

14. Intimidar de alguna manera a quienes deseen acudir ante la jurisdicción en lo
contencioso administrativo para el control de sus actos.
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Nota. La multa a que hace alusión el inciso 1° de esta disposición fue incrementada
hasta en dos millones ciento diez mil pesos ($2110.000.00) por el Decreto 2269 de
1987.

Art. 77. De losactos y hechos que dan lugara responsabilidad. Sin perjuicio de
la responsabilidad que corresponda a la Nación y a las entidades territoriales o
descentralizadas, oa las privadas que cumplan funciones públicas, ios funcionarios serán
responsables de los daños que causen por culpa grave o dolo en el ejercicio de sus
funciones.

Art. 78. Jurisdicción competente para conocer de la responsabilidad conexa.
Los perjudicados podrán demandar, ante la jurisdicción en lo contencioso-administrativo
según las reglas generales, a la entidad, ai funcionario oaambos. Si prospera ia demanda
contra ia entidad o contra ambos yse considera que el funcionario debe responder, en
todo o en parte, la sentencia dispondrá que satisfaga ios perjuicios la entidad. En este
caso la entidad repetirá contra el funcionario por lo que le correspondiere.

Art. 79. Ejecución de créditos a favor de las entidades públicas, o de los
particulares. Las entidades públicas podrán hacer efectivos ios créditos a su favor en
todos los casos a que se refieren las disposiciones anteriores por jurisdicción coactiva y
los particulares por medio de la jurisdicción ordinaria.

Artículo 82. Objeto de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. La
jurisdicción de io contencioso administrativo esta instituida para juzgar las controversias
y litigios originados en la actividad de las entidades públicas incluidas ias sociedades de
economía^ mixta con capital público superior al 50% y de las personas' privadas que
desempeñen funciones propias de los distintos órganos del Estado. Se ejerce por el
Consejo de Estado, los tribunales administrativos y los juzgados administrativos de
conformidad con la Constitución y la ley. -•

Esta jurisdicción podrá juzgar, inclusive, las controversias que se originen en actos poiíticos
o de Gobierno.

La jurisdicción de io contencioso administrativo no juzga ias decisiones proferidas en
juicios de policía reguiados especiaimente por la ley. Las decisiones jurisdiccionales
adoptadas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias del Consejo Superior de la Judicatura "
y de los Consejos Seccionales de la Judicatura, no tendrán control jurisdiccional.

Sentencias: Consejo de Estado Sección Tercera, Expediente No. 30903 de8 de febrero
de 2007, C.P. Dr. Enrique Gii Botero

1.3 LEYES
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1.3.1 Ley 190 del 6 de junio de 1995

Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la
administración pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la
corrupción administrativa

I. RÉGIMEN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

A) CONTROL SOBRE EL RECLUTAMIENTO DE LOS SERVIDORES PÚBUCOS

Art. lo. Todo aspirante a ocupar un cargo o empleo público, o a celebrar un
contrato de prestación de servicios con la administración, deberá presentar
ante la unidad de personal de la correspondiente entidad, o ante la
dependencia que haga sus veces, el formato único de hoja de vida
debidamente diligenciado en el cual consignará la iriformación completa que
en ella se solicita.

PARÁGRAFO. Quien fuere nombrado para ocupar un cargo o empleo público
o celebre un contrato de prestaciónde servicios con la administración deberá,
ai momento de su posesión o de la fírma del contrato, presentar certificado
sobre antecedentes expedido por la Procuraduría Generai de la Nación y el
certificado sobre antecedentes penales expedido por el Departamento
Administrativo de Seguridad, DAS. Solo podrán considerarse como
antecedentes las providencias ejecutoriadas emanadas de autoridad
competente.

Art. 6o. En caso de que sobrevenga al acto de nombramiento o posesión
alguna inhabilidad o incompatibilidad, ei servidor púbiico deberá advertirlo
inmediatamente a la entidad a la cual preste el servicio.

Si dentro de los tres (3) meses siguientes el servidor público no ha puesto fin
a la situación que dio origen a la inhabilidad o incompatibilidad, procederá su
retiro inmediato, sin perjuicio de las sanciones a que por tal hecho haya
lugar.

El inciso 2° fue declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-038-96 de 5 de febrero de 1996, «pero
únicamente bajo el entendido de que la inhabilidad o incompatibilidad
sobrevinientes no se hayan generado por dolo o culpa imputables al nombrado
o al funcionario público a los que se refiere dicho precepto». Magistrado
Ponente, Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.

23



24

Guía Práctica de Normatividad Apíicable a las Entidades Públicas

C. DECLARACIÓN DE BIENES Y RENTAS

Art. 13. Será requisito para la posesión y para el desempeño del cargo la declaración
bajo juramento del nombrado, donde conste la identificaciónde sus bienes. Tal información
deberá ser actualizada cada año y, en todo caso, al momento de su retiro.

Art. 14. La declaración juramentada deberá contener, como mínimo, la siguiente
información:

1. Nombre completo, documento de identidad y dirección del domicilio permanente.

2. Nombre y documento de identidad, del cónyuge o compañero(a) permanente y
parientes en primer grado de consanguinidad.

3. Relación de ingresos del último año.

4. Identificación de las cuentas corrientes y de ahorros en Colombia y en el exterior, si
las hubiere.

5. Relación detallada de las acreencias y obligaciones vigentes.

6. Calidad de miembro de Juntas o Consejos Directivos.

7. Mención sobre su carácter de socio en corporaciones, sociedades o asociaciones.

8. Información sobre existencia de sociedad conyugal vigente o de sociedad de hecho
, entre compañeros permanentes, y

9. Relación e identificación de bienes patrimoniales actualizada.

PARAGRAFO. En la declaración juramentada se debe especificar que los bienes y rentas
declarados son los únicos que posee el declarante, ya sea personalmente opor interpuesta
persona, a la fecha de dicha declaración.

Será requisito para la posesión o para el ejercicio de función pública suministrar la
información sobre la actividad económica privada del aspirante. En ella se incluirá la
participación en sociedades o en cualquier organización o actividad privada de carácter
económico o sin ánimo de lucro de la cual haga parte, dentro o fuera del país. Todo
cambio que se produzca deberá ser comunicado a la respectiva entidad dentro de los
dos (2) meses siguientes al mismo. Dicha declaración solo podrá ser utilizada para los
fines y propósitos de la aplicación de las normas del servicio público.

IV. SISTEMAS DE CONTROL

B. CONTROL SOCIAL

Art. 48. A partir de la vigencia de esta ley todas las entidades públicas de la rama
ejecutiva deberán establecer, a más tardar el treinta y uno (31) de diciembre de cada
año, los objetivos a cumplir para el cabal desarrollo de sus funciones durante el año
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siguiente, así como los planes que incluyan los recursos presupuestados necesarios y las
estrategias que habrán de seguir para el logro de esos objetivos, de tal manera que los
mismos puedan ser evaluados de acuerdo con los indicadores de eficiencia que se diseñen
para cada caso, excepto los gobernadores y alcaldes a quienes en un todo se aplicará lo
estipulado en la ley que reglamentó el Art. 259 de la Constitución Política referente a la
institución del voto programático.

PARÁGRAFO. Apartir de la vigencia de esta ley, todas las entidades públicas diseñarán
y evisarán periódicamente un manual de indicadores de eficiencia para la gestión de los
servidores públicos, de las dependencias y de la entidad en su conjunto, que deberán
corresponder a indicadores generalmente aceptados.

El incumplimiento reiterado de las metas establecidas para los indicadores de eficiencia,
por parte de un servidor público, constituirá causal de mala conducta.

Art. 49. Modificado. Decreto 978 de 1999. Art. 14°. Cada entidad pública, a través
de la dependencia a que se refiere el Art. 53 de la presente ley, tendrá una línea telefónica
gratuita permanente a disposición de la ciudadanía para que a ella se reporte cualquier
recomendación, denuncia o crítica relacionada con la funciónque desempeña o el servicio
que presta.

V. ASPECTOS INSTITUCIONALES Y PEDAGOGICOS

A) JUNTAS DIRECTIVAS

Art. 52. De conformidad con lo dispuesto en el Art. 292 de la Constitución Política, ni los
diputados, ni los concejales, ni sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad,
segundo de afinidad y único civil, ni sus delegados, podrán formar parte de las juntas
directivas de las entidades descentralizadas del respectivo departamento, distrito o
municipio.

Conforme al artículo 292 de la Constitución Política no podrán ser designados funcionarios
de la correspondiente entidad territorial los cónyuges o compañeros permanentes de los
diputados y concejales, ni sus parientes dentro del segundo grado de consanguinidad,
primero de afinidad o único civil.

B) SISTEMA DE QUEJAS Y RECLAMOS

Art. 54. Las dependencias a que hace referencia el artículo anterior que reciban las
quejas y reclamos deberán informar periódicamente al jefe o director de la entidad sobre
el desempeño de sus funciones, los cuales deberán incluir:

1. Servicios sobre los que se presente el mayor número de quejas y reclamos, y

2. Principales recomendaciones sugeridas por los particulares que tengan por objeto
mejorar el servicio que preste la entidad, racionalizar el empleo de los recursos
disponibles y hacer más participativa la gestión pública.
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Art. 55. Las quejas y reclamos se resolverán o contestarán siguiendo los principios,
términos y procedimientos dispuestos en el Código Contencioso Administrativo para el
ejercicio del derecho de petición, según se trate del interés particular o general, y su
incumplimiento dará lugar a la imposición de las sanciones previstas en el mismo.

C) INFORMACIÓN SOBRE LA GESTIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS

Art. 56. Dentro de los dos (2) primeros meses de cada vigencia fiscal, los ministros,
directores de departamento administrativo, superintendentes, directores de unidades
administrativas especiales y los directores, gerentes o presidentes de las entidades
descentralizadas de los órdenes nacional, regional, departamental, distrital, provincial,
metropolitanas municipal, deberán presentar a la Comisión Nacional para la Moralización
y a la Comisión Ciudadana de Lucha contra la Corrupción un informe sobre los proyectos
y acciones que vaya a ejecutar la correspondiente entidad durante dicha vigencia, de
acuerdo con la metodología y reglas que defina el Gobierno Nacional.

Las comisiones informarán a la opinión pública sobre el contenido de los informes
presentados por los diferentes organismos y -entidades.

Art. 59. Como apéndice del Diario Oficial créase el Diario Único de Contratación Pública,
el cual será elaborado y distribuido por la Imprenta Nacional.

El Diario Único de Contratación Pública contendrá información sobre los contratos que
celebren las entidades públicas del orden nacional. En él se señalarán los contratantes,
el objeto, el valor y ios valores unitarios si hubiesen, el plazo y los adicionales o
modificaciones de cada uno de los contratos, y se editarán de tal manera que permita
establecer parámetros de comparación de acuerdo con los costos, con el plazo, con la
clase, de forma que se identifiquen las diferencias apreciadles con que contrata la
administración pública evaluando su eficiencia.

PARÁGRAFO. A partir de la vigencia de esta ley, los contratos a que se refiere este
artículo deberán ser publicados dentro de ios tres (3) meses siguientes ai pago de los
derechos de publicación en ei Diario Oficial.

Art. 61. Mensualmente lasentidades públicas de todosios órdenes enviarán a iaImprenta
Nacional una relación de los contratos celebrados que superen el 50% de su menor
cuantía en la cual deberán detallarse las personas contratantes, ei objeto, ei valor total
y los costos unitarios, el plazo, los adicionales y modificaciones que hubiesen celebrado,
el interventor y toda la información necesaria a fin de comparar y evaluar dicha
contratación.

D) ASPECTOS PEDAGÓGICOS

Art. 64. Todas lasentidades públicas tendrán un programa de inducción para el personal
que ingrese a la entidad, yuno de actualización cada dos años, que contemplarán, entre
otros, las normas sobre inhabilidades, incompatibilidades, las normas que riñen con la
moral Administrativa, y en especial los aspectos contenidos en esta ley.

1
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1.3,2 Ley 489 del 29 de diciembre de 1998

Por la cual sedictan normas sobre ¡a organización yfuncionamiento de las entidades del
orden nacional, seexpiden las disposiciones, principios yreglas generalespara el ejeraao
de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del Art. 189 de la Constitución
Política yse dictan otras disposiciones. Amplía el campo de acción del Decreto-ley 128
de 1976 en cuanto altema de inhabilidades e incompatibilidades, incluyendo a las empresas
oficiales de servicios públicos domiciliarios.

Art. 1. Objeto. La presente ley regula el ejercicio de la función administrativa, determina
la estructura ydefine los principios yreglas básicas de la organización yfuncionamiento
de la Administración Pública.

Art. 3. Principios de la función administrativa. La función administrativa se
desarrollará conforme a los principios constitucionales, en particular los atinentes a la
buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia,
participación, publicidad, responsabilidad y transparencia. Los principios anteriores se
aplicarán, igualmente, en la prestación de servicios públicos, en cuanto fueren compatibles
con su naturaleza y régimen.

Parágrafo. Los principios de la función administrativa deberán ser tenidos en cuenta
por los órganos de control yel Departamento Nacional de Planeación, de conformidad
con lo dispuesto en el Art. 343 de la Constitución Política, al evaluar el desempeño de las
entidades y organismos administrativos y al juzgar la legalidad de la conducta de los
servidores públicos en cumplimiento de sus deberes constitucionales, legales o
reglamentarios, garantizando en todo momento que prime el interés colectivo sobre el
particular.

Art. 4. Finalidades dela función administrativa. La función administrativa del Estado
busca la satisfacción de las necesidades generales de todos los habitantes, de conformidad
con los principios, finalidades ycometidos consagrados en la Constitución Política.

Los organismos, entidades ypersonas encargadas, de manera permanente otransitoria,
del ejercicio de funciones administrativas, deben ejercerlas consultando el ínteres general.

Art. 6. Principio de Coordinación. En virtud del principio de coordinación ycolaboración,
las autoridades administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus
respectivas funciones con el fin de lograr los fines ycometidos estatales.

En consecuencia, prestarán su colaboración alas demás entidades para facilitar ei ejercicio
de sus funciones yse abstendrán de impedir oestorbar su cumplimiento por los órganos,
dependencias, organismos y entidades titulares.

PARÁGRAFO. Através de los comités sectoriales de desarrollo administrativo de que
trata el Art. 19 de esta ley y en cumplimiento del inciso 2o. del Art. 209 de la C. P. se
procurará de manera prioritaria dar desarrollo a este principio de la coordinación entre
las autoridades administrativas y entre los organismos del respectivo sector.
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Art. 7. Descentralización Administrativa. En el ejercicio de las facultades (que se le
otorgan por medio) de esta ley y, en general, en el desarrollo y reglamentación de la
misma, el Gobierno será especialmente cuidadoso en el cumplimiento de los principios
constitucionales y legales sobre la descentralización administrativa y la autonomía de las
entidades territoriales. En consecuencia, procurará desarrollar disposiciones y normas
que profundicen en la distribución de competencias entre los diversos niveles de la
administración siguiendo en lo posible el criterio de que la prestación de los servicios
corresponda a los municipios, el control sobre dicha prestación a los departamentos y la
definición de planes, políticas y estrategias, a la Nación. Igualmente, al interior de las
entidades nacionales descentralizadas el Gobierno velará por que se establezcan
disposiciones de delegacióny desconcentración de funciones, de modo tal que sin perjuicio
del necesario control administrativo los funcionarios regionales de tales entidades posean
y ejerzan efectivas facultades de ejecución presupuesta!, ordenación del gasto,
contratación y nominación, así como de formulación de los anteproyectos de presupuesto
anual de la respectiva entidad para la región sobre la cual ejercen su función.

Nota Jurisprudencial. El texto subrayado fue declarado condicionalmente exequible
por la Corte Constitucional en sentencia C-7b2 de 1999. En la misma providencia se
declaró la inexequibilidad del texto subrayado e incluido en paréntesis.

Art. 8. Desconcentración administrativa. La desconcentración es la radicación de
competencias y funciones en dependencias ubicadas fuera de la sede principal del
organismo o entidad administrativa, sin perjuiciode las potestades y deberes de orientación
e instrucción que corresponde ejercer a los jefes superiores de la Administración, la cual
no implica delegación, y podrá hacerse por territorio y por funciones.

PARÁGRAFO. En el acto correspondiente se determinarán los medios necesarios para
su adecuado cumplimiento.

Los actos cumplidos por las autoridades en virtud de desconcentración administrativa
solo serán susceptibles del recurso de reposición en los términos establecidos en las
normas pertinentes.

Art. 9. Delegación. Las autoridades administrativas, en virtud de lo dispuesto en la
Constitución Política y de conformidad con la presente ley, podrán, mediante acto de
delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores o a otras autoridades,
con funciones afines o complementarias.

Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso los ministros,
directores de departamento administrativo, superintendentes, representantes legales de
organismos y entidades que posean una estructura independiente y autonomía administrativa
podrán delegar la atención y decisión de los asuntos a ellos confiados por la leyy los actos
orgánicos respectivos, en los empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados
al organismo correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función
administrativa enunciados en el Art. 209 de la Constitución Política y en la presente ley.

PARÁGRAFO. Los representantes legales de las entidades descentralizadas podrán
delegar funciones a ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en la
presente ley, con los requisitos y en las condiciones que prevean los estatutos respectivos.
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Art. 10. Requisitos de la delegación. En el acto de delegación, que siempre será
escrito, se determinarán la autoridad delegataria y las funciones o asuntos específicos
cuya atención y decisión se transfieren.

El Presidente de la República, los ministros, los directores de departamento administrativo
y los representantes legales de entidades descentralizadas deberán informarse en todo
momento sobre el desarrollo de las delegaciones que hayan otorgado e impartir
orientaciones generales sobre el ejercicio de las funciones delegadas.

Art. 11. Funciones que no se pueden delegar. Sin perjuicio de lo que sobre el
particular establezcan otras disposiciones, no podrán transferirse mediante delegación:

1. La expedición de reglamentos de carácter general, salvo en los casos expresamente
autorizados por la ley.

2. Las funciones, atribuciones y potestades recibidas en virtud de delegación.

3. Las funciones que por su naturaleza o por mandato constitucional o legal no son
susceptibles de delegación.

Art. 12. Régimen de los actos del delegatario. Los actos expedidos por las
autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos requisitos establecidos para su
expedición por la autoridad o entidad delegante y serón susceptibles de los recursos
procedentes contra los actos de ellas.

La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cualcorresponderá exclusivamente
al delegatario, sin peijuido de que en virtud de lo dispuesto en el Art. 211de la Constitución
Política la autoridad delegante pueda en cualquier tiempo reasumir la competencia y
revisar los actos expedidos por el delegatario, con sujeción a las disposiciones del Código
Contencioso Administrativo.

PARÁGRAFO. En todo caso relacionado con la contratación, el acto de la firma
expresamente delegada no exime de la responsabilidad legal civil y penal al agente
principal.

Art. 13. Delegación del ejercicio de funciones presidenciales. Sin petjuicio de lo
previsto en la Ley 142 de 1994 y en otras disposiciones especiales, el Presidente de la
República podrá delegar en los ministros, directores de departamento administrativo,
representantes legales de entidades descentralizadas, superintendentes, gobernadores,
alcaldes y agencias del Estado el ejerciciode las funciones a que se refieren los numerales
13, 20, 21, 22, 23, 24, 26, 27 y 28 del Art. 189 de la Constitución Política.

Art. 14. Delegación entre entidades públicas. La delegación de las funciones de
los organismos y entidades administrativos del orden nacional efectuada en favor de
entidades descentralizadas o entidades territoriales deberá acompañarse de la
celebración de convenios en los que se fijen los derechos y obligaciones de las entidades
delegante y delegataria. Así mismo, en el correspondiente convenio podrá determinarse
el funcionario de la entidad delegataria que tendrá a su cargo el ejercicio de las funciones
delegadas.
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Estos convenios estarán sujetos únicamente a los requisitos que la ley exige para los
convenios o contratos entre entidades públicas o interadministrativos.

PARÁGRAFO. Inexequible.
Nota jurisprudencial. Este artículo fue declarado condicionalmente exequible por la
Corte Constitucional en sentencia C-727 de 2000, bajo la condición de que los convenios
a que se refiere el inciso lo. de la norma tengan carácter temporal, es decir, término
definido". En la misma 23 providencia se declaró la inexequibilidad del parágrafo del
artículo.

Esta norma tiene otros temas que deben ser estudiados por los representantes legales:

• Capítulo V. Incentivos a la gestión pública.

• Capítulo VI. Sistema Nacional de Control Interno.

• Capítulo VII. Escuela de Alto Gobierno.

• Capítulo VIII. Democratización y Control Social de la Administración Pública.

• Capítulo IX. Sistema General de Información Administrativa del Sector Público.

• Capítulo X. Estructura y Organización de la Administración Pública.

• Capítulo XI. Creación, Fusión, Supresión y Reestructuración de Organismos y
Entidades.

• Capítulo XII. Presidencia de la República, Ministerios, Departamentos Administrativos
y Superintendencias.

• Capítulo XIII. Entidades descentralizadas.

• Capítulo XIV. Sociedades de Economía Mixta.

• Capítulo XV. Control Administrativo.

• Capítulo XVI. Ejercicio de Funciones Administrativas por particulares.

• Capítulo XVII. Disposiciones finales (Planta global y grupos internos de trabajo)
Estudiar con la ley 954 de 2005.
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1.3.3 Ley 594 del 14 de julio de 2000

Por medio de la cual se dicta la Ley General de Archivos y se dictan otras
disposiciones.

TITULO II

OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN, DEFINICIONES
FUNDAMENTALES Y PRINCIPIOS GENERALES

Art. lo. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer las regías y
principios generales que regulan la función archivística del Estado.

'Art. 2o. Ámbito de aplicación. La presente ley comprende a la Administración
Pública en sus diferentes niveles, las entidades privadas que cumplen funciones
públicas y los demás organismos regulados por la presente ley.

Art. 3o. Definiciones. Para los efectos de esta ley se definen los siguientes
conceptos, así:

Archivo. Conjunto de documentos, sea cual fuere su fecha, forma y
soporte material, acumulados en un proceso natural por una persona o
entidad pública o privada, en el transcurso de su gestión, conservados,
respetando aquel orden para servir como testimonio e información a la
persona o institución que los produce y a losciudadanos, o como fuentes
de la historia.

También se puede entender como la institución que está al servicio de la
gestión administrativa, la información, la investigación y la cultura.

Archivo público. Conjunto de documentos pertenecientes a entidades
oficiales y aquellos que se deriven de la prestación de un servicio público
por entidades privadas.

Archivo privado de interés público. Aquel que por su valor para la
historia, la investigación, laciencia o la cultura es de interés público y
declarado como tal por el legislador.

Archivo total. Concepto que hace referencia al proceso integral de los
documentos en su ciclo vital.

Documento de archivo. Registro de información producida o
recibida por una entidad pública o privada en razón de sus actividades
o funciones.

Función archivística. Actividades relacionadas con la totalidad del quehacer
archivístico, que comprende desde la elaboración del documento hasta su
eliminación o conservación permanente.
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Art. 18. Capacitación para los funcionarios de archivo. Las entidades tienen la
obligación de capacitar y actualizar a ios funcionarios de archivo en programas y áreas
relacionadas con su labor.

PARAGRAFO. El Archivo General de la Nación propiciará y apoyará programas de
formación profesional de especialización en archivística, así como programas de
capacitación formal y no formal, desarrollados por instituciones educativas.

Art. 19. Soporte documental. Las entidades del Estado podrán incorporar tecnologías
de avanzada en la administración y conservación de sus archivos, empleando cualquier
medio técnico, electrónico, informático, óptico o telemático, siempre y cuando cumplan
con los siguientes requisitos:

a) Organización archivística de los documentos;

b) Realización de estudios técnicos para la adecuada decisión, teniendo en cuenta
aspectos como la conservación física, las condiciones ambientales y operacionales,
la seguridad, perdurabilidad y reproducción de la información contenida en estos
soportes, así como el funcionamiento razonable del sistema.

»

PARAGRAFO lo. Los documentos reproducidos por los citados medios gozarán de la
validez y eficacia del documento original, siempre que se cumplan los requisitos exigidos
por las leyes procesales y se garanticen la autenticidad, integridad e inalterabilidad de la
información.

PARÁGRAFO 2o. Los documentos originales que posean valores históricos no podrán
ser destruidos, aun cuando hayan sido reproducidos y/o almacenados mediante cualquier
medio.

Art. 20. Supresión, fusión o privatización de entidades púbiicas. Las entidades
públicas que se supriman o fusionen deberán entregar sus archivos a las entidades que
asuman sus funciones o al ministerio o entidad a la cual hayan estado adscritas o
vinculadas.

PARAGRAFO. Las entidades públicas que se privaticen deberán transferir su
documentación histórica al ministerio o entidad territorial a la cual hayan estado adscritas
o vinculadas.

TITULO V

GESTIÓN DE DOCUMENTOS

Art. 24. Obligatoriedad de las tablas de retención. Será obligatorio para lasentidades
del Estado elaborar y adoptar las respectivas tablas de retención documental.

Art, 26. Inventarío documental. Es obligación de las entidades de la Administración
Pública elaborar inventarios de los documentos queproduzcan enejercicio desusfunciones,
de manera que se asegure el control de los documentos en sus diferentes feses.
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TITULO VI

ACCESO Y CONSULTA DE LOS DOCUMENTOS

Art. 27. Acceso y consulta de los documentos. Todas las personas tienen derecho
a consultar los documentos de archivos públicos y a que se les expida copia de los
mismos, siempre que dichos documentos no tengan carácter reservado conforme a la
Constitución o a la ley.

Lasautoridades responsables de ios archivos públicos y privados garantizarán el derecho
a la intimidad personal y familiar, honra y buen nombre de las personas y demás derechos
consagrados en la Constitución y las leyes.

Art. 28. Modificación de la Ley 57 de 1985. Modifícase el inciso 2o. del Art. 13 de la
Ley 57de 1985, el cual quedará así: "La reserva legal sobre cualquier documento cesará
a los treinta años de su expedición. Cumplidos estos, el documento por este solo hecho
no adquiere el carácter de histórico y podrá ser consultado por cualquier ciudadano, y la
autoridad que esté en su posesión adquiere la obligación de expedir a quien lo demande
copias o fotocopias del mismo".

Art. 29. Restricciones por razones de conservación. Cuando los documentos
históricos presenten deterioro físico manifiesto tal que su estado de conservación impida
su acceso directo, las instituciones suministrarán la información contenida en estos
mediante un sistema de reproducción que no afecte la conservación del documento,
certificando su autenticidad cuando fuere del caso.

TÍTULO VII
SALIDA DE DOCUMENTOS

Art. 30. Documentos administrativos. Solo por motivos legales las -entidades del
Estado podrán autorizar la salida temporal de los documentos de archivo.

Art. 31. Documentos históricos. En los archivos públicos de carácter histórico se
podrá autorizar de manera excepcional la salida temporal de los documentos que conservan
y en tal evento el jefe del archivo deberá tomar todas las medidas que garanticen la
integridad, la seguridad, la conservación o el reintegro de los mismos. Procederá dicha
autorización en los siguientes términos:

a) Motivos legales;

b) Procesos técnicos;

c) Exposiciones culturales.

PARÁGRAFO. Sólo el Archivo General de la Nación autorizará, por motivos legales,
procesos técnicos especiales o para exposiciones culturales, la salida temporal de
documentos de un archivo fuera del territorio nacional.
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TITULO IX

ARCHIVOS PRIVADOS

Art. 36. Archivo privado. Conjunto de documentos pertenecientes a personas
naturales o jurídicas de derecho privado y aquellos que se deriven de la prestación de
sus servicios.

Art. 42. Obligatoriedad de la cláusula contractual. Cuando las entidades públicas
celebren contratos con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, para
desarrollar proyectos de investigación cultural, científica, técnica o industrial, incluirán
en los contratos una cláusula donde se establezca la obligación de aquellas de entregar
copias de los archivos producidos en desarrollo de dichos proyectos, siempre y cuando
no contraríen las normas sobre propiedad intelectual y no se vulneren los derechos
otorgados a dichas personas por el Art. 15 de la Constitución Política.

PARÁGRAFO. Las personas jurídicas internacionales con sedes o filiales en Colombia,
en relación con sus documentos de archivo, se regularán por las convenciones
internacionales y los contratos suscritos. En todo caso, el Archivo General de la Nación
podrá recibir los documentos y archivos que deseen transferir.

TÍTULO XI
CONSERVACION DE DOCUMENTOS

Art. 46. Conservación de documentos. Los archivos de la Administración Pública
deberán implementar un sistema integrado de conservación en cada una de las fases del
ciclo vital de los documentos.

Art. 47. Calidad de los soportes. Los documentos de archivo, sean originales o copias,
deberán elaborarse en soportes de comprobada durabilidad y calidad, de acuerdo con
las normas nacionales o internacionales que para el efecto sean acogidas por el Archivo
General de la Nación.

PARÁGRAFO. Los documentos de archivo de conservación permanente podrán ser
copiados en nuevos soportes. En tal caso, deberá preverse un programa de transferencia
de información para garantizar la preservación y conservación de la misma.

Art. 48. Conservación de documentos en nuevos soportes. El Archivo General de
la Nación dará pautas y normas técnicas generales sobre conservación de archivos,
incluyendo lo relativo a los documentos en nuevos soportes.

Art. 49. Reproducción de documentos. El parágrafo del Art. 2o. de la Ley 80 de
1989 quedará así:

"En ningún caso los documentos de carácter histórico podrán ser destruidos, aunque
hayan sido reproducidos por cualquier medio".
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1.3.4 Ley 610 del 15 de agosto de 2000

Por la cual se establece el trámite de los procesos de responsabilidad físcal de competencia
de las contralorfas.

TÍTULO I
ASPECTOS GENERALES

1®. Definición. El proceso de responsabilidad fiscal es el conjunto de actuaciones
administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar yestablecer la
responsabilidad de los servidores públicos yde ios particulares, cuando en el ejercicio de
la gestión fiscal ocon ocasión de esta causen, por acción uomisión yen forma dolosa o
culposa, un daño al patrimonio del Estado.

Art. 4®. Objeto de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal tiene por objeto
el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la
conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una
indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.

Para el establecimiento de responsabilidad fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el
cumplimiento de los principios rectores de la función administrativa yde la gestión fiscal.

Parágrafo 1®. La responsabilidad fiscal es autónoma e independiente yse entiende sin
perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad.

PARAGRAFO 2o. <Parágrafo INEXEQUIBLE> - Parágrafo 2o. declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-619-02 de 8de agosto
de 2002, Magistrados Ponentes Drs. Jaime Córdoba Triviño y Rodrigo Escobar Gil.

Art. 5®. Elementos de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal estará
integrada por los siguientes elementos:

- Una conducta dolosa o culposa atribulble a una persona que realiza gestión fiscal.
- Un daño patrimonial al Estado.

- Un nexo causal entre los dos elementos anteriores.

Art. 6®. Daño patrimonial al Estado. Para efectos de esta ley se entiende por daño
patrimonial al Estado la lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo,
disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o
recursos públicos, oa los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión
fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna que, en términos
generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos yde los fines esenciales del
Estado, particularizados por el objetivo funcional yorganizacional, programa oproyecto
de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías.

Dicho daño podrá ocasionarse por acción uomisión de los servidores públicos o por la
persona natural ojurídica de derecho privado, que en forma dolosa oculposa produzcan
directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público.
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Pérdida, daño o deterioro de bienes. En los casos de pérdida, daño o
deterioro por causas distintas del desgaste natural que sufren las cosas, de bienes en
servicio o inservibles no dados de baja, únicamente procederá derivación de
responsabilidad fiscal cuando el hecho tenga relación directa con el ejercicio de actos
propios de la gestión fiscal por parte de los presuntos responsables.

En los demás eventos de pérdida, daño odeterioro de este tipo de bienes, el resarcimiento
de los perjuicios causados al erario procederá como sanción accesoria a la principal que
se imponga dentro de los procesos disciplinarios que se adelanten por tales conductas o
como consecuencia civil derivada de la comisión de hechos punibles, según que los
hechos que originaron su ocurrencia correspondan a las faltas que sobre guarda ycustodia
de los bienes estatales establece el Código Disciplinario Único o a los delitos tipificados
en la legislación penal.

Art. 8°. Iniciación del proceso. El proceso de responsabilidad fiscal podrá iniciarse de
oficio, como consecuencia del ejercicio de los sistemas de control fiscal por parte de las
propias contralorías, de la solicitud que en tal sentido formulen las entidades vigiladas o
de las denuncias oquejas presentadas por cualquier persona uorganización ciudadana,
en especial por las veedurías ciudadanas de que trata la Ley 563 de 2000.

TÍTULO m
CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD FISCAL

Art. 58. Mérito ejecutivo. Una vez en firme el fallo con responsabilidad fiscal, prestará
mérito ejecutivo contra los responsables fiscales ysus garantes, el cual se hará efectivo
a través de la jurisdicción coactiva de las Contralorías.

Art. 59. Impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo. En
materia del proceso de responsabilidad tiscal, solamente será demandadle ante la
jurisdicción de lo contencioso administrativo el Acto Administrativo con el cual termina el
proceso, una vez se encuentre en firme.

Art. 60. Boletín de responsables fiscales. La Contraloría General de la República
publicará con periodicidad trimestral un boletín que contendrá los nombres de las personas
naturales o jurídicas a quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal en
firme y ejecutoriado y no hayan satisfecho la obligación contenida en él.

Para efecto de lo anterior, las contralorías territoriales deberán informar a la Contraloría
General de la República, en la forma y términos que esta establezca, la relación de las
personas a quienes se les haya dictado fallo con responsabilidad fiscal, así como de las
que hubieren acreditado el pago correspondiente, de los fallos que hubieren sido anulados
por la jurisdicción de lo contencioso- administrativo y de las revocaciones directas que
hayan proferido, para incluir o retirar sus nombres del boletín, según el caso. El
incumplimiento de esta obligación será causal de mala conducta.

Los representantes legales, así como los nominadores ydemás funcionarios competentes,
deberán abstenerse de nombrar, dar posesión o celebrar cualquier tipo de contrato con
quienes aparezcan en el boletín de responsables, so pena de incurrir en causal de mala
conducta, en concordancia con lo dispuesto en el Art. 6° de la Ley 190 de 1995. Para
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cumplircon esta obligación, en el evento de no contar con esta publicación, losservidores
públicos consultarán a la Contraloría General de la República sobre la inclusión de los
futuros funcionarios o contratistas en el boletín.

Art. 61. Caducidad del contrato estatal. Cuando en un proceso de responsabilidad
fiscal un contratista sea declarado responsable, las contralorías solicitarán a la autoridad
administrativa correspondiente que declare la caducidad del contrato, siempre que no
haya expirado el plazo para su ejecución y no se encuentre liquidado.

Art. 65. Constitución en parte civil. Los contralores, por sí mismos o por intermedio
de sus apoderados, podrán constituirse en parte civil dentro de los procesos penales que
se adelanten por delitos que atenten contra intereses patrimoniales del Estado, tales
como enriquecimiento ilícito de servidores públicos, peculado, interés ilícito en la
celebración de contratos, contrato celebrado sin requisitos legales, delitos contra el
patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado, siempre y cuando la entidad directamente
afectada no cumpliere con esta obligación, según lo dispuesto por el Art. 36 de la Ley
190 de 1995.

Las entidades que se constituyan en parte civil deberán informar a las contralorías
respectivas de su gestión y resultados.

PARÁGRAFO. La parte civil al solicitar el embargo de bienes como medida preventiva
no prestará caución.

1.3.5 Ley 668 del 30 de julio de 2001

Por medio de la cual se declara anualmente el 18 de agosto como Día Nacional de la
Lucha Contra la Corrupción.

1.3.6 Ley 678 del 3 de agosto de 2001

Por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de
los agentes del Estado a través del ejercicio de ia acción de repetición o de llamamiento
en garantía con fines de repetición.

Art. 1. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto regular la responsabilidad
patrimonial de losservidores y ex servidores públicos y de losparticulares que desempeñen
funciones públicas, a través del ejercicio de la acción de repetición de que trata el Art. 90
de la Constitución Política o del llamamiento en garantía con fines de repetición.

Art. 2. Acción de repetición. La acción de repetición es una acción civil de carácter
patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como
consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento
indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra
forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular
que investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente
culposa, la reparación patrimonial.
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No obstante, en los términos de esta ley, el servidor o ex servidor público o el particular
Investido de funciones públicas podrán ser llamados en garantía dentro del proceso de
responsabilidad contra la entidad pública, con los mismos fines de la acción de repetición.

PARÁGRAFO lo. Para efectos de repetición, el contratista, el interventor, el consultor y
el asesor se consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo
concerniente a la celebración, ejecución y liquidación de los contratos que celebren con
las entidades estatales, por lo tanto estarán sujetos a lo contemplado en esta ley.
<lnciso INEXEQU1BLE> por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-309-02 de
30 de abril de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño.

PARÁGRAFO 2o. Esta acción también deberá intentarse cuando el Estado pague las
indemnizaciones previstas en la Ley 288 de 1996, siempre que el reconocimiento
Indemnizatorio haya sido consecuencia la conducta del agente responsable haya sido
dolosa o gravemente culposa.

PARÁGRAFO 3o. La acción de repetición también seejercerá encontra de los funcionarios
de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar, de conformidad con lo dispuesto en la
presente ley y en las normas que sobre la materia se contemplan en la Ley Estatutaria de
¡a Administración de Justicia.

PARÁGRAFO 4o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> En materia contractual
el acto de la delegación no exime de responsabilidad legal en materia de acción de
repetición o llamamiento en garantía al delegante, el cual podrá ser llamado a responder
de conformidad con lo dispuesto en esta ley, solidariamente junto con el delegatario.

PARÁGRAFO 4. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-372-02 de 15 de mayo de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño; «en el
entendido que sólo puede ser llamado ehdelegante cuando haya incurrido en dolo o
culpa grave en el ejercicio de sus funciones»

Art. 4. Obligatoriedad. Esdeber de las entidades públicas ejercitar la acciónde repetición
o el llamamiento en garantía, cuando el daño causado por el Estado haya sido consecuencia
de la conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes. El incumplimiento de este
deber constituye falta disciplinarla.

El comité de conciliación de las entidades públicas que tiene el deber de conformarlo o el
representante legal en aquellos que no tengan constituido, deberá adoptar la decisión
respecto de la acción de repetición y dejar constancia expresa y justificada de las razones
en que se fundamenta.

Art. 8. Legitimación. En un plazo no superior a ios seis (6) meses siguientes al. pago
total o al pago de la última cuota ejecutada por la entidad pública, deberá ejercitar la
acción de repetición la persona jurídica de derecho público directamente pen'udlcada
con el pago de una suma de dinero como consecuencia de una condena, conciliación o
cualquier otra forma de solución de un conflicto permitido por la ley.

u-
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1.3.7 Ley 734 del 5 de febrero de 2002

Por la cual se expide el Código Disciplinario Único para los servidores públicos.

LIBRO I

PARTE GENERAL

TÍTULO I
PRINCIPIOS RECTORES DE LA LEY DISCIPLINARIA

Art. 1°. Titularidad de la potestad disciplinaria. El Estado es eltitular de lapotestad
disciplinaria.

Art. 2°. Titularidad de la acción disciplinaria. Sin perjuicio del poder disciplinario
preferente de la Procuraduría General de la Nación y de' las Personerías Distritales y
Municipales, corresponde a las oficinas de control disciplinario interno ya los funcionarios
con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado conocer de los
asuntos disciplinarios contra ios servidores públicos de sus dependencias.

El titular de la acción disciplinaria en los eventos de los funcionarios judiciales es la
jurisdicción disciplinaria.

La acción disciplinarla esindependiente decualquiera otra que pueda surgir de la comisión
de la falta.

Art. 3°. Poder disciplinario preferente. La Procuraduría General de la Nación es
titular del ejercicio preferente del poder disciplinario en cuyo desarrollo podrá iniciar,
proseguir o remitir cualquier investigación ojuzgamiento de competencia de los órganos
de control disciplinario interno de las entidades públicas. Igualmente, podrá asumir el
proceso en segunda instancia.

En virtud de la misma potestad, mediante decisión motivada, de oficio o a petición de
cualquier persona, podrá avocar el conocimiento de aquellos asuntos que se tramitan
internamente en las demás dependencias del control disciplinario. También se procederá
en la misma forma cuando se desprenda del conocimiento de un proceso.

La Procuraduría General de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura son
competentes a prevención para conocer, hasta la terminación del proceso, de las faltas
atribuidas a losfuncionarios de la ramajudicial, salvo losque tengan fuero constitucional.

Las personerías municipales y distritales tendrán frente a la administración poder
disciplinario preferente.
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TÍTULO III
LA EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA

CAPÍTULO PRIMERO

Ait. 29. Causales de extinción de la acción disciplinaria. Son causales de extinción
de la acción disciplinaria las siguientes:

1. La muerte dei investigado.

2. La prescripción de la acción disciplinaria.

PARÁGRAFO. El desistimiento del quejoso no extingue ia acción disciplinaria.

CAPÍTULO SEGUNDO

Art. 30. Términos de prescripción de la acción disciplinaria. La acción disciplinaria
prescribe en cinco años, contados para las faltas instantáneas desde el día de su
consumación y para las de carácter permanente o continuado desde ia realización del
último acto.

En el término de doce años para las faltas señaladas en los numerales 4, 5,6, 7, 8, 9,10
dei Art. 48 y las del Art. 55 de este código.

Cuando fueren varias las conductas juzgadas en un solo proceso, la prescripción de las
acciones se cumple independientemente para cada una de ellas.

PARAGRAFO. Los términos prescriptivos aquí previstos quedan sujetos a lo establecido
en ios tratados internacionales que Colombia ratifique.
Art. 31. Renuncia a la prescripción. Ei investigado podrá renunciar a ia prescripción
de la acción disciplinaria. En este caso la acción solo podrá proseguirse por un término
máximo de dos (2) años contados a partir de ia presentación personal de la solicitud,
vencido elcual, sin quese hubiese proferido yejecutoriado ei respectivo fallo, noprocederá
decisión distinta de la de la declaración de la prescripción.

CAPÍTULO TERCERO

Art. 32. Términode prescripción de la sanción disciplinaria. La sanción disciplinaria
prescribe en un término de cinco años, contados a partir de la ejecutoria del fallo.

Cuando la sanción impuesta fuere la destitución e inhabilidad general o la suspensión e
inhabilidad especial, unavezcumplidas se producirá la rehabilitación en forma automática,
salvo lo dispuesto en la Carta Política.
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TITULO IV

DERECHOS, DEBERES, PROHIBICIONES, INCOMPATIBILIDADES,
IMPEDIMENTOS, INHABILIDADES Y CONFLICTO DE INTERESES

DEL SERVIDOR PÚBLICO

CAPITULO PRIMERO

Art. 33. Derechos.

CAPITULO SEGUNDO

Art. 34. Deberes.

CAPITULO TERCERO

Art. 35. Prohibiciones.

CAPITULO CUARTO

Art. 36. Incorporación de inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y
conflicto de intereses.

Art. 37. Inhabilidades sobreviníentes.

Art. 38. Otras inhabilidades.

Art. 39. Otras incompatibilidades.

Art. 40. Conflicto de intereses.

Art. 41. Extensión de las inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos.

1.3.8 Ley 850 del 18 de noviembre de 2003

Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas.

Art. 1°. Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de
representación que les permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones
comunitarias ejercer vigilancia sobre la gestión pública, respecto a las autoridades
administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y órganos de control, así
comode lasentidades públicas o privadas, organizaciones nogubernamentales de carácter
nacional o internacional que operen en el país encargadas de la ejecución de un programa,
proyecto, contrato, o de la prestación de un servicio público.

Dicha vigilancia, de conformidad con lo dispuesto en el Art. 270de la Constitución Política
y el Art. 100 de la Ley 134 de 1994, se ejercerá en aquellos ámbitos, aspectos y niveles
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El Sistema podrá integrarse al Sistema de Control Interno en cada uno de sus componentes
definidos por el Departamento Administrativo de la Función Pública, de acuerdo con las
políticas adoptadas por el Presidente de la República.

1.3.10 Ley 909 del 23 de septiembre de 2004

Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, la
gerencia pública y se dictan otras disposiciones.

Art. 1. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto la regulación del Sistema de
empleo público y el establecimiento de los principios básicos que deben regular el ejercicio
de la gerencia pública.

Art. 16. Las Comisiones de Personal. En todos los organismos y entidades reguladas
por esta ley deberá existir una comisión de personal, conformada por dos (2)
representantes de la entidad designados por,el nominador y dos (2) representantes de
los empleados, quienes deben ser de carrera administrativa y elegidos por votación
directa de los empleados.

Art. 40. Inciso 2°. Es responsabilidad del Jefe de cada organismo la adopción de un
sistema de evaluación acorde con los criterios legalmente establecidos. No adoptarlo o
no ajustarse a tales criterios constituye falta disciplinaría grave por el directivo.

Art. 49. Procedimiento de ingreso a los empleados de naturaleza gerencial.
Sin perjuicio de los márgenes de discrecionalidad que caracterizan a estos empleos, la
competencia profesional es el criterio que prevalecerá en el nombramiento de los gerentes
públicos.

Art. 50. Acuerdos de Gestión. Parágrafo: Es deber de los gerentes públicos cumplir
los acuerdos de gestión, sin que esto afecte la discrecionalidad para su retiro.

1.3.11 Ley 951 del 31 de marzo de 2005

Por la cual se crea el acta de Informe de gestión.

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Art. lo. La presente ley tiene por objeto fijar las normas generales para la entrega y
recepción de los asuntos y recursos públicos del Estado colombiano, establecer la
obligación para que los servidores públicos en el orden nacional, departamental, distrital,
municipal, metropolitano en calidad de titulares y representantes legales, así como los
particulares que administren fondos o bienes del Estado presenten al separarse de sus
cargos o al finalizar la administración, según el caso, un informe a quienes los sustituyan
legalmente en sus funciones, de los asuntos de su competencia, así como de la gestión

~i
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de los recursos financieros, humanos y administrativos que tuvieron asignados para el
ejercicio de sus funciones.

Art. 2o. La presente ley es aplicable a todas las Ramas de! Poder Público, a saber:
Legislativa, Ejecutiva yJudicial en el orden nacional, departamental, distrital, municipal
ymetropolitano en calidad de titulares yrepresentantes legales, así como los particulares
que manejen fondos o bienes del Estado.

TÍTULO II
DEL PROCESO DE LA ENTREGA Y RECEPCION

CAPÍTULO I

DE LA OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR EL ACTA DE INFORME DE GESTION

Art. 3o. El proceso de entrega y recepción de los asuntos y recursos públicos deberá
realizarse:

1.

2.

Al término e inicio del ejercicio de un cargo público para los servidores públicos
descritos en los Arts. lo y2o de la presente ley ode la finalización de la administración
para los particulares que administren fondos o recursos del Estado.

Cuando por causas distintas del cambio de administración se separen de su cargo
los servidores públicos a quienes obliga este ordenamiento. En este caso, la entrega
y recepción se harán al tomar posesión del cargo por parte del servidor publico
entrante, previa aceptación que deberá rendir en los términos de la presente ley. Si
no existe nombramiento o designación inmediata de quien deba sustituir al servidor
público saliente, la entrega y recepción se harán al servidor público que designe
para tal efecto el superior jerárquico del mismo.

Art. 4o. Para computar el término para rendir el informe de que trata la presente ley,
deberá ser de quince (15) días hábiles luego de haber salido del cargo, cualquiera que
hubiere sido la causa de ello.

CAPÍTULO II
OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

Art. 5o. Los servidores públicos del Estado y los particulares enunciados en el Art. 2o
están obligados, en los términos de esta ley, a entregar al servidor público entrante un
informe mediante acta de informe de gestión, los asuntos yrecursos asu cargo, debiendo
remitirse para hacerlo al reglamento y/o manual de normatividad y procedimiento que
rija para la entidad, dependencia o departamento de que se trate.

Asimismo, el servidor público entrante está obligado a recibir el informe yacta respectiva
y a revisar su contenido.

La verificación física o revisión que se haga de los diferentes aspectos señalados en el
acta de entrega yrecepción se realizará dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes
a la firma del documento, para efectos de determinar la existencia ono de irregularidades.
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Art. 6o. Los servidores públicos que se encuentren obligados a realizar la entrega de
sus cargos, que al término de su ejercicio sean ratificados, deberán rendir un informe en
los términos que estipulan los Arts. 8o., 9o., 10, 11 y 12 de esta ley a su superior
jerárquico y ante el órgano de control interno de la Entidad.

Ait. 7o. Los titulares de las dependencias deberán comunicar a los órganos de control
interno los nombres, atribuciones y responsabilidades de los servidores públicos en quienes
recaigan las obligaciones establecidas por la presente ley, dentro de los treinta (30) días
siguientes a la recepción dei Despacho.

Art. 8o. En caso de muerte, incapacidad por enfermedad o ausencia injustificada del
servidor público saliente, el servidor público de jerarquía inmediata inferior, previa
autorización dei jefe inmediato, procederá con la asistencia del órgano de control interno
y dos (2) testigos, a levantar el acta circunstanciada, dejando constancia del estado en
que se encuentran los asuntos y recursos de la dependencia y hará ia entrega a la
persona que sea nombrada transitoria o definitivamente para la sustitución
correspondiente, sin menoscabo de la delimitación de responsabilidades.

El servidor público entrante, al tomar posesión o, en su caso, el que quede encargado
del Despacho, firmará el acta administrativa con asistencia de dos (2) testigos que él
mismo designe y de los servidores públicos que asistan nombrados por ios órganos de
control y vigilancia, conforme a las atribuciones que Íes otorga la ley respectiva, dando
estos constancia del documento sobre el estado en que se encuentran los asuntos y
recursos, recabando un ejemplar.del acta correspondiente.

Si se advierten irregularidades, deberá surtirse el procedimiento establecido en el inciso
final del Art. 5o. de la presente ley.

CAPITULO III

DE LA PREPARACIÓN DE LA ENTREGA

Art. 9o. La entrega y recepción de los recursos públicoses un proceso de interés público,
de cumplimiento obligatorio y formal, que deberá efectuarse por escrito, mediante acta
de informe de gestión, en ia que se describa el estado de los recursos administrativos,
financieros y humanos, según se trate, a cargo de la administración, dependencia o
entidad y deberá contener ios requisitos establecidos por la presente ley, reglamentos y
manuales de normatividad que fijen los órganos de control.

Los requisitos que se mencionan deberán eiaborarse mediante reglamentos que
concuerden con las características particulares de los poderes del Estado, las entidades
del orden nacional, regional, departamental, municipaly demás relacionadas en la presente ^
ley, donde se especifiquen la forma, términos y alcances de la información que deberá
proporcionarse, la cual, de ninguna manera, podrá dejar de abarcar ios aspectos mínimos
que se indican en la presente ley.

Art. 10o. Los servidores públicos responsables al servicio de los poderes y entidades
descentralizadas, así como las empresas de economía mixta del Estado y demás entes
públicos enunciados en ios Arts. lo. y 2o. de esta ley, deberán preparar la entrega de los
asuntos y recursos mediante acta administrativa en la que se incluirá en su caso:

r

1.

2.
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El informe resumido por escrito de la gestión del servidor público saliente.
Detalle pormenorizado sobre la situación de los recursos materiales, financieros y
humanos, así como los bienes muebles e inmuebles a su cargo, debidamente
actualizados a la fecha de la entrega.

3. Detalle de los presupuestos, programas, estudios y proyectos.

4.

5.

6.

Obras públicas y proyectos en proceso.

Reglamentos, manuales de organización, de procedimientos, y

En general, los aspectos relacionados con la situación administrativa, desarrollo,
cumplimiento o en su caso desviación de programas y demás información y
documentación relativa que señale el reglamento y/o manual de normatividad
correspondiente.

PARÁGRAFO lo. El informe a quese refiere el numeral lo. del presente artículo deberá
contener una descripción resumida de la situación del Despacho a la fecha de inicio de
sugestión. También describirá las actividades emprendidas yresultados obtenidos durante
la misma, señalando especialmente los asuntos que se encuentran en proceso, y por
último la situación del Despacho en la fecha de retiro o término de su gestión.

PARÁGRAFO 2o. El informe al que se refiere este artículo se presentará de conformidad
con lo dispuesto en el Art. 4o. de la presente ley.

CAPITULO IV

DEL PROCESO DE ENTREGA Y RECEPCIÓN

Art. 11. Para llevar a cabo la entrega y recepción de los asuntos y recursos públicos
estatales, los titulares salientes deberán llevar a cabo un acto formal, en el que se haga
entrega del informe de la gestión realizada por los mismos y el acta administrativa, en la
que en forma global conste el estado que guarda la administración, a los titulares entrantes.

Art. 12. Con el propósito de dar cumplimiento al contenido de este ordenamiento y
hacer posible la entrega oportuna y debida de sus Despachos, los servidores públicos
sujetos a esta ley deberán mantener permanentemente actualizados sus registros,
controles y demás documentación relativa a su gestión.

Art. 13. La verificación del contenido del acta correspondiente deberá realizarse por el
servidor público entrante en un término de treinta (30) días, contados a partir de la
fecha de entrega y recepción del Despacho. Durante dicho lapso el servidor público
saliente podrá ser requerido para que haga las aclaraciones yproporcione la información
adicional que le soliciten, salvo que medie caso fortuito o fuerza mayor.

PARÁGRAFO. En caso de que el servidor público entrante detecte irregularidades en los
documentos y recursos recibidos dentro del término señalado en esta ley, deberá hacerlas
del conocimiento del órgano de control a que corresponda la dependencia o entidad de
que setrate, a fin de que el servidor público saliente pueda proceder asu aclaración dentro
de los treinta (30) días calendario siguientes o,ensu caso, se proceda deconformidad con
la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado. Asimismo, se seguirá el
procedimiento establecido en el inciso final del Art. 5o. de la presente ley.
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• A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que
las disposiciones vigentes impongan a las peticiones, actuaciones, solicitudes o quejas
que se propongan realizar, así como a llevarlas a cabo.

• A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos
en los que tengan la condición de interesados y obtener copias, a su costa, de
documentos contenidos en ellos.

• A abstenerse de presentar documentos no exigidos por las normas legales aplicables
a los procedimientos de que trate la gestión.

• Al acceso a los registros y archivos de la Administración Pública en los términos
previstos por la Constitución y las leyes.

• A ser tratadas con respeto por las autoridades y servidores públicos, los cuales
deben facilitarles el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

• A exigir el cumplimiento de las responsabilidades de la Administración Pública y del
personal a su servicio, cuando así corresponda legalmente.

• A cualquier otro que le reconozcan la Constitución y las leyes.

Art. 4^. Divulgación y gratuidad de ios formularios oficiales. Cuando fuere el
caso, todas las entidades y organismos de la Administración Pública deberán habilitar los
mecanismos necesarios para poner a disposición gratuita y oportuna de los interesados
el formato definido oficialmente para el respectivo período en que deba cumplirse la
respectiva obligación, utilizando para el efecto formas impresas, magnéticas o electrónicas.

PARÁGRAFO 1°. El Gobierno Nacional reglamentará el desmonte progresivo de los
cobros por formularios oficiales, con excepción de aquellos relacionados con el proceso
de contratación estatal y el acceso a la educación pública, así como la implementación
de medios tecnológicos para el cumplimiento de la respectiva obligación, en un término
no mayor de un (1) año.

PARÁGRAFO 2°. En todo caso las entidades de la Administración Pública deberán
colocar en medio electrónico, a disposición de los particulares, todos los formularios
cuya diligencia se exija por las disposiciones legales.

Para todos los efectos de ley se entenderá que tienen el carácter de formularios oficiales
aquellas copias de dichos formularios que obtengan de los medios electrónicos a que se
refiere el inciso anterior.

Art. 5°. Notificación. Cualquier persona natural o jurídica que requiera notificarse de
un acto administrativo podrá delegar en cualquier persona el acto de notificación, mediante
poder, el cual no requerirá presentación personal, el delegado sólo estará facultado para
recibir la notificación y toda manifestación que haga en relación con el acto administrativo
se tendrá, de pleno derecho, por no realizada. Las demás actuaciones deberán efectuarse
en la forma en que se encuentre regulado el derecho de postulación en el correspondiente
trámite administrativo. Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo la notificación del
reconocimiento de un derecho con cargo a recursos públicos, de naturaleza pública o de
seguridad social.
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Art. 9°. De la obligación de atenderal público. Las entidades públicas
no podrán cerrar el despacho al público hasta tanto hayan atendido a todos
los usuarios que hubieran ingresado dentro del horario normal de atención,
el cual deberá tener una duración mínima de ocho (8) horas^ diarias, sin
perjuicio de la implementación de horarios especiales de atención al público
en los eventos en que la respectiva entidad pública no cuente con personal
especializado para el efecto. Estas entidades deberán implementar un sistema
deturnos acorde con las nuevas tecnologías utilizadas para tal fin. El Ministerio
de Relaciones Exteriores señalará el horario en las oficinas de nacionalidad,
tratados y visas, por la especialidad y complejidad de los temas que le
corresponde atender conservando una atención telefónica y de correo
electrónico permanente.

Art. 10. Utilización del correo para el envío de información.
Modifiqúese el Art. 25 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

"Art. 25. Utilización del correo para el envío de información. Las
entidades de la Administración Pública deberán facilitar la recepción y envío
de documentos, propuestas o solicitudes y sus respectivas respuestas por
medio de correo certificado y por correo electrónico.

En ningún caso se podrán rechazar o inadmitir las solicitudes o informes
enviados por personas naturales ojurídicas que se hayan recibido por correo
dentro del territorio nacional.

Las peticiones de los administrados ousuarios se entenderán presentadas el
día de la incorporación a! correo, pero para efectos del cómputo del término
de respuesta, se entenderán radicadas el día en que efectivamente el
documento llegue a la entidad y no el día de su incorporación al correo.

Las solicitudes formuladas a los administrados o usuarios a los quese refiere
el presente artículo, yque sean enviadas por correo, deberán ser respondidas
dentro del término que la propia comunicación señale, el cual empezará a
contarse a partir de la fecha de recepción de la misma en el domicilio del
destinatario. Cuando no sea posible establecer la fecha de recepción del
documento en el domicilio del destinatario, se presumirá a los diez (10) días
de la fecha de despacho en el correo.

Igualmente, los peticionarios podrán solicitar el envío por correo de
documentos o información a la entidad pública, para lo cual deberán adjuntar
a su petición un sobre con porte pagado y debidamente diligenciado.

PARÁGRAFO. Para efectos del presente artículo seentenderá válido el envío
por correo certificado, siempre ycuando la dirección esté correcta yclaramente
diligenciada".

Art. 11. Prohibición de exigencia de requisitos previamente
acreditados. Modifiqúese el Art. 14 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará
así:
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"Art. 14. En relación con las actuaciones que deban efectuarse ante la Administración
Pública, prohíbese la exigencia de todo comprobante o documento que acredite el
cumplimiento de una actuación administrativa agotada, cuando una en curso suponga
que la anterior fue regularmente concluida".

Igualmente, no se podrá solicitar documentación de actos administrativos proferidos por
la misma autoridad ante la cual se está tramitando la respectiva actuación.

Las autoridades administrativas de todo orden no podrán revivir trámites o requisitos
eliminados o modificados por el legislador o el Gobierno Nacional".

Art. 12. Prohibición de exigencia de comprobación de pagos anteriores.
Modifiqúese el Art. 34 del Decreto 2150 de 1995, el cual quedará así:

"Art. 34. Prohibición de exigencia de comprobación de pagos anteriores. En relación
con los pagos que deben efectuarse ante la Administración Pública, queda prohibida la
exigenciade comprobantes de pago hechos con anterioridad, como condición para aceptar
un nuevo pago, salvo que este último impliqué la compensación de deudas con saldos a
favor o pagos en exceso, o los casos en que se deba acreditar, por quien corresponda, el
pago de períodos en mora al Sistema de Seguridad Social Integral".

Art. 13. Prohibición de exigencia de presentaciones personales para probar
supervivencia. Ninguna autoridad podrá exigir presentaciones personales para probar
supervivencia cuando no haya transcurrido más de un (1) año contado a partir de la
última presentación de supervivencia. Este término será de tres (3) meses cuando se
trate de entidades que hagan parte del Sistema de Seguridad Social Integral, a menos
que. la persona se encuentre residenciada fuera del país en sitio donde no exista
representación consular colombiana, en cuyo caso operará el término de seis (6) meses.

PARÁGRAFO. El certificado desupervivencia solamente se podrá exigir cuando el importe
de la prestación se pague por abono en cuenta corriente o de ahorro, abierta a nombre
del titular de la prestación, o cuando se cobre a través de un tercero.

Art. 15. Derecho de turno. Los organismos y entidades de la Administración Pública
Nacional que conozcan de peticiones, quejas o reclamos, deberán respetar estrictamente
el orden de su presentación, dentro de los criterios señalados en el reglamento dei
derecho de petición de que trata el Art. 32 del Código Contencioso Administrativo, sin
consideración de la naturaleza de la petición, queja o reclamo, salvo que tengan prelación
legal. Los procedimientos especiales regulados por la ley se atenderán conforme a la
misma. Si en la ley especial no se consagra el derecho de turno, se aplicará lo dispuesto
en la presente ley.

En todas las entidades, dependencias y despachos públicos, debe llevarse un registro de
presentación de documentos, en los cuales se dejará constancia de todos los escritos,
peticiones y recursos que se presenten por los usuarios, de tal manera que estos puedan
verificar el estricto respeto al derecho de turno, dentro de los criterios señalados en el
reglamento mencionado en el incisoanterior, el cual será público, lo mismoque el registro
de los asuntos radicados en la entidad u organismo. Tanto el reglamento como el registro
se mantendrán a disposición de los usuarios en la oficina o mecanismo de atención al
usuario.

Noimath/idad General

Cuando se trate de pagos que deba atender la Administración Pública, los mismos estarán
sujetos a la normatividad presupuesta!.

Art. 20. Supresión de sellos. En el desarrollo de las actuaciones de la Administración
Pública, intervengan o no los particulares, queda prohibido el uso de sellos, cualquiera
sea la modalidad otécnica utilizada, en el otorgamiento otrámite de documentos, salvo
los que se requieran por motivos de seguridad.

La firma yla denominación del cargo serán información suficiente para la expedición del
documento respectivo. Prohíbase alos servidores públicos el registro notarial de cualquier
sello elaborado para el uso de la Administración Pública. Igualmente, queda prohibido a
los Notarios Públicos asentar tales registros, así como expedir certificaciones sobre los
mismos.

PARÁGRAFO. La presente supresión de sellos no se aplica a los productos que requieren
registro sanitario, cuando las normas lo exijan como obligatorio, yalos sellos establecidos
con base en los Acuerdos yTratados Internacionales de naturaleza comercial suscritos
por Colombia.

Art. 21. Copias de los registros dei estado civil. Las copias de ios registros del
estado civil que expida la Registraduría Nacional del Estado Civil olas Notarías mediante
medio magnético y óptico, tendrán pleno valor probatorio. El valor de las mismas
será asumido por el ciudadano teniendo en cuenta la tarifa que fije anualmente el
Registrador Nacional del Estado Civil, la cual se fijará de acuerdo con las normas
constitucionales ylegales yen ningún caso el precio fijado podrá exceder el costo de
la reproducción.

PARÁGRAFO. Las copias del registro civil de nacimiento tendrán plena validez para
todos los efectos, sin importar la fecha de su expedición. En consecuencia, ninguna
entidad pública o privada podrá exigir este documento con fecha de expedición
determinada, excepto para el trámite de pensión, afiliación a la segundad social de
salud, riesgos profesionales y pensiones y para la celebración del matrimonio, eventos
estos en los cuales se podrá solicitar el registro civil correspondiente con fecha de
expedición actualizada, en ningún caso inferior a tres (3) meses.

Art. 23. Prohibición de retener documentos. Modifiqúese el Art. 18 del Decreto
2150 de 1995, el cual quedará así:

"Art. 18. Prohibición de retener documentos. Ninguna autoridad podrá retener la
cédula de ciudadanía, la cédula de extranjería, el pasaporte, la licencia de conducción, el
pasado judicial, la libreta militar, ocualquier otro documento de las personas. Si se exige
la identificación de una persona, ella cumplirá la obligación mediante la exhibición del
correspondiente documento. Queda prohibido retenerlos para ingresar a cualquier
dependencia pública o privada".

24. Presunción de validez de firmas. Las firmas de particulares impuestas en
documentos privados, que deban obrar en trámites ante autoridades públicas, no
requerirán autenticación. Dichas firmas se presumirá que son de la persona respecto de
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la cual seafirma corresponden. Tal presunción se desestimará si la persona de la cual se
dice pertenece la firma la tacha de falsa, osi mediante métodos tecnológicos debidamente
probados se determina la falsedad de la misma.

Los documentos que implican transacción, desistimiento y, en general, disposición de
derechos, deberán presentarse yaportarse a los procesos ytrámites de acuerdo con las
normas especiales aplicables. De la misma manera, se exceptúan los documentos
tributarios y aduaneros que de acuerdo con normas especiales deban presentarse
autenticados así como los relacionados con el sistema de seguridad social integral y los
del magisterio.

Art. 25. Prohibición de declaraciones extrajuicio. Modifiqúese el Art. 10 del Decreto
2150 de 1995, el cual quedará así;

"Art. 10. Prohibición de declaraciones extrajuicio. En todas las actuaciones o
trámites administrativos, suprímase como requisito las declaraciones extrajuicio ante
juez oautoridad de cualquier índole. Para estos efectos, bastará la afirmación que haga
el particular ante la entidad pública, la cual se entenderá hecha bajo la gravedad del
juramento. Cuando se requieran testigos para acreditar hechos ante una autoridad
administrativa bastará la declaración que rindan los mismos bajo la gravedad del
juramento, ante la misma autoridad, bien sea en declaración verbal o por escrito en
documento aparte, sin perjuicio de que el afectado con la decisión de la administración
pueda ejercer el derecho de contradicción sobre el testimonio.

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo no regirá en los casos en que la
Administración Pública actúe como entidad de previsión o segundad social o como
responsable en el reconocimiento o pago de pensiones, ni para los casos previstos en
materia del Sistema General de Seguridad Social en Salud y Riesgos Profesionales, ni
para los relacionados con Protección Sociaf que establezca el Gobierno Nacional".

DISPOSICIONES FINALES

Art. 79. El incumplimiento, en todo o en parte, de las disposiciones previstas en la
presente ley, será causal de mala conducta de conformidad con el Código Disciplinario
Único.

Art. 80. Las entidades públicas, dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en
vigencia de la presente ley, deberán adecuar su estructura ytecnología con el objeto de
dar cumplimiento a lo preceptuado.

Art. 81. Ninguna denuncia oqueja anónima podrá promover acción jurisdiccional, penal,
disciplinaria, fiscal, oactuación de la autoridad administrativa competente (excepto cuando
se acredite, por lo menos sumariamente, la veracidad de los hechos denunciados) o
cuando se refiera en concreto a hechos o personas claramente identificables.

Normatividacl Genera!

1.3.13 Ley 1009 dei 23 de enero de 2006

Por medio de la cual se crea con carácter permanente el Observatorio de Asuntos
de Género.

Art. 1°. Observatorio de Asuntos de Género, DAG. Créase con carácterpermanente
el Observatorio de Asuntos de Género, GAG, el cual estará a cargo del Departamento
Administrativo de la Presidencia de la República a través de la Consejería Presidencial
para la Equidad de la Mujer ode la entidad rectora de la Política Pública para el adelanto
de la mujer y la equidad de género.

Art. 7°. Suministro de información por parte de las entidades. Las entidades del
orden nacional, departamental, municipal y distrital deberán suministrar al GAG la
información secundaria desagregada por sexo, edad, condición socioeconómica, ubicación
territorial (rural/urbano) yetnia, y la información cuantitativa ycualitativa relacionada con
las políticas, los programas, los planes, los proyectos, las normas yla jurisprudencia que se
relacionen con la entidad. Además de la información cuantitativa y cualitativa de mujeres
vinculadas a las entidades del orden nacional o territorial, según sea el caso, y los niveles
de decisión en los cuales se ubican en la estructura organizativa de cada entidad.

Para el cumplimiento de este fin, las entidades designarán a un funcionario responsable
del suministro de la información.

PARÁGRAFO. El incumplimiento de lo ordenado en este artículo constituye causal de
mala conducta, que será sancionada con suspensión hasta de treinta (30) días en el
ejercicio del cargo, ycon la destitución del mismo en caso de persistir en la conducta, de
conformidad con el régimen disciplinario vigente.

1.3.14 Ley 1010 dei 23 de enero de 2006

"Por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir^ corregir y sancionar ei acoso
laboral y otros hostigamientos en ei marco de las relaciones de trabajo"'.

Art. 1°. Objeto de la ley y bienes protegidos por ella. La presente ley tiene por
objeto definir, prevenir, corregir y sancionar las diversas formas de agresión, maltrato,
vejámenes, trato desconsiderado yofensivo yen general todo ultraje a la dignidad humana
que se ejercen sobre quienes realizan sus actividades económicas en el contexto de una
relación laboral privada o pública.

Son bienes jurídicos protegidos por la presente ley: el trabajo en condiciones dignas y
justas, la libertad, la intimidad, la honra yla salud mental de los trabajadores, empleados,
la armonía entre quienes comparten un mismo ambiente laboral y el buen ambiente en
la empresa.

PARÁGRAFO: La presente ley no se aplicará en el ámbito de las relaciones civiles y/o
comerciales derivadas de los contratos de prestación de servicios en los cuales no se
presenta una relación de jerarquía osubordinación. Tampoco se aplica a la contratación
administrativa.
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Art. 2°. Definición y modalidades de acoso laboral. Para efectos de la presente ley
se entenderá por acoso laboral toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre
unempleado, trabajador por partede unempleador, unjefeo superior jerárquico inmediato
o mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo,
intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el
trabajo, o inducir la renuncia del mismo.

En el contexto del inciso primero de este artículo, el acoso laboral puede darse, entre
otras, bajo las siguientes modalidades generales:

1. Maltrato laboral. ...

2. Persecución labora!; ...

3. Discriminación laboral: ...

4. Entorpecimiento laboral: ...

5. Inequidad laboral: ...

6. Desprotección laboral: ...

Art. 6o. Sujetos y ámbito de aplicación de la ley. Pueden ser sujetos activos o
autores del acoso laboral:

- La persona natural que se desempeñe como gerente, jefe, director, supervisor o
cualquier otra posición de dirección y mando en una empresa u organización en la
cual haya relaciones laborales regidas por el Código Sustantivo del Trabajo;

- La persona natural que se desempeñe como superior jerárquico o tenga la calidad
de jefe de una dependencia estatal;

- La persona natural que se desempeñe como trabajador o empleado. Son sujetos
pasivos o víctimas del acoso laboral;

- Los trabajadores o empleados vinculados a una relación laboral de trabajo en el
sector privado;

- Los servidores públicos, tanto empleados públicos como trabajadores oficiales y
servidores con régimen especial que se desempeñen en una dependencia pública;

Los jefes inmediatos cuando elacoso provenga de sus subalternos. Son sujetos partícipes
del acoso laboral:

- La persona natural que como empleador promueva, induzca o favorezca el acoso
laboral;

- La persona natural que omita cumplir los requerimientos o amonestaciones que se
profieran por los Inspectores de Trabajo en los términos de la presente ley.

PARÁGRAFO: Las situaciones de acoso laboral quese corrigen ysancionan en lapresente
ley son sólo aquellas que ocurren en un ámbito de relaciones de dependencia o
subordinación de carácter laboral.

Normatividad General

Art. 14. Temeridad de la queja de acoso laboral. <Aparte tachado INEXEQUIBLE>
Cuando, a juicio dei Ministerio Púbiico odel juez laboral competente, la queja de acoso
laboral carezca de todo fundamento táctico orazonable, se impondrá a quien la formulo
una sanción de multa entre medio ytres salarios mínimos legales mensuales los cua es
se descontarán sucesivamente de la remuneración que el quejoso devengue, durante ios
seis (6) meses siguientes a su imposición.

Igual sanción se impondrá a quien formule más de una denuncia o queja de acoso
laboral con base en los mismos hechos.

Los dineros recaudados portales multas se destinarán aia entidad púbiica aque pertenece
la autoridad que la impuso.

Artículo declarado EXEQUIBLE por ios cargos analizados, salvo el aparte techado que se
declara INEXEQUIBLE por ia Corte Constitucional mediante Sentencia
C-738-06 de 30 de agosto de 2006, Magistrado Ponente Dr. Marco Gerardo Monroy
Cabra.

Art. 10. Tratamiento sancionatorio ai acoso laboral. El acoso laboral, cuando
estuviere debidamente acreditado, se sancionará así.

1. Como falta disciplinaria gravísima en el Código Disciplinario Único, cuando su autor
sea un Servidor público.

2. Como terminación dei contrato de trabajo sin justa causa, cuando haya dado lugar a
ia Renuncia oel abandono dei trabajo por parte dei trabajador regido por ^1 Codigo
Sustantivo del Trabajo. En tal caso procede la indemnización en los términos dei Art.
64 dei Código Sustantivo dei Trabajo.

3. Con sanción de multe entre dos (2) ydiez (10) salarios mínimos legales mensuales
para ia persona que lo realice ypara el empleador que lo tolere.

4. Con ia obligación de pagar alas Empresas Prestadoras de Salud Vjf Aserradoras
de Riesgos Profesionales el cincuenta por ciento (50%) del costo del tratamiento de
enfermedades profesionales, alteraciones de salud ydemás secuelas originadas en
el acoso laboral. Este obligación corre por cuenta dei empleador que haya ocasionado
el acoso laboral olo haya tolerado, sin perjuicio de ia atención oportuna ydebida al
trabajador afectado antes de que ia autoridad competente dictamine si su enfermedad
ha sido como consecuencia dei acoso laboral, ysin perjuicio de las demás acciones
consagradas en las normas de seguridad social para las entidades administradoras
frente a los empleadores.

5. Con la presunción de justa causa de terminación del contrato de trabajo Por p^
del trabajador particular yexoneración del pago de preaviso en caso de renunci
retiro del trabajo.

6 Como justa causa de terminación ono renovación dei contrato de trabajo, según lag°avX de los hechos, cuando el acoso laboral sea ejercido por un companero de
trabajo o un subalterno.
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PARAGRAFO 1. Los dineros provenientes de las multas impuestas por acoso laboral se
destinarán al presupuesto de la entidad pública cuya autoridad ia imponga y podrá ser
cobrada mediante la jurisdicción coactiva con la debida actualización de valor.

.PARÁGRAFO 2. Durante la investigación disciplinaria o el juzgamiento por conductas
constitutivas de acoso laboral, el funcionario que la esté adelantando podrá ordenar
motivadamente la suspensión provisional del servidor público, en los términos del Art.
157 de la Ley 734 de 2002, siempre y cuando existan serios indicios de actitudes
retaliatorias en contra de la posible víctima.

Art. 12. Competencia. Correspondea losjueces de trabajo con jurisdicción en el lugar
de los hechos adoptar las medidas sancionatorias que prevé el Art. 10 de la presente ley,
cuando las víctimas del acoso sean trabajadores o empleados particulares.

Cuando la víctima del acoso laboral sea un servidor público, la competencia para conocer
de la falta disciplinaria corresponde al ministerio público o a las Salas Jurisdiccional
Disciplinaria de ios Consejos Superior y Seccionales de la Judicatura, conforme a las
competencias que señala ia ley.

Art. 14. Temeridad de la queja de acoso laboral. Cuando, a juicio del ministerio
público o del juez laboral competente, la queja de acoso laboral carezca de todo
fundamento fáctico o razonable, se impondrá a quien la formuló una sanción de multa
entre medio y tres salarios mínimos legales mensuales, los cuales se descontarán
sucesivamente de la remuneración que el quejoso devengue, durante ios seis (6) meses
siguientes a su imposición.

Igual sanción se impondrá a quien formule más de una denuncia o queja de acoso
laboral con base en los mismos hechos.

Los dineros recaudados por talesmultas se destinarán a laentidad pública a quepertenece
la autoridad que la impuso.

Art. 19. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su promulgación y
deroga o modifica todas las que le sean contrarias o incompatibles.

1.3.15 Ley 1071 de julio 31 de 2006

Por la cual se adiciona y modifíca la Ley244 de 1995, se regula el pago de las cesantías
defínitivas de servidores públicos, se establecen sanciones y fijan términos para su
conciliación.

Art. lo. Objeto. La presente ley tiene por objeto reglamentar el reconocimiento de
cesantías definitivas o parciales a los trabajadores y servidores del Estado, así como su
oportuna cancelación.

Art. 4o. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación
de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de ios
peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y

Noimatividad General

pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los
requisitos determinados en ia ley.

PARÁGRAFO. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta debeijá
informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes ai recibo de la
solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos pendientes.

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser
resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este articulo.

1.3.16 Ley 1105 de diciembre 13 de 2006

Por medio de la cual se modifica el Decreto-ley 254 de 2000, sobre procedimiento de
liquidación de entidades públicas de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional yse dictan
otras disposiciones.

Modifica el Decreto-ley 254 de 2000, sobre procedimiento de liquidación de entidades
públicas de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional. Las modificaciones se refieren al
ámbito de aplicación del Decreto-ley, el plazo para realizar la liquidación yla dreccion de
la misma; señala con respecto al liquidador, la competencia, funciones, actuaciones.
Plazos, Inventarlos yestudio de títulos. Determina los bienes excluidos de la masa de la
liquidación, emplazamiento. Inventario de procesos judiciales yreclamaciones de carácter
laboral ycontractual, avalúo de bienes, enajenación de activos aotras entidades publicas
ya terceros, contratos de fiducia. Establece que las entidades que se encontrabari en
proceso de liquidación ala fecha de entrada en vigencia dei Decreto-ley 254 sin un plazo
establecido, tendrán un término máximo e improrrogable de 2 anos, contados a partir
del 13 de dici9embre de 2006, para culminar su proceso de liquidación

Art. 1°. El artículo 1° del Decreto-ley 254 de 2000 quedará así:

Art. 1°. Ambito de aplicación. La presente ley se aplica a las entidades públicas de la
Rama Ejecutiva dei Orden Nacional, respecto de las cuales se haya ordenado su supresión
o disolución. La liquidación de las Sociedades Públicas, las Sociedades de Economía
Mixta en las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) omas de su capital social
ylas Empresas Sociales del Estado, se sujetarán a esta ley.

Los vacíos del presente régimen de liquidación se llenarán con el Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero y las normas que lo desarrollan.

Aauellas que por su naturaleza tengan un régimen propio de liquidación, contenido en
normas especiales, una vez decretada su supresión odisolución realizaran su liquidación
con sujeción a dichas normas.

PARÁGRAFO 1°. Las entidades territoriales y sus descentralizadas, cuando decidan
suprimir o disolver y liquidar una entidad pública de dicho nivel, se regirán por las
disposiciones de esta ley, adaptando su procedimiento a la orpnizaaon ycondiciones
de cada una de ellas, de ser necesario, en el acto que ordene la liquidación.
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PARAGRAFO 2°. Las entidades de orden territorial que se encuentren en proceso de
liquidación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán acogerse en lo pertinente
a lo dispuesto en la presente ley.

Art. 21. El artículo 42 del Decreto-ley 254 de 2000, quedará así:

Las entidades que se encontraban en proceso de liquidación a la fecha de entrada en
vigencia del Decreto-ley 254 de 2000 sin un plazo establecido, tendrán un término máximo
e improrrogable de dos (2) años, contados a partir de la fecha de entrada en vigencia de
la presente ley, para culminar su proceso de liquidación.

Dichas entidades podrán acogerse en lo pertinente, a las normas establecidas en este
régimen.

Así mismo, el régimencontempladoen este decreto-leyse podrá aplicara lasobligaciones
vigentes resultantes de procesos de liquidación ya cumplidos.

Art. 22. Régimen de transición. Las actuaciones iniciadas con base en las normas
que por esta ley se modifican, se concluirán con arreglo a las disposiciones vigentes al
momento de su iniciación; las demás, se someterán a lo que establece esta ley.

Art. 23. Vigencia. Esta ley rige a partir de su promulgación y modifica en lo pertinente
el Decreto-ley 254 de 2000

1.3.17 Ley 1110 de diciembre 27 de 2006

Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y la Ley de
Apropiaciones para la vigencia físcal dei lorde enero al 31 de diciembre de 2007.

Art. 6o. Informe de la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro Nacional del
Ministerio de Hacienda y Crédito Público a los diferentes órganos

Art. 14. Prohíbese tramitar actos administrativos u obligaciones que afecten el
presupuesto de gastos cuando no reúnan los requisitos legales o se configuren como
hechos cumplidos. El representante legal y ordenador del gasto o en quienes estos
hayan delegado, responderán disciplinaria, fiscal y penalmente por incumplir lo
establecido en esta norma.

Art. 15. Para proveer empleos vacantes se requerirá del certificado de disponibilidad
presupuestal por ia vigencia fiscal de 2007. Por medio de éste, el Jefe de Presupuesto o
quien haga sus veces garantizará la existencia de los recursos del 1 de enero al 31 de
diciembre de 2007, por todo concepto de gastos de personal, salvo que el nombramiento
sea en reemplazo de un cargo provisto o creado durante la vigencia, para lo cual se
deberá expedir el certificado de disponibilidad presupuestal por lo que resta del año
fiscal.

Toda provisión de empleos de los servidores públicos deberá corresponder a los previstos
en la planta de personal, incluyendo las vinculaciones de los trabajadores oficiales.

Normatividad General

Previo ai reconocimiento de la Prima Técnica se expedirá el certificado de disponibilidad
presupuestal. Por medio de éste se deberá garantizar la existencia de recursos del 1de
enero al 31 de diciembre de 2007.

La vinculación de supernumerarios, por períodos superiores a tres meses, deberá ser
autorizada mediante resoiución suscrita por ei jefe dei respectivo organo.

Art 25 Los órganos de que trata ei artícuio 5de la presente Ley enviarán a la Dirección
General del Presupuesto Público Nacionai informes mensuaies sobre ia ejecución de
ingresos ygastos, dentro de ios cinco (5) primeros días dei mes siguiente.

Art 27 Cuando ios órganos que hacen parte dei Presupuesto General de la Nación,
ceiebren contratos entre sí, que afecten sus presupuestos, con excepción de ios de
crédito harán ios ajustes mediante resoiuciones dei jefe dei órgano respectivo. En ei
caso dé ios Estabiecimientos Púbiicos dei Orden Nacionai, ias Superintendencias yUnidades
Administrativas Especiaies con personería jurídica así como ias senaiadas en ei articuio 5
dei Estatuto Orgánico dei Presupuesto, dichos ajustes deben reaiizarse por acuerdo o
resoiución de ias juntas oconsejos directivos o ei representante iegai dei organo, si no
existen juntas o consejos directivos.

Los actos administrativos a que se refiere el inciso anterior deberán ser remitidos al
Ministerio de Hacienda y Crédito Público-Dirección General del Presupuesto Publico
NacionaL acompañados del respectivo certificado de disponibilidad presupuestal y su
justificación económica, para la aprobación de las operaciones presupuésteles en ellos
contenidas, requisito sin el cual no podrán ser ejecutados. Tratándose de gastos de
inversión, requerirán del concepto previo favorable del Departamento Nacional de
Planeación - Dirección de Inversiones y Finanzas Públicas.

Los jefes de los órganos responderán por la legalidad de los actos en mención.

Art 28 Cuando los órganos que conforman el Presupuesto General de la Nación posean
bienes inmuebles que en ia actualidad no se estén utilizando o que no sean necesarios
para el desarrollo normal de sus funciones, deben desarrollar todas las a^ividades
tendientes a cumplir con lo establecido en el artículo 8 de la Ley 708 de 2001 y sus
decretos reglamentarios tratándose de los inmuebles cuyo titular es el Ministerio de
Comercio, Industria yTurismo ubicados en la Isla de Barú, Distrito Turístico de Cartagena.
También podrán ser transferidos, previo avalúo, a título de aportes de capital aernpresas
industriales y comerciales del Estado de acuerdo con ias condiciones que indique el
Ministerio de Comercio, Industria yTurismo sin que ello implique operación presupuestal,
observando para tal efecto lo dispuesto en el inciso tercero del articulo lo de la citada
Ley 708 de 2001.

Así mismo, cuando dichos órganos funcionen en inmuebles de propiedad de particulares
en calidad de arrendatarios, deben efectuar las gestiones necesarias para su traslado a
un inmueble que actualmente no se encuentre ocupado por otra entidad publica yque
sea de su propiedad.

Art. 29. Ningún órgano podrá contraer compromisos que impliquen el pago de cuotas a
organismos internacionales con cargo al Presupuesto General de la Nación, sin que exista
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de la Nación con los recursos asignados por parte de esta, en cumplimiento dei artículo
86 de la Ley 30 de 1992.

1.3.18 Ley 1122 de enero 9 de 2007

Por la cual se hacen algunas modifícaciones en el Sistema General de Seguridad Social
en Salud y dictan otras disposiciones.

Art. 10. Modifícase el inciso 1° del artículo 204 de la Ley 100 de 1993, el cual quedará
así:

Art. 204. Monto y distribución de las cotizaciones. La cotización a! Régimen
Contributivo de Salud será, a partir del primero (1®) de enero del año 2007, del 12,5%
del ingreso o salario base de cotización, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La
cotización a cargo del empleador será del 8.5% y a cargo del empleado del 4%. Uno
punto cinco (1,5) de la cotización serán trasladados a la subcuenta de Solidaridad del
Fosyga para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado. Las
cotizaciones que hoy tienen para saiud los regímenes especíales y de excepción se
incrementarán en cero punto cinco por ciento (0,5%), a cargo del empleador, que será
destinado a la subcuenta de solidaridad para compietar el uno punto cinco a los que
hace referencia el presente artículo. El cero punto cinco por ciento (0,5%) adicional
reemplaza en parte el incremento del punto en pensiones aprobado en la Ley 797 de
2003, el cual sólo será incrementado por el Gobierno Nacional en cero punto cinco por
ciento (0,5%).

Art. 24. Afiliación de las entidades públicas al Sistema General de Riesgos
Profesionales. A partir de la vigencia de la presente ley todas las entidades púbiicas
del orden nacional, departamental, distrital O municipal podrán contratar directamente
con la administradora de riesgos profesionales dei Instituto de Seguros Sociales, de no
ser así, deberán seleccionar su administradora de riesgos profesionales mediante concurso
público, al cual se invitará obligatoriamente por lo menos a una administradora de riesgos
profesionales de naturaleza pública. Lo dispuesto en este artículo no será aplicable a los
regímenes de excepción previstos en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993.

Normath/idad General

1.4 DECRETOS

1.4.1. Decreto 2150 del 5 de diciembre de 1995

Por el cual se suprimen / reforman regulaciones, procedimientos otrámites
innecesarios existentes en la Administración Pública.

itrULGI
RÉGIMEN GENERAL

CAPÍTULO I
ACTUACIONES GENERALES

Art. lo. Supresión de autenticaciones y reconocimientos. Alas
entidades que integran la Administración Pública les está prohibido exipr
documentos originales autenticados o reconocidos notarial o judicialmente.

Art 2o. Horarios extendidos de atención a! público. En adición a sus
lomadas habituales, las entidades de la Administración Publica deberán poner
en funcionamiento horarios extendidos de atención al público, rio coincidentes
con la jornada laboral común, para que la ciudadanía pueda cumplir sus
obligaciones yadelantar los trámites frente a las mismas.

Art. 3o. Pago de obligaciones oficiales mediante abono en cuentas
corrientes ode ahorro. El Estado dispondrá de los mecanismos necesarios
para pagar obligaciones asu cargo mediante el abono en cuentas comentes
o de ahorro.

Art. 4o. Cancelación de obligaciones afavor del Estado. La cancelación
de obligaciones dineradas en favor de las entidades de la Adr^inistracion
Pública podrá realizarse através de cualquier medio de pago, incluyendo las
transferencias electrónicas de fondos, abono en cuenta ysistemas de crédito
mediante la utilización de tarjetas.

Para tal efecto, las entidades públicas deberán difundir amplia yprofusar^ente,
las tablas ylas tarifas que permitan a los particulares efectuar la liquidación
y pago de tales obligaciones.

Art. 6o. Débitos ytraslados de cuentas. Tratándose de las obligaciones
que los particulares tengan para con el Estado, aquellos podran solicitar a
los establecimientos de crédito que debiten y trasladen de sus cuentas
corrientes ode ahorros los fondos necesarios para el cumplimiento de toda
clase de obligaciones afavor de las entidades de la Administración Publica.
Art 7o Cuentas únicas. Con el objeto de poder hacer efectivo el pago de
las ¿bligaciones de los particulares para con las entidades de la Adriiinistracion
Pública, estas abrirán cuentas únicas nacionales en los establecimientos
financieros autorizados por la Superintendencia Bancaria.

67







\.

72

1

Guía Práctica de Normatividad Aplicable a las Entidades Públicas

con un listado general que expedirá para el efecto la Registraduría Nacional del Estado
Civil. El listado se actualizará mensualmente.

En los mismos convenios se presumirá que el representante de la entidad territorial tiene
las autorizaciones correspondientes exigidas por la ley, lo cual declarará bajo juramento.

El representante legal de la entidad territorial responderá administrativa, disciplinaria,
fiscal y penalmente en caso de no poseer las citadas facultades.

TITULO II

CAPITULO III

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

Ait. 95. Publicaciones en el Diario Oficial. A partir de la vigencia del presente
decreto, solo se publicarán en ei Diario Oficial los siguientes documentos públicos:

a) Losactos legislativos y los proyectos de reforma constitucional aprobados en primera
vuelta;

b) Las leyes y los proyectos de ley objetados por el Gobierno;

c) Los decretos y resoluciones ejecutivas expedidos por el Gobierno Nacional, cuya
vigencia se determinará en el mismo acto de su expedición, y los demás actos
administrativos de carácter general expedidos por las entidades u órganos del orden
nacional, cualquiera que sean ias ramas u organizaciones a ias que pertenezcan;

d) Los actos de disposición, enajenación, uso o concesión de bienes nacionales;

e)

f)

La parte resolutiva de los actos administrativos que afecten, de forma directa o
inmediata, a terceros que no hayan intervenido en una actuación administrativa, a
menos que se disponga su publicación en otro medio oficial destinado para estos
efectos o en un periódico de amplia circulación en el territorio donde sea competente
quien expidió las decisiones;

Lasdecisiones de ios organismos internacionales a los cuales pertenezca la República
de Colombia y que, conforme a las normas de los correspondientes tratados o
convenios constitutivos, deban ser publicados en el Diario Oficial.

PARÁGRAFO. Los actos administrativos de carácter particular y concreto surtirán sus
efectos a partir de su notificación y no será necesaria su publicación.

Art. 96. Sin perjuicio de lo establecido en ei Art. 61 de la ley 190 de 1995, los convenios
o contratos interadministrativos no requerirán la publicación en el Diario Único de
Contratación.

Art. 97. Derogatorias. Derógase el Art. 11 de la Ley 51 de 1898, la Ley 139 de 1936,
los Arts. 2o., 10 y (11 de la Ley 57 de 1985) y las demás normas que sean incompatibles
con lo expuesto en el presente Decreto.

k
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NOTA JURISPRUDENCIAL. Los apartes incluidos en paréntesis fueron declarados
parcialmente inexequibles por la Corte Constitucional en Sentencia C-847-99.

CAPÍTULO IV
MINISTERIO DE HACIENDA YCRÉDITO PUBLICO

CAPITULO V

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Art. 111. Libreta militar. El Art. 36 de la Ley 48 de 1993 quedará así.

"Art 36. Cumplimiento de la obligación de la definición de situación militar. Los
coloriibianos hasta ios cincuenta (50) años de edad están obligados adefinir su situación
militar. No obstante, las entidades públicas oprivadas no podran exigir a ios particulares
la presentación de la libreta militar, correspondiéndoles a estas la verificación del
cumplimiento de esta obligación en coordinación con la autoridad militar competente
únicamente para los siguientes efectos:

a) Celebrar contratos con cualquier entidad pública;
b) Ingresar a la carrera administrativa;

c) Tomar posesión de cargos públicos, y

d) Obtener grado profesional en cualquier centro docente de educación superior.

CAPÍTULO IX
MINISTERIO DE DESARROLLO ECONOMICO

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS

Art 123. Ámbito de aplicación de la figura del silencio administrativo positivo,
contenida en el Art 158 de la ley 142 de 1994. De conformidad con lo estabiecido
en el Art. 158 de la Ley 142 de 1994, toda entidad o persona vigilada por la
Superintendencia de Servicios Púbiicos, prestadora de ios servicios públicos domicilíanos
de que trata la citada ley, tiene la obligación de resolver las peticiones, quejas yrecursos
que Dienten los suscriptores ousuarios en desarrollo de la ejecución del contrato de
servicios públicos, dentro de un término de quince (15) días hábiles, contados apartir de
la fecha de su presentación.

Pasado ese término, salvo que se demuestre que el suscriptor o usuario auspició la
demora o que se requirió la práctica de pruebas se entenderá que la
recurso ha sido resuelto en forma favorable. Dentro de las setenta V
siguientes al vencimiento del término de los quince (15) días hábiles, la
del servicio público domiciliario reconocerá al suscriptor ousuario los efectos del sHencio
administrativo positivo. Si no io hiciere, ei peticionario podrá soiicitar de la Superintendenaa
de Servicios Públicos Domiciliarios la imposición de las sanciones aque haya lugar conforme
a la ley, sin perjuicio de que ella adopte las decisiones que resulten pertinentes para
hacer efectiva la ejecutoriedad del acto administrativo presunto.
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PARAGRAFO. Para losefectos del presente capítulo, se entiende que laexpresión genérica
de "petición" comprende las peticiones en interés particular, así como las quejas y los
recursos que presente un suscriptor o usuario.

Ait. 124. Deiaobligatoriedad de iaentrega de lacuenta de cobroo recibo oportunamente.

Todo suscriptor o usuario tiene derecho a recibir oportunamente la cuenta de cobro o
recibo de obligación a su cargo y la empresa la obligación de entregar oportunamenteel
recibo correspondiente.

Las empresas deberán entregar la cuenta de cobro a los suscrlptores o usuarios por lo
menos con cinco días de antelación a la fecha de pago oportuno señalada en el recibo.

CAPITULO XIV

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

Art. 141. Trámite de la posesión. Para efectos de la posesión en un cargo público o
para la celebración de contratos de prestación de servicios bastará ia presentación de la
cédula de ciudadanía.

Una vez verificada la posesión o suscrito el contrato de prestación de servicios con
duración superior a tres (3) meses, la entidad pública procederá, dentro de los quince
(15) días hábiles siguientes, a solicitar ios antecedentes disciplinarios y judiciales.

En caso de verificarse que quien tomó posesión de un cargo público o quien suscribió
contrato de prestación de servicios está incurso en antecedentes de cualquier naturaleza,
se procederá a revocar el nombramiento o a terminar elcontrato de prestación de servicios.

Art. 142. Comisiones para empleos de libre nombramiento y remoción. El acto
administrativo que confiere la comisión para desempeñar un empleode libre nombramiento
y remoción deberá ser autorizado solamente por el jefe del organismo en donde presta
sus servicios el empleado, de lo cual se informará ai Departamento Administrativo de la
Función Pública.

TITULO III

DISPOSICIONES FINALES

Art. 150. Afectación. Nada de lo dispuesto en el presente decreto afectará las
disposiciones vigentes cuando las regulaciones, trámites o procedimientos se encuentren
consagrados en códigos, ieyes orgánicas o estatutarias.

Art. 151. Sanciones. El desconocimiento de las obligaciones impuestas a los servidores
públicos en el presente Decreto será considerado falta gravísima, sancionadle conforme
a lo dispuesto en el Código Disciplinario Único.

Art. 152. Vigencia. Las normas contenidas en el presente Decreto entrarán a regir a
partir de su publicación, con excepción de las contenidas en el Capítulo II del Título I y
en el Capítulo XV del Título II, las cuales entrarán a regir tres meses después de la fecha
de dicha publicación en el Diario Oficial.
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1,4.2 Decreto 1738 del 21 de agosto de 1998

Por e¡ cual se dictan medidas para la debida recaudación yadministración de
las rentas ycaudales públicos tendientes a reducir el gasto público.

Art. 1. Los Secretarios Generales de los órganos que financien gastos con
recursos del Tesoro Nacional, o quien haga sus veces, deberán enviar
semestralmente a ia Dirección General del Presupuesto del Ministerio de
Hacienda y Crédito Público la información correspondiente a los contratos o
convenios vigentes que hayan suscrito con terceros para la administración de
recursos, incluyendo los convenios suscritos con entidades de derecho
internacional yla información sobre el empleo de los recursos de tales convenios.

La información, que deberán entregar por primera vez dentro del mes siguiente
a la vigencia del presente Decreto, deberá incluir en forma discriminada para
cada uno de los contratos o convenios lo siguiente;

La fecha de convenio o contrato y su vigencia;

La fuente, la fecha yel monto de los recursos entregados en administración;
El monto comprometido y el monto disponible;

La lista de cada una de las personas contratadas con cargo a estos recursos,
incluyendo para cada caso ei valor, la vigencia y el objeto del respectivo
contrato;

Las solicitudes de contrataciones en curso dirigidas por ios organismos que
financien gastos con recursos del Tesoro Nacional a las entidades que
administran los recursos.

Art, 2. Los Secretarios Generales de los órganos que financien gastos con
recursos del Tesoro Nacional, o quien haga sus veces, deberán entregar
semestralmente a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales^ la
información correspondiente a los pagos efectuados en los dos últimos anos
con cargo a los recursos entregados para administración por terceros. La
información se deberá entregar en forma discriminada para cada beneficiano
de pagos, incluyendo la identificación de cada uno de ellos, el monto de cada
pago y la fecha o fechas de pago.

Art, 6. La Dirección General del Presupuesto Nacional y el Departamento
Nacional de Planeación deberán tener en cuenta el valor de los recur^s
administrados por terceros durante la preparación yelaboración del proyecto
de presupuesto del respectivo órgano o entidad.

Art. 7. Las dependencias encargadas del control interno en cada entidad
velarán especialmente por el cumplimiento de las disposiciones contenidas
en el presente Decreto.

Art. 9. Ei presente Decreto rige a partir de su publicación.
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1.4.3. Decreto 1145 del 14 de abril de 2004

Por el cual se dictan disposiciones relacionadas con el desarrollo del Sistema General de
Información Administrativa del Sector Público, SUIP.

CAPITULO I

Sistema General de Información Administrativa del Sector Público, SUIP

Art. 2°. Objetivo. El objetivo del Sistema General de Información Administrativa del
Sector Público, SUIP, es facilitar el seguimiento y la evaluación de la gestión pública al
interior de cada entidad, consolidando la información que sirva de soporte para la
formulación de políticas y la toma de decisiones por parte del Gobierno Nacional.
Igualmente, para garantizar el control social, proporcionar al ciudadano información en
materia de la normatividad que rige ios órganos y las entidades del Sector Público, en
cuanto a su creación, estructura, plantas de personal, nómina y número de contratos de
prestación de servicios y de consultoría, suscritos por las entidades.

CAPÍTULO II

De los subsistemas de Organización Institucional y de Gestión de Personal

Art. 8°. Obligados a diligenciar el formato único de hoja de vida. De conformidad
con la Ley 190 de 1995, están obligados a diligenciar el formato único de hoja de vida,
con excepción de quienesostenten la calidad de miembros de lasCorporaciones Públicas:

1. Los empleados públicos que ocupen cargos de eiección popular, de período fijo, de
carrera y de libre nombramiento y remoción, previamente a ia posesión.

2. Los trabajadores oficiales.

3. Los contratistas de prestaciónde servicios, previamentea la celebración del contrato.

Art. 9°. Responsabilidades de los jefes de las entidades y de los organismos
de la Administración Pública. Los jefes de las entidades y de los organismos de la
Administración Pública del orden nacional están obligados a suministrar la información
que requiera el Sistema General de Información Administrativa del Sector Público, SUIP,
de manera veraz, oportuna y confiable, la cual será de su responsabilidad.

Art. 10°. Responsabilidades del jefe de personal o de contratos. Son
responsabiiidades dei jefe de la unidad de personal o de contratos, o de quien haga sus
veces, en relación con la hoja de vida, las siguientes:

1. Entregar el formato único de hoja de vida a quienes lo requieran para su vinculación,
contratación o actualización.

2. Exigir la presentación del formato único de hoja de vida a los empleados públicos,
trabajadores oficiales y contratistas de prestación de servicios o de consultoría que
se encuentren vinculados o que se vinculen posteriormente con laentidad u organismo.
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3, Verificar que el formato único de hoja de vida haya sido diligenciado completamente
de manera clara y precisa, que los datos consignados en el mismo sobre estudios y
experiencia estén debidamente soportados con los respectivos documentos y
refrendados con su firma.

4. Mantener actualizada la información contenida en el Formato Único de Hoja de Vida,
con las anotaciones sucesivas que se produzcan hasta el momento del retiro o de la
terminación del contrato.

Art. 11. Responsabilidades de los jefes de control interno ode quien haga sus
veces. Los jefes de control interno o quien haga sus veces, como responsables en el
acompañamiento en la gestión, deben realizar un seguimiento permanente para que ia
respectiva entidad cumpla con las obligaciones derivadas del presente decreto, en los
términos y las condiciones en é! establecidos.

Art. 12. Guarda ycustodia de las hojas devida. Las hojas de vida de^ los empleados
públicos, de los trabajadores oficiales y de los contratistas de prestación de servicios
permanecerán en la unidad de personal ode contratos, oen la que haga sus veces, de
la correspondiente entidad uorganismo, aun después del retiro ode la terminación del
contrato y su custodia será responsabilidad del jefe de la unidad respectiva, siguiendo
ios llneamientos dados en las normas vigentes sobre la materia.

CAPÍTULO III
Disposiciones generales

Art. 13. Término para reportar la información enel orden nacional. Los jefes de
las entidades yorganismos de la administración pública del orden nacional están obligados
asuministrar la información que requiera el Sistema General de Información Administrativa
del Sector Público, SUIP, dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes, a partir de
la entrada en vigencia de este decreto.

Art. 17. Obligación de suministrar la información. Los empleados responsables de
suministrar la información que requiere el Sistema General de Información Administrativa
del Sector Público deberán hacerlo en los términos que señala el presente decreto. El
incumplimiento de este deber será sandonable disciplinariamente, previo el cumplimiento
del procedimiento establecido en la ley, sin perjuicio de que se cumpla con la obligación
de suministrar la información.

Art. 18. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación y deroga los
Decretos 1049 de 2001 y ei 899 de 2003.

1,4,4 Decreto 4110 del 9 de diciembre de 2004

Por el cual se reglamenta la Ley 872 de 2003 yse adopta la Norma Técnica de Calidad en
la Gestión Pública.

Art. 1°. Adóptase la Norma Técnica de Calidad en la Gestión Pública NTCGP 1000:2004,
la cual determina las generalidades ylos requisitos mínimos para establecer, documentar,
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c) La democratización de la administración pública. Dirigida a consolidar lacultura de la
participación social en la gestión pública, con el fin de facilitar la integración de los
ciudadanos y servidores públicos en el logro de las metas económicas y sociales del
país y a construir organizaciones abiertas que permitan la rendición social de cuentas

- y propicien la atención oportuna de quejas y reclamos, para el mejoramiento de los
niveles de gobernabilidad;

d) La moralización ytransparencia en la Administración Pública. Se orienta a la formación
de valores de responsabilidad y vocación de servicio quegaranticen el interés general
en la administración de lo público* y se promueva la publicidad de las actuaciones de
losservidores públicos; asimismo, se orienta a la prevención de conductas corruptas
y a la identificación de áreas susceptibles de corrupción.

e) Los rediseños organizacionales. Dirigidos a diseñar organizaciones modernas, flexibles
y abiertas al entorno, orientadas hacia la funcionalidad y modernización de las
estructuras administrativas y racionalización de las plantas de personal con miras a
desarrollar sus objetivos y funciones dentro de un marco de austeridad y eficiencia,
que promueva la cultura del trabajo en equipo, con capacidad de transformarse,
adaptarse y responder en forma ágil y oportuna a las demandas y necesidades de la
comunidad, para el logro de los objetivos del Estado Comunitario.

CAPÍTULO III
Instancias de participación y sus competencias

Art. 8°. Instancias de participación. Para armonizar el funcionamiento y. propósitos
del Sistema de Desarrollo Administrativo se definen tres instancias básicas con sus
respectivas competencias;

Los Comités Sectoriales de Desarrollo Administrativo; los Ministros y Directores de
Departamento Administrativo y el Departamento Administrativo de la Función Pública.

Art. 9°. El Departamento Administrativo de la Función Pública. Instancia rectora
del Sistema de Desarrollo Administrativo, a quien le corresponde;

a) Formular las políticas de desarrollo administrativo y difundirlas para su adecuada
aplicación en la Administración Pública;

b) Establecer las metodologías para el adecuado funcionamiento del Sistema de
Desarrollo administrativo;

c) Prestar asistencia técnica y acompañamiento a las entidades en las políticas de
Desarrollo Administrativo formuladas por el Departamento;

d) Recibir los planes sectoriales de desarrollo administrativo para evaluar las políticas
formuladas por el Departamento;

e) Elaborar el informe anual de ejecución y resultados de las políticas de desarrollo
administrativo para facilitar su consulta y divulgación.
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Art. 10. Ministros yDirectores de Departamento Administrativo. Constituyen la
instancia coordinadora yfacilitadora, para io cual ejercen las siguientes funciones:

a) Conformar ypresidir el Comité Sectorial de Desarrollo Administrativo;

b) Orientar, coordinar, controlar yevaluar la ejecución de las políticas de desarrollo
administrativo dentro del respectivo sector, con el apoyo del Comité Técnico Sectorial,

c1 Preoarar ydivulgar los planes de desarrollo administrativo del sector;
d) SfsírL áToepartamento Administrativo de la Función Pública la información

requerida en materia de Desarrollo Administrativo.

Art. 11. Comité Sectoriai de Desarroilo Administrativo. Instancia Directiva del
sistema, presidido por el ministro odirector de departamento administrativo del respectivo
sector.

Hacen parte de este comité los superintendentes, directores, gerentes opresidentes de
las entidades que la ley defina como adscritas o vinculadas a cada rninisteno o
departamento administrativo. Alos Comités Sectoriales de Desarrollo Administrativo les
corresponde:

al Presentar ante el Departamento Administrativo de la Función Pública el plan de
desarrollo administrativo, durante los primeros sesenta (60) días de cada ano,

b) Implementar el plan de desarrollo administrativo en su respectivo sector;
c) Hacer seguimiento, por lo menos una vez cada t^s meses, ala e^cmon de las

políticas de desarrollo administrativo, formuladas dentro del plan respectivo,

d) Presentar ante el Departamento Administrativo de la Función Pública ia evaluación
del plan sectorial de Desarrollo Administrativo de la vigencia correspondiente.

PARÁGRAFO. Los Secretarios Generales o Subdirectores de los Mini^erlos y
Departamentos Administrativos ejercerán la secretaria técnica del Comité Sectorial
Desarrollo Administrativo.

Art 12. Comité Técnico Sectorial de Desarroilo Administrativo. Los Cornites
Técnicos" Sectoriales de Desarrollo Administrativo estarán conformados por el Secreterio
General oSubdirector de Ministerio oDepartamento Administrativo, quien lo presidira y
por los servidores designados por cada representante legal de las entidades adscrita^
Vinculadas al sector. Alos Comités Técnicos Sectoriales de Desarrollo Administrativo les
corresponde:

a) Elaborar diagnósticos sobre el estado de las políticas de desarrollo administrativo del
sector, a fin de proponer nuevas orientaciones;

b) Formular propuestas de diseño del plan sectorial de desarrollo administrativo;
c) Desagregar las grandes orientaciones de política, definidas por el comité sectorial.
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d) Colaborar en el desarrollo e Implementación de las políticas de desarrollo
administrativo;

e) Recopiiar información para el seguimiento y evaiuación de los planes de desarrollo
administrativo y de ias políticas de desarrollo administrativo adoptadas por el sector;

f) Presentar trimestralmente al Comité Sectorial de Desarrollo Administrativo ios
resultados del seguimiento al Plan Sectorial; '

g) Presentar a consideración del Comité Sectoriai de Desarroiio Administrativo la
evaluación del Plan Sectorial de Desarrollo Administrativo de la vigencia
correspondiente.

PARÁGRAFO. Los Jefes de Oficina de Planeación o quienes haga sus veces de los
Ministerios y Departamentos Administrativos, ejercerán la secretaría técnica dei Comité
Técnico Sectorial de Desarrollo Administrativo.

NOTA. La Resoiución 584 de 2006 reguia la asistencia a las reuniones de ios Comités,
previa convocatoria, la cual será de obligatorio cumplimiento para ios miembros de los
mismos, salvo justa causa debidamente comprobada. Asimismo, enfatiza en las
recomendaciones y determinaciones del Comité Técnico Sectorial de Desarrollo
Administrativo, las cuales deben sujetarse a las decisiones adoptadas por el Comité
Sectoriai de Desarroiio Administrativo.

Art. 13. Comités técnicos institucionales de desarrollo administrativo. En cada
una de ias entidades adscritas y vinculadas a cada Ministerio o Departamento
Administrativo se conformará un Comité Técnico Institucional de Desarrollo Administrativo
integrado por el Secretario Generalo Subdirector, quien lo presidirá,y por otros empleados
de la entidad designados por el representante-legal.

A los Comités Técnicos Institucionales de Desarrollo Administrativo les corresponde:

a) Elaborar diagnósticos sobre el estado de las políticas de desarrollo administrativo en
la entidad, a fin de proponer nuevas orientaciones;

b) Formular propuestas para tener en cuenta en la elaboración del Plan Sectorial de
Desarrollo Administrativo;

c) Desagregar a nivel institucional las grandes orientaciones de política, definidas por
ei comité sectoriai;

d) Colaborar en el desarrollo e implementación de las Políticas de Desarrollo
Administrativo dentro de ia respectiva entidad;

e) Recopiiar información para ia elaboración y evaiuación de los planes institucionales
de Desarrollo Administrativo y de las políticasde Desarrollo Administrativo adoptadas
por ei sector.
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PARÁGRAFO. Los Jefes de Oficina de Planeación o quienes hagan sus veces, de ias
entidades adscritas y vinculadas a los Ministerios y Departamentos Administrativos,
ejercerán la secretaría técnica del Comité Técnico Institucional de Desarrollo Administrativo

NOTA. La Resolución 585 de 2006 desarrolla este artículo en lo referente a las políticas
de desarrollo administrativo que reglamenta el capítulo cuarto de la Ley 489 de 1998 del
Sistema de Desarrollo Administrativo estableciendo la conformación de ios Comités
Técnicos Institucionales en cada una de las entidades adscritas y vinculadas a cada
Ministerio o Departamento Administrativo.

CAPÍTULO IV
Operatividad del Sistema de Desarrollo Administrativo

Art. 14. La operatividad del Sistema de Desarrollo Administrativo se realiza a través de
la implementación de los Planes de Desarrollo Administrativo de cada sector, de las
entidades autónomas ysujetas a regímenes especiales en virtud del mandato constitucional
y de las entidades territoriales.

PARÁGRAFO. El Departamento Administrativo de la Función Pública elaborará y
mantendrá vigente y actualizado un Manual Operativo que contendrá los parámetros
conceptuales y metodológicos del Sistema de Desarrollo Administrativo y de los Planes
de Desarrollo Administrativo, que permita hacer seguimiento al mismo.

Art. 15. Seguimiento. El jefe de la Oficina de Control Interno, o quien haga sus veces
en las entidades adscritas yvinculadas a los Ministerios o Departamentos Administrativos,
realizará trimestralmente el seguimiento al plan sectorial de Desarrollo Administrativo y
reportará dicha información al Secretario General o Subdirector de Ministerio o
Departamento Administrativo para el seguimiento integral del plan Sectorial.

Art. 16. Evaluación. El jefe de la oficina de control interno o quien haga sus veces en
las entidades adscritas y vinculadas a los Ministerios o Departamentos Administrativos
realizará la evaluación al Plan Institucional de Desarrollo Administrativo y reportará dicha
información ai Secretario General o Subdirector de Ministerio o Departamento
Administrativo para la evaluación integral del plan Sectorial de Desarrollo Administrativo.

CAPÍTULO V
Disposiciones finales

Art. 17. Las directrices, iineamientos y prioridades de que trata el Plan Nacional de
Formación y Capacitación deberán ser tenidos en cuenta para adelantar la Política de
Desarrollo del Talento Humano Estatal.

Art. 18. Las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales
dispondrán la conformación del Comité de Desarroiio Administrativo en sus respectivas
entidades territoriales y definirán ias instancias que consideren necesarias para la
operatividad del Sistema de Desarrollo Administrativo.

El máximo órgano de dirección de las entidades autónomas yde las sujetas a regímenes
especiales, en virtud de mandato constitucional, determinará las instancias
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''® acceso al Sistema de Información Litigob. Cada una de la<;
rp"<ínnn«hi decreto deberá garantizar a sus abogados ydemás
rTm^n registrar yactualizar la información, los medios tecnológicos y decomunicaciones necesarios para acceder ai Sistema Litigob.

Min^s™lrio°dfCom^mTrL''® Justicia en coordinación con Agenda de Conectividad delMinisterio de Comunicaciones, deberán garantizar la custodia y seauridad del
almacenamiento de la información reportada, así como ia capacidad de tráfico permanente
para que las entidades puedan acceder al sistema. Permanente

Sos'̂ a'i-p n^P^rni" destinatarias de este decreto seleccionen abogadosexternos para adelantar su representación judicial, deberán exigir contractuaimente el
cumplimiento de las obligaciones que se derivan d^l sistema de ilrrííadón
Art. 6°. Acceso ala información porotras entidades competentes. Con el nroDÓsito
de racionalizar la pertinencia yuniformidad de ia información yfacilitar ei cumpliniiento

relacionadas con los datos cSte enLitigob, la Dirección de Defensa Judicial de la Nación asegurará ei arrpsp de la Información
yreportes en el contenidos alas entidades públicas que tienen obíigactón ocó™
b Po -w" ""especto, tales como, la Contraloría General dela República, la Contaduría General, la Procuraduría General de la Nación el Ministerio
Suoerr dP^fn'" Nacional de Planeación\ erSo

! f- P^ra tal efecto, se deberán suscribir ios convenfosint6radministratívos corrcspondientas.

Art. 7°. Información litigiosa vigente. Los datos sobre gestión jurídica del Estado
m^nraT!f^"reSistemas de información vigentes, deberán ser correctamentemigrados a Litigob en un plazo no mayor a dos meses contados desde la entrada en
vigencia de este decreto, con el asesoramiento de la Dirección de Defensa Judicial de la
con'im, Interior yde Justicia. Vencido este plazo I™ nSos de
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1.5 RESOLUCIONES

1.5.1 Resolución Orgánica No. 5580 del 18 de mayo
de 2004

Por la cual se reglamenta la metodología de losplanes de mejoramiento y se
modifíca parcialmente la Resolución Orgánica 5544 de 2003.

CAPÍTULO 11

Art. 2°. Plan de mejoramiento. Se entiende por plan de mejoramiento el
conjunto de acciones que ha decidido adelantar un sujeto de control fiscal,
tendientes a subsanar o corregir hallazgos negativos de orden administrativo
que hayan sido identificados en ejercicio de la Auditoría Gubernamental con
enfoque integral, con el fin de adecuar la gestión fiscal a los principios de
economía, eficiencia, eficacia, equidad o a mitigar el impacto ambiental.

Art. 3^. Obligación de presentarlo. Todo sujeto de control fiscal deberá
presentar un plan de mejoramiento para subsanar y corregir los hallazgos
administrativos negativos formulados en el informe de auditoría emitido por
la Contraloría General de la República.

PARÁGRAFO 1°. En cada sujeto de control fiscal existirá un plan de
mejoramiento único que se actualizará con ocasión de nuevos informes de
auditoría.

PARÁGRAFO 2°. En el caso del control excepcional la Contraloría General
de la República requerirá el plan de mejoramiento, en los mismos términos y
condiciones como se les solicita a sus sujetos de control, dando traslado
inmediato a las Contralorías Territoriales respectivas para su seguimiento.

\

Igualmente, para el ejercicio del control concurrente y prevalente se aplicará
la presente resolución.

Art. 4°. Responsabilidad. El jefe de entidad, el representante legal, o
quien haga sus veces en los sujetos de control donde la Contraloría General
de la República haya practicado una Auditoría Gubernamental con enfoque
integral, deberá suscribir y presentar un plan de mejoramiento consolidado
por entidad, entendiéndose que debe incluir todos aquellos planes de
mejoramiento que hayan elaborado y presentado los puntos de control
como producto de una auditoría. Esta responsabilidad de suscribir el
respectivo plan es intransferible e indelegable a funcionarios de la
respectiva entidad.

PARÁGRAFO. Las Oficinas de Control Interno apoyarán al jefede la entidad
o representante legal en la formulación de los planes de mejoramiento y en
su seguimiento. Los documentos que contengan los mismos serán suscritos

89





(V.,. 2.1 LEYES SANEAMIENTO

2.1.1 Lev 716 del 24 de diciembre de 2001

Por la cual se expiden normas para elsaneamiento de la Información contable
en el sector público yse dictan disposiciones en materia tribuaria yo^as
disposiciones. (Reglamentada parcialmente por el Decreto 1914 del 10 de
julio de 2003).

Esta ley ha sido modificada por ei Decreto 1282 de 2002, Por la Ley 863 de
2003, por ios Decretos 1914 de 2003,3361 de 2004 y4731 de 2005 ypor las
Leyes 901 de 2004 y 998 de 2005.

Art. lo. Del objeto. La presente ley regula la obligatoriedad de los entes
del sector público de adelantar las gestiones administrativas necesarias para
depurar la información contable, de manera que en los estados financieros
se revele en forma fidedigna la realidad económica, financiera ypatnmoniai
de ias entidades públicas.

Para el efecto, deberá establecerse la existencia real de bienes, derechos y
obligaciones, que afectan el patrimonio público depurando ycastigando los
valores que presentan un estado de cobranza opago incierto, para proceder,
si fuera el caso, a su eliminación o incorporación de conformidad con los
lineamientos de la presente ley.

Art. 2o. Campo de aplicación. Comprende los organismos que conforman
las distintas ramas del poder público en el nivel nacional; las entidades de
control, organismos electorales, entidades yorganismos estataies sujetos a
régimen especial, entidades descentralizadas territorialmente o por servicios
ycualquier otra entidad que maneje oadministre recursos públicos Ysolo en
lo relacionado con estos siempre ycuando hagan parte del Balance General
del sector público.
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Ait. 5o. Competencia y responsabilidad administrativa. Modificado y Adicionado.
Ley 901 de 2004. Art. 8°. Reglamentado por el decreto 3734 de 2005. La responsabilidad
sobre la depuración de los valores contables estará a cargo del Jefe o Director de la
entidad; tratándose de entidades del sector central de conformidad con la reglamentación
que para el efecto expida el Gobierno Nacional. En los organismos descentralizados de
los distintos órdenes la competencia recaerá sobre el máximo organismo colegiado de
dirección, llámese consejo directivo, junta directiva, consejo superior o quienes hagan
sus veces y por el director, el gerente o el presidente, según se denomine.

PARÁGRAFO 1°, Los Jefes o Directores de entidades y los comités, juntas o consejos
directivos deberán informar detalladamente anualmente sobre la depuración al Congreso
de la República, asambleas departamentales y concejos municipales y distritales sobre el
resultado de la gestión realizada para ei cumplimiento de la presente ley, cuando se
deriven de actuaciones en el sector nacional, departamental, distrital y municipal
respectivamente.

PARÁGRAFO 2°. Los servidores públicos competentes serán responsables administrativa
y disciplinariamente en el evento de que la entidad pública que representan no haya
utilizado, o haya utilizado indebidamente, las facultades otorgadas por la presente ley
para sanear la información contable pública y revelar en forma fidedigna su realidad
económica y financiera.

Art. 21. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación y será aplicable a losvalores contables que se encuentren registrados en ios
estados financieros a 31 de diciembre de 2000, sin perjuicio de las revisiones que por ley
le corresponden a la Comisión Legal de Cuentas. La vigenciaserá hasta el 31 de diciembre
de los dos (2) años siguientes a la fecha de su publicación, con excepción de los artículos
décimo (10) a dieciséis (16), y deroga las normas que le sean contrarias, en especial el
numeral segundo del artículo 506 del Estatuto Tributario y el artículo 850-1 del Estatuto
Tributario.

2.1.2 Ley 863 del 29 de diciembre de 2003

Por la cual se establecen normas tributarias^ aduaneras, físcales y de controi para estimular
el crecimiento económico y el saneamiento de las finanzas públicas.

Art. 66. Información contable depurada. La información financiera, económica y
social de los diversos entes públicos, base para el cumplimiento de sus obligaciones
tributarias, debe ser depurada a fin de que refleje razonablemente su situacióny resultados,
para lo cual se prorroga la vigencia de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° -excepto el parágrafo
3°-, 5°, 6°,7o, 8° y 9° de la Ley 716 del 24 de diciembre de 2001, hasta el 31 de
diciembre del 2005.

PARÁGRAFO. Las entidades estatales para relacionar las acreencias a su favor pendientes
de pago deberán permanentemente, en forma semestral, elaborar un boletínde deudores
morosos, cuando el valor de las acreencias supere un plazo de seis (6) meses y una
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cuantía mayor acinco (5) salarlos mínimos legales vigentes. Este boletín d^erá contener
la identificación plena del deudor moroso, bien sea persona natural o jurídica, la
identificación del acto generador de la obligación, el concepto ymonto de la obligación,
su fecha de vencimiento y el término de extinción de la misma.

Las personas que aparezcan relacionadas en este boletín no podran celebrar contratos
con el Estado, ni tomar posesión de cargos públicos hasta tanto demuestren la
cancelación de la totalidad de las obligaciones contraídas oacrediten la vigencia de un
acuerdo de pago.

El boletín será remitido al Contador General de la Naclo^n durante 1°^ Primeros diez (10^
días calendario de los meses de junio ydiciembre de cada anualidad fiscal. La ^^"^^dur
General de la Nación consolidará yposteriormente publicara en su pagina web el bdetin
de deudores morosos del Estado, los días 30 de julio y30 de enero del ano correspondiente.

La Contaduría General de la Nación expedirá los certificados de que trata el presente
parágrafo acualquier persona natural ojurídica que lo requiera. Para la expediaon de
certificado el Interesa do deberá pagar un derecho igual al tres por ciento (3 /o) del
salario mínimo legal mensual vigente.

Para efectos de celebrar contratos con el Estado opara tomar posestón del cargo será
suficiente el pago de derechos del certificado e Indicar bajo la gravedad del juramento
no encontrarse en situación de deudor moroso con el erario ohaber suscrito acuerdos de
pago vigentes.

Para el cumplimiento de las obligaciones Inherentes al proceso saneamiento conte^^^
público se realizará el fortalecimiento de la UAE-Contaduria General de la Nac °n meM
la apropiación de las partidas presupuéstales yla asignación del codigo de identificación
rentística por parte del Ministerio de Hacienda yCrédito Publico.

NOTAS JURISPRUDENCIALES. Contra el parágrafo del Art. 66 se formularon tres
demandas de Inconstituclonalldad que se resolvieron mediante las siguientes providenci^.
Sentencia C-104 del 8de febrero de 2005. Expediente D-5374. En el fallo, la Corte
Constitucional se declaró Inhibida para emitir pronunciamiento de fondo por haber operado
el fenómeno de la sustracción de materia, argumentando;

"La expresión acusada es aquella que regula los derechos previstos
por la expedición de certificados acargo de la Contaduría General de la Nación. Habra
que determinar, por consiguiente, si durante el corto lapso en que estuvo vigente el
artículo 63 de la Ley 863 de 200- del 27 de diciembre al 27 de julio de 2004 la disposición
demandada produjo algún efecto jurídico ysi continua proyectándose ultractivamente.
Lo que en resumidas cuentas supone Indagar si durante la vigencia del Precepto en
cuestión los Interesados debieron pagar los derechos en el previstos por la expedición de
los certificados a cargo del citado organismo.

En este caso se impone una respuesta negativa, pues el primer Boletín de Deudores
Morosos del Estado fue publicado el primero de agosto de 2004, con base en la
remitida a principios de junio del mismo año. Es de simple lógica deducir
esta información no fue consolidada, es decir, mientras no existiera un Boletín de Deudores
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Morosos de! Estado, no había lugar al pago de los derechos en cuestión porque no había
manera de verificar si ios interesados se encontraban al día respecto a sus acreencias
con las entidades estatales. Este acierto (sic) se prueba además por el hecho de que sólo
el primero de diciembre de 2004, por medio de la Carta Circular No. 058, la Contaduría
General de la Nación reguló lo relativo al cobro de los derechos ahora si regulados el
parágrafo 3° del Art. 4° de la Ley-716 de 2004, modificado por el Art. 2° de la Ley 901 de
2004.

Resulta claro que en el presente proceso se demandó una disposición jurídica derogada
que no produjo ningún efecto y, por lo tanto, a la luz de la jurisprudencia constitucional,
no es procedente un examen de constitucionalidad de la misma y procedería por lo tanto
una sentencia inhibitoria.

Empero, queda por dilucidar una cuestión adicional; ¿Debe abocar esta Corporación el
estudio de la constitucionalidad de la disposición actualmente vigente, en vista de que
esta reproduce el contenido normativo de la disposición demandada? Es decir, en vista
que la disposición actualmente vigente -el Art. cuarto parágrafo tercero de la Ley 716
de 2001 modificado por el Art. segundo de la Ley 901 de 2004- y la disposición
demandada -el parágrafo del Art. 66 de la Ley 863 de 2003- tienen un contenido
normativo idéntico. ¿Sería procedente que la Corte examine la constitucionalidad de la
primera a pesar de que esta disposición no fue expresamente acusada? Inicialmente,
algunos principios que rigen la administración de justicia como la economía procesal,
la celeridad, la prevalencia del derecho sustancial y el carácter público de la acción
impetrada llevarían a pensar que se Impone una respuesta positiva al interrogante
antes planteado. Sin embargo, el carácter rogado del control de constitucionalidad de
las leyes implica precisamente que al demandante le corresponde señalar expresamente
la disposición acusada y la Corte no puede extender oficiosamente su análisis a otros
enunciados normativos a menos que sea preciso integrar la unidad normativa, lo que
no sucede en el presente evento.

Cabe precisar además que en esta oportunidad no es aplicable el precedente sentado en
la sentencia C-220 de 1996, porque en esa oportunidad se limitó la posibilidad de que la
Corte abocara el examen de disposiciones que habían sido derogadas pero habían sido
reproducidas en un texto normativo posterior al evento que se tratara de "normas que
regían antes de ser incorporadas a un estatuto o código".

Además, reiteradamente ha señalado esta Corporación que uno de los presupuestos del
control es que la vigencia de la disposición acusada y su existencia en el ordenamiento
jurídico, lo que claramente no sucede en el presente caso."

Sentencia C-153 de! 22 de febrero de 2005 - Expediente D-5383. La Corte revisó la
constitucionalidad de este artículo. En el fallo, la Corporación se declaró inhibida para
emitir pronunciamiento de fondo en relación con la acusación formulada en contra de las
expresiones contenidas en el segundo inciso del parágrafo del Art. 66 de la ley 863 de
2003, por carencia actual de objeto. Sobre el particular argumentó:

"Del anterior recuento se desprende que efectivamente asiste razón al señor Procurador
en cuanto a la ausencia actual de efectos jurídicos de las disposiciones acusadas contenidas
en el inciso segundo del parágrafo del Art. 66 de la Ley 863 de 2003, por cuanto estas
deben entenderse subrogadas por las disposiciones contenidas en el parágrafo 3 del
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artículo 4° de la Ley 716 de 2001 tal como quedó modificado por el artículo 2° de la Ley
901 de 2004 que son las que actualmente se encuentran vigentes.

Ahora bien, como esta Corporación lo ha señalado de manera reiterada, no procede
efectuar un pronunciamiento de fondo sobre la exequibilidad de disposiciones que no
sean susceptibles de seguir produciendo efectos jurídicos. Esto ocurre no solo cuando la
norma ha sido derogada por otra posterior, sino también cuando se trata de una disposiaon
cuyo contenido normativo se ha agotado, por haber sido realizados los q^e
ella contenía o por haber esta perdido su vigencia. En tales eventos, la Corte debe
inhibirse de pronunciarse de fondo pues la decisión carecería de objeto.

En el presente caso es claro para la Corte que, como atrás se señaló, las disposiciones
•ue actualmente regulan el Boletín de Deudores Morosos del Estado están contenidas en
el parágrafo 3del artículo 4° de la Ley 716 de 2001 tal como quedo modificado por elartículo 2° de la Ley 901 de 2004, que subrogó las disposiciones que en el mismo|ert d
se contenían en el parágrafo del articulo 66 de la Ley ^003 las
consecuencia actualmente no se encuentran produciendo efectos jurídicos.

Así las cosas/ efectuado el análisis sobre la vigencia de las disposiciones acusadas ha de
«nduiíse como corresponde a esta etapa procesal, que P®"-
produciendo efectos jurídicos, no procede efectuar un pronunaamiento de fondo
relación con la acusación formulada contra ellas, por carencia actual de objeto.

Asimismo, cabe precisar que, como igualmente lo señala el señor Procurador, no procede
que La Corte se pronuncié en relación con ias disposiciones contenidas en el Art. 2 de la
Ley 901de 2004 con las que se modificó el parágrafo 3del Art 4 de la 716 de 2001
yse le dio el contenido normativo que se encuentra actualmente vigente,pues en relación
con ellas el actor no ha formulado una demanda de constitucionalidad.

Sentencia C-335 de 2005 del 4de abril de 2005. Expediente D-5418. La Corte Constitucional
resolvió la demanda de¡nconstitudonalidadformulada contra el ®
En el fallo, la Corporación se declaró Inhibida para emitir pronunciamiento de.fondo por
haber operado el fenómeno de la sustracción de materia, señalando.

"Las razones esgrimidas por la Corte en la sentencia ampliamente citada son suficientes
para proferir, en ei presente caso, una .decisión Inhibitoria por su^raccioode materia
efecto, la norma parcialmente demandada fue derogada por el Art. 2de la Ley 901
2004.'

Adicionalmente, dicha norma no se encuentra produciendo efectos jurídicos, Pue® e'
primer Boletín de Deudores Morosos del Estado fue P®^°f P de
2004 baio la vigencia de la nueva disposición, la que entro a reg í >
"K Erconsecuenda, todos los efectos de tal publicación se originan en el crtado
Art 2de la Ley 901 yno en el parágrafo demandado del Art. 66. Finalmente, la Corteno tLe coStencia para conocer de la constitucionalidad de la nueva disposiciónmcluL si como en erpresente caso,- tiene un texto muy similar al de la norma
demandada Como se mencionó en la Sentencia transcrita, la Corte no puede extender
de oficio el control de constitucionalidad aenunciados normativos no demandados amenos que eío sea necesario para integrar la unidad normativa, lo que no sucede en
el presente caso."
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2.1.3 Ley 901 del 26 de julio de 2004

Pormedio de lacualse prorroga la vigencia de laLey 716de 2001, prorrogada y modifícada
por la Ley 863 de 2003 y se modifícan algunas de sus disposiciones.

Art. 1°. Prorrogúese hasta el 31 de diciembre de 2005, la vigencia de los artículos 1°,
2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11 y 17 de la Ley 716 de 2001.

NOTA. Este artículo fue modificado por el artículo 79 de la Ley 998 de 2005, el cual fue
declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-457 de 2006
por violación del principio de unidad de materia consagrado en el artículo 158 de la
Constitución Política.

PARÁGRAFO. La Procuraduría General de la Nación y demás autoridades disciplinarias
realizarán, en el marco de lo dispuesto por la Ley 734 de 2001, las correspondientes
investigaciones en contra de los representantes legales y miembros del máximo órgano
colegiado dirección, donde aplique, por no haber adelantado el proceso de saneamiento
contable de las entidades y organismos públicos bajo su dirección en la vigencia inicial
de la ley, con base en los informes remitidos por la Contaduría General de la Nación, la
Contraloría General de la República o por la autoridad fiscal correspondiente.

Art. 2°. Modifiqúese y adiciónese alartículo 4° de la Ley 716de 2001, el cual quedará así:

Art. 4®. Depuración de saldos contables. Las entidades públicas llevarán a cabo las
gestiones necesarias que permitan depurar los valores contables que resulten de la
actuación anterior, cuando corresponda a alguna de las siguientes condiciones:

a) Valores que afecten la situación patrimonial y no representen derechos, bienes u
obligaciones ciertos para la entidad;

b) Derechos uobligaciones que, no obstante suexistencia, no es posible realizar mediante
la jurisdicción coactiva;

c) Derechos u obligaciones respecto de los cuales no es posible ejercer su cobro o pago,
por cuanto opera alguna causal relacionada con su extinción, según sea el caso;

d) Derechos u obligaciones que carecen de documentos soporte idóneos a través de ios
cuaies se puedan adelantar los procedimientos pertinentes para obtener su cobro o
pago;

e) Cuando no haya sido legalmente posible imputarle a alguna persona el valor por la
pérdida de los bienes o derechos;

f) Cuando evaluada y establecida la relación costo/beneficio resulte más oneroso
adelantar el proceso de que se trate;

g) Los inmuebles que carecen de título de propiedad idóneo y respecto de los cuales
sea necesario llevar a cabo el proceso de titulación para incorporar o eliminar de la
información contable, según corresponda.

Saneamiento CkDntable

PARÁGRAFO 1°. Para efectos del cumplimiento de lo dispuesto en esta ley, las entidades
A' la rpalizaclón del proceso de depuración contable con contadores públicos,

STs"de"Sor"'™ q- tengan facultad de contaduría pública
debidamente reconocida por el Gobierno Nacional.

PARÁGRAFO 2°. Los derechos yobligaciones de que trata el presente articulo, ycuya
cuantía sea Igual oinferior acinco (5) salarlos mínimos legales mensuales vigentes, soloíequetírfn pSa sumaria para que sean depurados de los registros contables de las
entidades públicas.

darAgrafo 3° Las entidades estatales para relacionar las acreencias a su favor
penSde pago deberán permanentemente, en forma semestral, elaborar un boletm
drdaidorermorosos, cuando el valor de las acreencias supere un P ^e sei= ®
meses yuna cuantía mayor acinco (5) salarlos mínimos legales vigentes. Este boletín
deberá contener la Identificación plena del deudor moroso, bien sea persona n^ural oÍrSca, ?a Identificación ymonto del acto generador de la obligación, su fecha de
vencimiento y el término de extinción de la misma.

Las personas que aparezcan relacionadas en este boletín no podrán f
rnn Pi Fqfado OÍ tomar Doseslón de cargos públicos, hasta tanto demuestren la
cancelación de'la totalidad de las obligaciones contraidas oacrediten la vigencia de un
acuerdo de pago.

El boletín será remitido al Contador General de la Nación durante primeros diez (10)

de deirefmoroTos del Estado, los días 30 de julioy30 de enero del ano correspondiente.
La contaduría General de la Nación expediré los certificados de queparágrafo acualquier persona natural ojurídica que °^^^/''VLntT(3%) del

con el erario o haber suscrito acuerdos de pago vigentes,

dijo la Corte:

la Corte ios declarará inexequibies.
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Art. B°. Modifiqúese y adiciónese el Art. 5° de la Ley 716 de 2001, el cual
quedará así:

Art. 5°. Competencia y responsabilidad administrativa. La responsabilidad sobre
la depuración de los valores contables estará a cargo del Jefe o Director de la entidad;

-tratándose de entidades del sector central de conformidad con la reglamentación que
para el efecto expida el Gobierno Nacional. En los organismos descentralizados de los
distintos órdenes la competencia recaerá sobre el máximo organismo colegiado de
dirección, llámese consejo directivo, junta directiva, consejo superior o quienes hagan
sus veces y por el director, el gerente o el presidente, según se denomine.

PARÁGRAFO 1®. Los Jefes o Directores de entidades y los comités, juntas o consejos
directivos deberán informar detalladamente anualmente sobre la depuración al Congreso
de la República, asambleas departamentales y concejos municipales y distritales sobre el
resultado de la gestión realizada para el cumplimiento de la presente ley, cuando se
deriven- de actuaciones en el sector nacional, departamental, distrital y municipal
respectivamente.

PARÁGRAFO 2®. Los servidores públicos competentes serán responsables administrativa
y disciplinariamente en ei evento de.que la entidad pública que representan no haya
utilizado, o haya utilizado indebidamente, las facultades otorgadas por la presente ley
para sanear la información contable pública y revelar en forma fidedigna su realidad
económica y financiera.

Art. 9®. Modifiqúese y adiciónese el Art. 8*
quedará así:

de la Ley 716 de 2001, el cual

Art. 8®. Vigilancia y control. Lasoficinas y Jefes de Control Interno, Auditores o quien
haga sus veces de conformidad con lo establecido en los Arts. 2°, 3° y 12, de la Ley 87
de 1993, deberán evaluar en forma separada, independiente y objetiva el cumplimiento
de la presente ley, informando a la máxima autoridad rampetente delorganismo o entidad
sobre las deficiencias o irregularidades encontradas;

Los órganos de control fiscal, en el ámbito de su jurisdicción, revisarán y evaluarán la
gestión, los estudios, documentos y resultados que amparan las acciones y decisiones
de iasentidades públicas en aplicación de lapresente ley, para lo cual realizarán auditorías
de carácter especial.

Art. 10°. Para garantizarel recaudo de losderechos generados por la expedición de los
certificados reladóhados con el boletín de los deudores morosos establecidos en esta
ley, la Dirección General del Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público
asignará un código de identificación rentística en la estructura de la unidad presupuestal
correspondiente a la Unidad Administrativa Especial, UAE, Contaduría General de la Nación.

Art. 11°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de ia fecha de su
publicación, su vigencia será hasta ei treinta y uno (31) de diciembre de dos mil cinco
(2005), con excepción del parágrafo 3° del Art. 4® y elArt. 17 de la Ley 716 de 2001 y los
Arts. 10 y 11 de la presente ley y deroga las demás normas que le sean contrarias.

íPKÍ
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2.2.1 Decreto 1282 del 19 de junio de 2002

Por el cual se reglamenta la ley 716 de 2001, sobre el saneamiento contable
en el sector público yse dictan disposiciones en materia tributaría y otras
disposiciones.

Art 1° Información contable depurada. Las entidades y organismos
del sector público deberán establecer la existencia real de bienes, derechos
vobligaciones que afecten su patrimonio público con corte a31 de
de 2000 depurando y castigando los valores que presenten un estado de
cobranza opago incierto afin de buscar su eliminación oincorporación en ia
respectiva contabilidad.

Art. 2° Campo de aplicación. Comprende los organismos que conforman
ias distintas ramas del poder público en el nivel nacional; las entidades de
control, organismos eiectorales, entidades yorganismos estatales sujetos
a régimen especial, entidades descentralizadas territonalmente o por
servicios ycualquier otra entidad que maneje oadministre recursos públicos
ysolo en lo relacionado con estos, siempre ycuando hagan parte del balance
general dei sector público.

Art. 3° Actuación administrativa. Los representantes^ legales de las
entidades y organismos públicos obligados al saneamiento contable
establecerán las políticas yprocedimientos necesarios para garantizar que se
identifiquen, clasifiquen y determinen, previo estudio sustentado, ias
respectivas partidas contables que deberán ser sometidas a consideración
de la instancia correspondiente para su castigo o depuración.

Art 4° Monto de los valores contables objeto de depuración. De
conformidad con ei Art. 4° de ia Ley 716 de 2001, las entidades yorganisrnos
obligados al saneamiento contable, podrán depurar de los registros contables,
derechos yobligaciones de la entidad, con base solo en la prueba sumaria de
su existencia, cuando su monto no supere los cinco (5) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

En ias entidades descentralizadas por sen/icios, ei máximo organismo colegiado
de dirección,de acuerdo con sus estatutos internos, determinara los montos
objeto de depuración, cuando la cuantía sea superior a cinco (5) salarios
mínimos legales mensuales vigentes, teniendo en cuenta la naturaleza de las
operaciones, la importancia relativa en su estructura financiera ydemás
factores técnicamente establecidos.

En las demás entidades y organismos públicos ios montos objeto de
depuración, cuando la cuantía sea superior acinco (5) salarios mínimos legales
mensuales.
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vigentes, serán establecidos por el jefe o director correspondiente, mediante acto
administrativo, según recomendación que para tal efecto realice elcomité técnico previsto en
el presente decreto y teniendo en cuenta la naturaleza de las operaciones y la importancia
que las obligaciones o derechos tengan en la estructura financiera de la entidad.

PARÁGRAFO. En el caso de lafúnción recaudadora asignada a la Dirección de Impuestos
yAduanas Nacionales ya las secretarías de hacienda osus equivalentes en los municipios,
los valores depurados se descargarán tanto de lacontabilidad como de lacuenta corriente
de los contribuyentes.

El monto objeto de depuración incluirá, además de la obligación principal, las sanciones,
intereses y actualizaciones a que hubiere lugar, sin perjuicio de la aplicación del Art. 820
del estatuto tributario en lo relacionado con la función recaudadora de la Dirección de
Impuestos y Aduanas Nacionales.

Art. 5°. Competencia y responsabilidad. De conformidad con el Art. 5° de la Ley
716 de 2001,en las entidades y organismos públicos que no pertenecen al sectorcentral
nacional y territorial, es decir, la organización electoral, los organismos de control, la
rama judicial, el Congreso de la República y demás entes públicos de carácter especial,
la responsabilidad y competencia sobre la depuración de los valores contables recae en
el jefe, director o funcionario del máximo nivel directivo.

En las entidades y organismos descentralizados por servicios de los órdenes nacional y
territorial, la competencia será del máximo organismo colegiado de dirección, llámese
consejo directivo, junta directiva o quien haga sus veces y el gerente o presidente,
según se denomine.

En las entidades del sector central de los órdenes nacional y territorial, descritas en los
Arts. 38 y 39 de la Ley 489 de 1998, la responsabilidad recaerá en el ministro, jefe de

"departamento administrativo, superintendente, gobernador, alcalde, director o funcionario
del máximo nivel directivo.

Art. 6°. Creación de comités técnicos. Las entidades u organismos obligados al
saneamiento contable, en ejercicio de su autonomía administrativa, que no pertenecen
al sector central nacional y territorial, así como las entidades del sector central del orden
nacional y territorial, descritas en los Arts. 38 y 39 de la Ley 489 de 1998, deberán
conformar comités técnicos de saneamiento contable, integrados por el secretario general
o su delegado, el jefe del área financiera, el contador jefe de contabilidad, el secretario
de hacienda o tesorero en el ámbito territorial y los demás servidores públicos que en
razón de sus funciones deban incorporarse.

En el caso de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y atendiendo su función
recaudadora se creará un comité técnico especial de saneamiento contable integrado en
el nivel central por el secretario general o su delegado, eí subdirector de recaudación, el
subdirector de cobranzas, el jefe de contabilidad; y en el nivel regional por el director
regional, el administrador especial, ei administrador de impuestos local, el jefe de división
de recaudación y el jefe de cobranzas.

PARÁGRAFO. Cuando los entes públicos mencionados en el presente artículo tengan
establecidas sucursales, oficinas regionales, agencias u otras dependencias, podrán, de

A
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acuerdo con su estructura administrativa, conformar un comité técnico de saneamiento
contable en cada sucursal, oficina, agencia odependencia regional,
por el director regional osu delegado, el jefe del area financiera, el jefe del area objeto
de depuración yel contador ojefe de contabilidad oquienes hagan sus veces.

Art. 7°. Funciones de los comités técnicos. El comité técnico a que se refiere el
artículo anterior tendrá las siguientes funciones:

a)

b)

Asesorar al jefe odirector de entidad omáximo organismo colegiado de dirección,
según corresponda, en la determinación de las políticas, montos objeto de depuracio5procedimientos que sobre saneamiento contable deben cumplir las entidades;
Estudiar yevaluar los informes que presenten las áreas competentes el proceso
de saneamiento contable yrecomendar la depuración de los valores contables aque
haya lugar proponiendo su descargue oincorporación en los estados financieros de
las entidades públicas, según sea el caso;

c) Derogado por el Art. 9, Decreto 1914 de 2003.

d) Realizar seguimiento con lo dispuesto en la Ley 716 de 2001 yen las normas que lo
reglamenten, modifiquen o sustituyan;

e)

f)

Dictar su propio reglamento;

Las demás que le sean asignadas por el jefe de la entidad uorganismo, según la
naturaleza de sus funciones.

Art. 8°. Procedimientos contabies. De conformidad con el Art. 7° de la Ley 716 de
2001 el Contador General de la Nación incorporará ymodificara, en el marco del Plan
General de Contabilidad Pública, PGCP, los procedimientos contables que se requieran
para el debido registro de la depuración contable que realicen los distintos entes publico .
Art. 9°. Documentación dei proceso de saneamiento contabie. Las a^uac ones
administrativas que se adelanten para el saneamiento contable deberán quedar
adecuadamente soportadas en estudios técnicos necesarios para sustentar la depuración
SarárpaS las actas de aprobación suscritas por los jefes de los organismos o
los integrantes del máximo organismo colegiado, según corresponda.

Dentro de las actas que aprueben las depuraciones se dejará constancia expresa de que
el procedimiento para eliminación oIncorporación de derechos uobligaciones que se
efectúen a la contabilidad, se ajusta con lo dispuesto en la Ley 716 de 2001.

Los documentos señalados anteriormente quedarán adisposición de ios organismos de
control para lo de su competencia.

Art 10. Ajuste avaiores reaies. Las entidades públicas de que trata el Art. 2 de la
Ley'716 de 2001 podrán ajustar los saldos de las cuentas de los estados financieros alos
valores que se establezcan en el proceso de depuración contable. Dicho ajuste se sopofer
con las respectivas actas que se elaboren yaprueben por los comités técnicos de
saneamiento ycon un informe técnico final, suscrito por sus integrantes, en el cual se
presenten los resultadas del proceso.
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El ajuste final de las partidas se hará por la diferencia entre los valores contables y los que
resulten del proceso de depuración, de manera que en los estados financieros se revele en
forma fidedigna la realidad económica, financiera y patrimonial de las entidades públicas.

Cuando exista proceso de liquidación podrán ajustarse las cifras de los estados financieros
con base en el informe final de dicha liquidación, el cual sustituirá las respectivas actas.
El mismo procedimiento se aplicará para aquellas entidades que hayan sido fusionadas.

2.2.2 Decreto 1914 del 10 de julio de 2003

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 716 del 24 de diciembre de 2001 sobre el
saneamiento contable en el sector público y se dictan otras disposiciones.

Art. 1°. Información contable depurada. Toda la información que forma parte de
los estados contables hasta la fecha de vigencia de la Ley 716 del 24 de diciembre de
2001 será objeto de depuración.

Los procedimientos requeridos se aplicarán con el propósito de lograr una información
razonable, y los registros contables derivados no tendrán efectos fiscales de conformidad
con la reglamentación que expida el Contador General de la Nación.

Art. 2^. Procedimientos aplicables. En desarrollo de los procedimientos relacionados
con el saneamiento de la información contable, se aplicarán las normas de auditoría que
sean necesarias, para obtener una información contable que refleje razonablemente la
situación financiera, económica y patrimonial de los entes públicos.

PARÁGRAFO. Para los efectos del proceso relacionado con el saneamiento de la
información contable, se entenderá por normas de auditoría las reglas relacionadas con
el empleo del buen juicio del contador público en la ejecución del examen a los estados
contables y en su respectivo informe sobre la razonabilidad de la información; para ello
se deberán aplicar, entre otras, las técnicas del análisis, confirmación, inspección,
observación, interrogación, de conformidad con el Art. 7° de [a Ley 43 de 1990.

ART. 3®. PAPELES DETRABAJO. El proceso de saneamiento de la información contable
estará soportado en papeles de trabajo que técnicamente evidencien las actividades
llevadas a cabo; para dichos efectos se entiende como tales los que se relacionen con los
programas de auditoría, las confirmaciones, circularizaciones, cuestionarios, actas de
aprobación de la depuración, facturas de venta, facturas de compra, facturación de
rentas, títulos valores, escrituras públicas, relaciones de toma física de inventarios,
comprobantes de pago o egresos, comprobantes de ingreso, extractos bancarios,
conciliaciones bancadas, informes de procedimientos aplicados o estudios realizados,
comprobantes de ajuste, entre otros.

Con ello se procura que la información contable obtenida sea susceptible de
comprobaciones y conciliaciones exhaustivas o aleatorias, internas o externas, que
acrediten y confirmen su procedencia y magnitud, observando siempre la aplicación
estricta de las normas existentes para el registro de los hechos o actividades que forman
parte del proceso de saneamiento de la información contable.

¡i
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Art 4® Inspección del saneamiento contable. La Contaduría General de la Nación,
en éiercicio de sus funciones, llevará acabo las labores de inspección que sean necesarias
Vle permitan determinar el cumplimiento de las disposiciones relacionadas con el proceso
de saneamiento contable y, en consecuencia, que los entes públicos suministran
información contable que refleja la realidad económica, financiera y patrimonial. En
cumplimiento de dichas labores también podrá solicitar información relativa al proceso
de saneamiento contable de cualquier entidad pública.

Art 5° Reporte de información. De acuerdo con ia reglamentación que expida el
Contador General de la Nación, las entidades públicas informarán de los avances logrados
en desarrollo del proceso de saneamiento de la información contable, teniendo en cuenta
que el término máximo para realizar dicho proceso no podrá ser superior al señalado en
la Ley 716 del 24 de diciembre .de 2001.

Art 6®. Contratación del proceso de saneamiento. La contratación de la realizadón
del proceso de saneamiento de la información contable no exime de responsabihdad
alguna a la entidad contratante, frente a los organismos de control ya la Contaduría
General de la Nación, ante un eventual incumplirniento del contratista, oalguna limitación
al alcance del trabajo admitida por el ente público.

Art 7®. Control interno contable. El representante legal y el máximo organisnio
colegiado de dirección, según sea la entidad pública que se trate, serán responsables de
adelantar las gestiones necesarias que conduzcan a garantizar la sostenibilidad y
permanencia de un sistema contable que produzca información razonable yoportuna.

Los jefes de control interno, auditores oquienes hagan sus veces, en el r:onte)do de lo
establecido por la Ley 87 de 1993, tendrán la responsabilidad de evaluar
cuatrimestralmente, según lo dispuesto por el Contador General, la implementacion del
control interno contable necesario para mantener la calidad de la información financiera,
económica y social del ente público, que haga sostenible el proceso de saneamiento
contable efectuado.

Art. 8°. Apoyo de la Contaduría General de la Nación. La Contaduría General de la
Nación apoyará el proceso de saneamiento de la información contable con actividadesdeTapacSión yasistencia técnica, sin que ello le obligue aformar parte del com|̂ ^e
técnico de saneamiento, ni le genere responsabilidad alguna por el incumplimiento de
las entidades respecto del saneamiento contable a que se encuentran obligadas.

Art. 9°. Vigencia yderogatorias. Este decreto rige apartir de la fecha de su publicación,
deroga los Arts. 12,13,14 y15 yliteral c) del Art. 7° del Decreto 1282 del 19 de jumo de
2002 y las demás normas que le sean contrarias.
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2.2.3 Decreto 1915 del 10 de julio de 2003

Por el cual se reglamenta el Art. 11 de la Ley 716 de 2001 y el inc. 2^ del Art. 840 del
Estatuto Tributario en relación con los bienes recibidos por la DIAN a título de dación en
pago, dentro de losprocesos concúrsales y de liquidación forzosa administrativa de las
Instituciones fínancleras vigiladas por la Superintendencia Bancada.

2.2.4 Decreto 3361 del 14 de octubre de 2004

Por el cual se reglamenta el parágrafo 3° del Art. 4° de la Ley 716 de 2001, prorrogada
y modificada por el Art. 2° de la Ley 901 de 2004.

Art. 1°. Del Boletín de Deudores Morosos del Estado. Las entidades estatales
deberán elaborar un Boletín de Deudores Morosos en forma semestral, para relacionar
las acreencias a su favor pendientes de pago que superen un plazo de seis (6) meses
contados a partir de la fecha de vencimiento de la obligación y una cuantía mayor a cinco
(5) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Art. 2°. Ámbito de aplicación del Boletín de Deudores Morosos del Estado.
Las entidades y organismos estatalesque reportan información contable a la Contaduría
General de la Nación, incluidas las que se encuentran en proceso de supresión o
disolución con fines de liquidación, están obligadas a reportar el Boletín de Deudores
Morosos a la Contaduría General de la Nación, de conformidad con los plazos y
formalidades establecidos en la ley. Asimismo, están obligadas a reportar las entidades,
las empresas y organismos en los cuales la participación patrimonial del Estado sea
igual o'superior al cincuenta por ciento (50%), independiente de su nivel, categoría,
denominación o naturaleza jurídica.

Art. 3°. Actualización del reporte. Para efectos del retiro del Boletín de Deudores
Morosos las entidades yorganismos a quehace referencia elartículo anterior, actualizarán
el reporte y comunicarán a la Contaduría General de la Nación, de manera inmediata al
momento en queeldeudor demuestre lacancelación de laobligación o acredite, conforme
a las disposiciones legales vigentes, la suscripción de un acuerdo de pago para que a su
vez la Contaduría General de la Nación proceda a actualizar el Boletín de Deudores
Morosos del Estado, de manera inmediata.

Saneamiento Contable

2.3 CIRCULARES

2.3.1 Circular externa 059 del 22 de octubre de 2004

REPRESENTANTES LEGALES, JEFES DE ÁREAS FINANCIERAS, JEFES DE
SnTROL iS JEFES DE CONTABILIDAD, YCONTADORES DE LOS
ENTES PÚBLICOS DE LOS NIVELES NACIONAL YTERRITORIAL DE LOS
SECTORES CENTRAL Y DESCENTRALIZADO.

REFERENCIA: Procedimientos que deben ser aplicados en el proceso de
envío de información a la Contaduría General de la
consolidada ypublicada en el Boletín de Deudores Morosos del Estedo (BDME)
de acuerdo con el parágrafo 3° del Art. 4° de la Ley 716 modificado por la
Ley 901 de 2004 y el Decreto 3361 de 2004.

2.3.2 Circular externa 064 del 27 de julio de 2006

REPRESENTANTES LEGALES, JEFES DE ÁREAS FINANCIERAS, JEFES DE
CONTROL INTERNO, JEFES DE CONTABILIDAD YCONTADORES DE LOS
ENTES PÚBLICOS DE LOS NIVELES NACIONAL YTERRITORIAL DE LOS
SECTORES CENTRAL YDESCENTRALIZADO.

REFERENCIA: Instrucciones para la reclasificación yajustes de los saldos
de las cuentas creadas para el proceso de saneamiento contable, comoconsecuencia del fallo proferido por la ^orte Constituc^nal niediantM
sentencia C-457 de 2006, declarando Inexequible el Art. 79 de la Ley 998 de
2005 que prorrogaba la vigencia de la Ley 716 de 2001.

1. ASPECTOS CONCEPTUALES

El Contador General de la Nación, en cumplimiento de sus funciones legales
yen particular las establecidas en los literales b) yc) del Art. 3de 'a
de 1996, ycomo consecuencia del fallo proferido por la Corte
mediante la sentencia C-457 de 2006, declarando inexequib^ el Art. 79 de la
Lev 998 de 2005 que prorrogaba la vigencia de la Ley 716 de 2001, se
permite ordenar el cumplimiento de las disposiciones que enseguida se
relacionan, para que los entes públicos ajusten yredasifiquen los saldos que
a la fecha de la sentencia de la Corte Constitucional estaban registrados en
las cuentas definidas en la Circular Externa 056 de 20CH,
utilizadas en el proceso de saneamiento contable, con el fin de que a partir
de la fecha adelanten las gestiones administrativas necesarias para la
depuración permanente de la información contable, en procura garan^
que los saldos de las cuentas que se presenten en los diferentes informes
revelen en todo momento la realidad financiera, económica, social yambiental
del ente público que se trate.
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El cumplimiento de las disposiciones contables que se definen en la presente Circular
Externa, no sustituye las acciones disciplinarias que se deriven, como consecuencia de la
acción irregular u omisión de los deberes y responsabilidades de los servidores públicos,
por el incumplimiento del proceso de saneamiento contable ordenada mediante la Ley
716 de 2001.

A continuación se definen los conceptos que se aplican en desarrollo del proceso de
depuración contable, los cuales deben interpretarse en elcontexto de la presente circular
externa.

1.1. Gestiónadministrativa. Acciones de la administración del entepúblico que están
dirigidas a desarrollar el proceso de depuración contable, y le permitan al ente
público disponer de información confiable y oportuna para la toma de decisiones y
control de los recursos públicos.

1.2. Depuración contable. Conjunto de actividades permanentes que lleva a cabo el
ente público, tendientes a determinar la existencia real de bienes, derechos y
obligaciones que afectan el patrimonio público. La depuración implica acopiar la
información y documentación suficiente y pertinente que sirva de soporte a los
saldos y registros realizados con ocasión del proceso.

1.3. Modelo Estándar de Procedimientos para la Sostenibilldad del Sistema
de Contabilidad Públic, MEPSSCP. Según lo definido en la Resolución 119 de
2006 expedida por el Contador General de la Nación, el Modelo Estándar de
Procedimientos para la Sostenibilidad del Sistema de Contabilidad Pública comprende
las actividades mínimas que deben realizar los responsables de la información
financiera, económica y social en los entes públicos, para garantizar la producción
de información razonable y oportuna.

1.4. Control Interno Contable. Proceso qué; bajo la responsabilidad del representante
legal o máximo directivo de la entidad pública, asícomo de los directivos de primer
nivel responsa bles de las áreas financiera y contable, y en aplicación del Modelo
Estándar de Control Interno, MECI, se lleva a cabo en los entes públicos, con el fin
de lograr la existencia y efectividad de mecanismos de control y verificación de las
actividades propias del proceso contable, que permitan garantizar que la información
financiera, económica, social y ambiental cumpla con las normas sustanciales,
técnicas y procedimentales establecidas en el Régimen de Contabilidad Pública.

1.5. Proceso contable. En el conjunto ordenado de etapas que se concretan en el
reconocimiento y la revelación de las transacciones, los hechos y las operaciones
financieras, económicas, sociales y ambientales, que afectan la situación, la actividad
y la capacidad para prestar servicios o generar flujos de recursos de una entidad
contable pública en particular. Para ello, el proceso contable captura datos de la
realidad económica y jurídica de las entidades contables públicas, los analiza
metodológicamente, realiza procesos de medición de lasmagnitudes de iosrecursos
de que tratan los datos, los incorpora en su estructura de clasificación cronológica
y conceptual, ios representa por medio de instrumentos como la partida doble y la
base del devengo o causación en su estructura de libros, y luego los agrega y
sintetiza convirtiéndolos en informes contables que son útiles para el control y la
toma de decisiones sobre los recursos, por parte de diversos usuarios.

Saneamiento Contable

2. ÁMBITO DE APLICACIÓN

Los procedimientos contenidos en la presente circular externa deben ser aplicados por
los entes públicos incluidos en el ámbito de apiicacióri del Régimen de Contabilidad
Pública, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución 222 de 2006 y en las demás
normas que la modifiquen, la sustituyan o la adicionen.

3. PROCEDIMIENTOS CONTABLES

Las entidades públicas deberán aplicar los siguientes procedimientos para cada una de
las cuentas que fueron utilizadas en el proceso de saneamiento contable.

4. PROCESO PERMANENTE DE DEPURACIÓN CONTABLE

Las entidades públicas que están incluidas en el ámbito de aplicación del Régimen de
Contabilidad Pública quedan obligadas a desarrollar, en forma permanente, las actividades
necesarias que le permitan determinar la existencia real de bienes, derechos yobligaciones
que afectan el patrimonio público, con base en los saldos de dudosa razonabilidad que
sean identificados, los cuales deben ser objeto de reclasificación oajuste, según corresponda.
Adicionalmente, las entidades públicas están obligadas aaplicar lo dispuesto en la Resolución
119 de 2006, expedida por el Contador General de la Nación, con el propósito de garantizar
la sostenibilidad ypermanencia de un sistema contable que produzca información razonable
yoportuna, de tal manera que sirva como instrumento para que los diferentes usuarios
fundamenten sus decisiones relacionadas con el control y optimización de los recursos
públicos, en procura de una gestión pública eficiente y transparente.

De igual manera, las entidades deben implementar el Modelo de Control Interno Contable
que,con base en el Modelo Estándar de Control Interno, MECI, 1000:2005 yel Manual de
Implementación, expida el Contador General de la Nación con el propósito de establecer
las actividades de control estratégico, de gestión y de evaluación que sean necesarias
para lograr información confiable.

5. INFORME DEFINITIVO DE SANEAMIENTO CONTABLE

Las entidades públicas deben presentar a la Contaduría General de la Nación, con corte
al 30 de septiembre de 2006, un informe definitivo sobre el proceso de saneamiento
contable que se adelantó en cumplimiento de la Ley 716 de 2001, de conformidad con
las instrucciones que para el efecto señala el Contador General de la Nación, en el
Instructivo 021 del 27 de julio de 2006.

6. VIGENCIA

La presente Circular Externa es de obligatorio cumplimiento a partir de su publicación en
el Diario Oficial, deroga las normas que le sean contrarias, ydeja sin vigencia la Circular
Externa 056 de 2004.

Edo. JAIRO ALBERTO CANO RABÓN
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2.4 CARTAS CIRCULARES
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2.4.1 Carta circular 64 del 11 de febrero de 2005

Señores:

REPRESENTANTES LEGALES, JEFES DE ÁREAS FINANCIERAS, DE CONTROL INTERNO,
DE CONTABILIDAD Y CONTADORES DE LOS ENTES PÚBLICOS DE LOS SECTORES
CENTRAL Y DESCENTRALIZADO DE LOS NIVELES NACIONAL Y TERRITORIAL.

REFERENCIA: Reporte de entidades públicas en el Boletín de Deudores Morosos del
Estado, BDME.

Apreciados Señores:

Como es de su conocimiento, el Art. 5° del Decreto 3361 de 2004 establece, respecto de
lasentidades públicas, que "previo al reporte de las acreencias a su favor pendientes de
pagoy en caso de que legalmente se puedan efectuar crucede cuentas (...), lasentidades
estatales llevarán a cabo las operaciones necesarias a efectos de cruzar las obligaciones
que recíprocamente tengan causadas. Para estos efectos se requerirá acuerdo previo entre
las partes. Las entidades que sean parte de! Presupuesto General de la Nación y sean
deudoras de ella, solo podrán ser reportadas cuando se demuestre que no adelantaron los
trámites administrativos y presupuéstales necesarios para el pago de sus acreencias".

Asu vez, el parágrafo del Art. 4° del mismo decreto, respecto a lasentidades en liquidación
expresa que "tratándose de entidades en proceso de supresión o disolución con fines de
liquidación, las acreencias en las cuales sea deudora, no podrán ser reportadas en el
Boletín de Deudores Morosos por cuanto el pago de las mismas está sujeto a las reglas
previstas en el Art. 32 del Decreto-ley 254 de 2000".

No obstante lo anterior, en el reporte de la información relacionada con el BDME que se
hizo durante ios diez primeros días del mes de diciembre de 2004 y que fuera consolidado
y publicado el 30 de enero del presente año en la página web de la Contaduría General
de la Nación, se ha encontrado que fueron reportadas entidades públicas de todos los
órdenes y niveles, y entidades en proceso de liquidación.

Es por lo anterior que me permito solicitarles se sirvan revisar el reporte efectuado, para
establecer si en ia información remitida se incluyeron entidades públicas sinque se cumpliera
con el proceso del cruce de cuentas, o sin que se hubieran cumplido los trámites
administrativos y presupuéstales necesarios para el pago; o si fueron reportadas entidades
en proceso de supresión o disolución confines de liquidación, para que de forma inmediata
se proceda a la actualización de la información reportada en diciembre, retirando la
información que corresponda a las situaciones previstas en el Art. 5° y en el parágrafo del
Art. 4° del decreto 3361 de 2004, atendiendo el procedimiento establecido en el numeral
5.5.3 de la Circular Externa 59 de 2004 expedida por el Contador General de la Nación.

Cordialmente,

Fdo. JAIRO ALBERTO CANO RABON

Saneamiento Contable

2.4.2 Carta circular 065 de! 25 de octubre de 2005

Señores:

REPRESENTANTES LEGALES, JEFES DE ÁREAS FINANCIEIS, DE CONTROL INTERNO,
DE CONTABILIDAD YCONTADORES DE LOS ENTES PÚBLICOS DE LOS SECTORES
CENTRAL YDESCENTRALIZADO DE LOS NIVELES NACIONAL YTERRITORIAL.

REFERENCIA: Reporte del Boletín de Deudores Morosos del Estado, BDME, yExpedición
del Certificado.

Apreciados Señores:

Este despacho se permite informar que, de conformidad con la decisión de la Corte
Constitucional, mediante ia sentencia C-1083 dei 24 de octubre de 2005
inexequibles los incisos 2° y4° del parágrafo tercero del Art. 2° de la Ley 901 de 2004.
Por io tanto, a partir de la fecha dejó de tener vigencia la Inhabilidad para contratar con
el Estado otomar posesión de cargos públicos, de las personas naturales ojundicas que
aparezcan reportadas en el Boletín de Deudores Morosos del Estado y, en tal sentido, no
se requiere presentar el Certificado del Boletín de Deudores Morosos del Estado ni
consignar los derechos del certificado, como tampoco presentar la declaración juramentada
de que tratan la Circular Externa 059 de 2004.

Sin embargo, los entes públicos seguirán realizando el reporte del BDME, en los términos
señalados en la Circular Externa 059 de 2004 yen las fechas establecidas en la Ley 901
de 2004.

Cordialmente,

Fdo. JAIRO ALBERTO CANO RABON

2.5 INSTRUCTIVO

2.5.1. Instructivo No. 21 del 27 de julio de 2006

REPRESENTANTES LEGALES, JEFES DE ÁREAS FINANCIERAS, DE CONTROL INTERNO,
Snis^ control, revisores fiscales, jefes de contabilidad,
CONTADORES YMIEMBROS DE LOS COMITÉS TÉCNICOS DE SANEAMIENTO CONTABLE
DE LOS ENTES PÚBLICOS DE LOS NIVELES NACIONAL YTERRITORIAL.

REFERENCIA: Procedimiento general para el diligenciamiento del formato denominado
IFSC-CGN- 0012006 de conformidad con la Ley 716 de 2001, prorrogada
y modificada por la Ley 901 de 2004.

En cumplimiento de sus funciones legales yen particular las establecidas en los '¡terales
a) del Art. 3° yq) del Art. 4° de la Ley 298 del 23 de julio de 1996, yel Decreto 143 de
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2004, este despacho se permite impartir las instrucciones para el dillgenciamiento del
formato denominado IFSC-CGN-0012006 relacionado con el informe final de saneamiento
contable.

1. ÁMBITO DE APLICACIÓN

El formato establecido en el presente instructivo deberá ser presentado por los entes
públicos incluidos en el ámbito de aplicación de la Resolución 222 de 2006, indistintamente
de la fecha en que hayan culminado el proceso de saneamiento contable, o el grado de
avance en el que se encontraban en la fecha en que terminó la vigencia de la Ley, de
acuerdo con la sentencia C-457 de 2006 de la Corte Constitucional.

2. PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN

Los entes públicos obligados a adelantar el proceso de saneamiento contable de
conformidad con la Ley 716 de 2001, prorrogada y modificada por la Ley 901 de 2004,
presentarán, de acuerdo con el formato IFSC-CGN-0012006 el cual forma parte del
presente instructivo, la información relacionada con el proceso que culminó el 6 de junio
de 2006 con la declaratoria de inexequibilidad del Art. 79 de la Ley 998 de 2005 que
prorrogaba su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2006.

El formato IFSC-CGN-0012006 será diligenciado y remitido a la Contaduría General de la
Nación exclusivamente a través de la página web, en el link definido en la página web
www.contaduria. gov.co, de acuerdo con las siguientes fechas:

FECHA DE CORTE FECHA DE PRESENTACIÓN

30 DE SEPTIEMBRE DE 2006 31 DE OCTUBRE DE 2006

3. DILIGENCIAMIENTO DEL FORMATO IFSC-CGN-0012006

4. CONSOLIDACIÓN DE INFORMACIÓN

Cuando los entes públicos referidos en el campo de aplicación de la Ley 716 de 2001,
hayan establecido Comités Técnicos de Saneamiento Contable en cada sucursal, oficina,
agencia o dependencia regional, de conformidad con el parágrafo del Art. 6 del Decreto
1282 de 2002, la oficina principal será la responsable de consolidar la informaciónde todas
sus sucursales, regionales o agencias, para reportarlo a la CGN como una sola entidad.

De conformidad con la Resolución 550 de 2005, las entidades y/o organismos sin
personería jurídica del orden nacional, que deban enviar su información para ser agregada
y/o consolidada a otra entidad del sector central o descentralizado, deberán remitírsela
en las fechas señaladas en el parágrafo 2° del Art. 3° de la mencionada resolución.

En el nivel territorial, tanto la administración central como las entidades del sector
descentralizado por servicios, serán los entes públicos que deberán reportar la información
a la Contaduría General de la Nación. En este sentido, los órganos de control, corporaciones
públicasy organismos públicos sin personería jurídica que prestan serviciosde educación,
salud y otros servicios públicos, deberán reportar la información sobre la culminación del

1

A

Saneamiento Contable

proceso de saneamiento contable a la administración central correspondiente para que
sea objeto de agregación y/o consolidación por parte de las gobernaciones yalcaldías,
según el caso, del departamento omunicipio al cual pertenecen, en las fechas señaladas
en el parágrafo 2° del Art. 3° de la Resolución 550 de 2005.

Las entidades consolidadoras o agregadoras de información deberán relacionar, en el
oficio remisorio, las unidades incorporadas ylas no incluidas en el informe que remiten a
la CGN.

5. DOCUMENTACIÓN DEL PROCESO

Las entidades públicas deberán conservar debidamente los documentos soportes que se
relacionan con todas las actuaciones administrativas que adelantaron para llevar a cabo
el proceso de saneamiento contable, de conformidad con los decretos 1282 de 2002 y
1914 de 2003.

6. VIGENCIAS Y DEROGATORIAS

El presente instructivo rige a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial, y
deroga el instructivo 017 de 2004.

Cordialmente,

Fdo. lAIRO ALBERTO CANO RABON

2.6 SENTENCIA CORTE CONSTITUCIONAL

2.6.1 Sentencia C-457 de 2006

Demanda de inconstitudonalidad contra el artículo 79 de la ley 998 de 2005, "por la cual
se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y la Ley de Apropiaciones
para la vigencia fiscal del 1de enero al 31 de diciembre de 2006"

La Sala Plena de la Corte Constitucional, en cumplimiento de sus atribuciones
constitucionales yde ios requisitos ytrámite establecidos por el Decreto 2067 de 1991,
ha proferido la siguiente.

A. NORMA DEMANDADA

Acontinuación se transcribe el texto de la norma demandada, publicada en el Diario
Oficial No. 46109 de 1 de diciembre de de 2005.

"Ley 998 de 2005

"Por la cual se decreta el Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y la Ley de
Apropiaciones para la vigencia físcal del 1de enero al 31 de diciembre de 2006
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Art. 79o. Modifiqúese los artículos 1y11 de la Ley 901 de 2004 los cuales quedarán así:

Ait. lo. Prorrogúese hasta el 31 de diciembre de 2006, ia vigencia de ios artícuios lo,
2o, 3o, 4o, 5o, 6o, 7o, 8o, 9o, 10, 11 y 17de ia iey 716 de 2001.

Art. 11. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de ia fecha de su
pubiicación, su vigencia será hasta ei treinta y uno (31) de diciembre de dos mil seis
(2006), con excepción del parágrafo 3o del artículo 4o y el artículo 17 de la Ley 716 de
2001 y los artículos 10 y 11 de la Ley 901 de 2004 y deroga las demás normas que le
sean contrarias/'

UI. DECISION.

Por io expuesto, la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre del puebio y
por mandato de la Constitución.

RESUELVE:

Declárese INEXEQUIBLE el artículo 79 de la iey 998 de 2005 por violación del principio
de unidad de materia consagrado en el artículo 158 de la Constitución Política.
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efecto la respectiva autoridad competente, otorgará poderes a funcionarios abogados
de cada entidad o podrá contratar apoderados especiales que sean abogados titulados.
(Este artículo fue reglamentado por el Decreto 2174 del 30de diciembre de 1992)

3.1-3 Ley 1066 del 29 de julio de 2006

Por la cual se dictan normas para la normalización de la cartera pública y se dictan otras
disposiciones.

Art. 1°. Gestión del recaudo de cartera pública. Conforme a los principios que
regulan laAdministración Pública contenidos en el Art. 209 de la Constitución Política, los
servidores públicos que tengan a su cargo el recaudo de obligaciones a favor del Tesoro
Público deberán realizar su gestión de manera ágil, eficaz, eficiente y oportuna, con el fin
de obtener liquidez para el Tesoro Público.

Art. 2°. Obligaciones de las entidades públicas que tengan cartera a su favor.
Cada una de las entidades públicas que de mañera permanente tengan a su cargo el
ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la prestación de servicios del
Estado y que dentro de estas tengan que recaudar rentas o caudales públicos del nivel
nacional o territorial deberán:

1. Establecer mediante normatividad de carácter general, por parte de la máxima
autoridad o representante legal de la entidad pública, el Reglamento Interno del
Recaudo de Cartera, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley, el cual deberá
incluir las condiciones relativas a la celebración de acuerdos de pago.

2. Incluir en sus respectivos presupuestos de ingresos el monto total del recaudo sin
deducción alguna.

3. Exigir para la realización de acuerdos de pago garantías idóneas y a satisfacción de
la entidad.

4. Contar con el respectivo certificado de disponibilidad presupuestal ycon laautorización
de vigencias futuras, si es del caso, de conformidad con el Estatuto Orgánico de
Presupuesto, para la realización de acuerdos de pago con otras entidades del sector
público.

5. Reportar,a la Contaduría General de la Nación, en las mismascondiciones establecidas
en la Ley 901 de 2004, aquellos deudores que hayan incumplido los acuerdos de
pagos con ellas realizadas, con el fin de que dicha entidad los identifique por esa
causal en el Boletín de Deudores Morosos del Estado.

6. Abstenerse de celebrar acuerdos de pago con deudores que aparezcan reportados e
n el boletín de deudores morosos por el incumplimiento de acuerdos de pago, salvo
que se subsane el incumplimiento y la Contaduría General de la Nación expida la
correspondiente certificación.

7. Regularizar mediante el pago o la celebración de un acuerdo de pago las obligaciones
pendientes con otras entidades públicas a más tardar dentro de los seis (6) meses
siguientes a la promulgación de la presente ley.

A

Jurisdicción Coactiva

PARÁGRAFO 1°. En materia de seguridad social en salud en lo relacionado con los
rpriirsos del réolmen contributivo ysubsidiado, la autoridad competente para expedir el^egLento ^qíir ha^referencla el numeral 1del presente Artículo es el Consep
Nacional de Seguridad Social en Salud.

PARÁGRAFO 2°. El Gobierno Nacional en un término de dos (2) meses aPartir de la
nramuloadón de la presente ley deberá determinar las condiciones mínimas ymaximas^rSue se deben acoger los Reglamentos Internos de Recaudo de Cartera, enunciados
en el numeral 1 del presente artículo.

PARÁGRAFO 3°. La obligación contenida en el numeral 1del presente artículo deberá
ser adelantada dentro de los dos (2) meses siguientes ala promulgación de las condiciones
a las que hace referencia el parágrafo anterior.

Art 3° Intereses moratorios sobre obligaciones. Apartir de la vigencia de la
oresenté ley los contribuyentes oresponsables de las tasas, contribuciones Escales y
Sudones paraflscales que no las cancelen oportunamente deberán liquidar ypagar
intereses moratorios a la tasa prevista en el Estatuto Tributario.

loualmente cuando las entidades autorizadas para recaudar los aportes paraflscales noJeSa condonación alas entidades beneficiarlas dentro de los términos estab ecidos
Si fin se generSa su cargo ysin necesidad de trámite previo alguno, interesesSriós'afm'omento del pago, al tasa Indicada en el inciso cargo a
sus propios recursos, sin perjuicio de las demás sanciones aque haya lugar.
Art 4° Cobro de interesa por concepto de obligaciones pensiónalesyprescripción
de la acción de cobro. Las obligaciones por concepto de cuotas partes pensiónales rau^ran
un Interés del DTF entre la fecha de pago de la mesada pensional yla fecha de reembolso [^or
Darte de la entidad concurrente. El derecho al recobro de las cuotas partes Pensiónala
prescribirá a los tres (3) años siguientes al pago de la m^ada pensional respechv .
liquidación se efectuará con la DTF aplicable para cada mes de mora.
PARÁGRAFO. Cuando se celebren acuerdos de pago en materia de seguridad social en
pensiones en ningún caso de las condiciones que se establezcan podran derivarse peiguicios
al afiliado o al fondo común de naturaleza publica.

Art 5°. Facultad de cobro coactivo yprocedimiento para las
Ias'entidades públicas que de manera permanente tengan asu cargo el ejercicio de laSvíSiTfun"»'admlnlstr.tte!oI. preiKián de smclO! del E«o ccfcmto

descrito en el Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 1°. Se excluyen del campo de aplicación de la presente ley 'as deudas
npnpradas en contratos de mutuo oaquellas derivadas de obligaciones civiles ocomerciales
pn las aue las entidades indicadas en este artículo desarrollan una actividad de cobranzaen desarrollo del régimen privado que se a^ica al giro
principal de sus negocios, cuando dicho régimen este consagrado en la ley oen
estatutos sociales de la sociedad.
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PARAGRAFO 2°. Los representantes legales de las entidades a que hace referencia el
presente artículo para efectos de dar por terminados los procesos de cobro coactivo y
proceder a su archivo, quedan facultados para dar aplicación a los incisos 1° y 2° del Art.
820 del Estatuto Tributario.

PARÁGRAFO 3°. Art. 8°. Modifiqúese el inciso 2° del Art. 817 del Estatuto Tributario, el
cual queda así: "La competencia para decretar la prescripción de la acción de cobro será
de los Administradores de Impuestos o de Impuestos y Aduanas Nacionales respectivos,
y será decretada de oficio o a petición de parte"

Art. 9°. Adiciónese el Estatuto Tributario con el siguiente artículo:

"Art. 837-1. Límite de inembargabilidad. Para efecto de los embargos a cuentas de
ahorro, librados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales dentro de losprocesos
administrativos de cobro que esta adelante contra personas naturales, el límite de
inembargabilidad es de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes,
depositados en la cuenta de ahorros más antigua de la cual sea titular el contribuyente.

En el caso de procesos que se adelanten contra personas jurídicas no existe límite de
inembargabilidad.

No serán susceptibles de medidas cautelares por parte de la DIAN los bienes inmuebles
afectados con patrimonio de familia inembargable".

No obstante no existir límite de inembargabilidad, estos recursos no podrán utilizarse
por la entidad ejecutora hasta tanto quede plenamente demostrada la acreencia a su
favor, con fallo judicial debidamente ejecutoriado o por vencimiento de los términos
legales de que dispone el ejecutado para ejercer las acciones judiciales procedentes.

Los recursos que sean embargados permanecerán congelados en la cuenta bancaria del
deudor hasta tanto sea admitida la demanda o el ejecutado garantice el pago del 100%
del valor en discusión, mediante caución bancaria o de compañías de seguros. En ambos
casos, la entidad ejecutora debe proceder inmediatamente, de oficio o a petición de
parte, a ordenar el desembargo.

La caución prestada u ofrecida por el ejecutado conforme con el párrafo anterior, deberá
ser aceptada por la entidad.

Art. 17. Lo establecido en los Arts. 8° y 9° de la presente ley para la DIAN, se aplicará
también a los procesos administrativos de cobro que adelanten otras entidades públicas.
Para estos efectos, es competente para decretar la prescripción de oficio eljefe de la
respectiva entidad.

Art. 19. Para efecto de los procesos de saneamiento contable de las cuentas por cobrar,
de cartera y asimiladas, las entidades públicas destinatarias de la presente ley, podrán
contratar con firmas auditoras de reconocidaexperienciay que cumplan con los parámetros
que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, para que estas revisen, validen y emitan
concepto sobre la gestión adelantada frente a cada obligación y, en consecuencia, sobre
la procedencia de adoptar las recomendaciones de saneamiento.

Jurisdicción Coactiva

Art. 21. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su
promuigación yderoga las disposiciones que ie sean contrarias.

Pubiíquese y cúmpiase.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de julio de 2006.

DECRETOS

3.2.1 Decreto 2174 del 30 de diciembre de 1992

Por el cual se reglamenta elArt. 112 de la Ley 6^ de 1992.

Art. lo. Para efectos del ejercicio de la Jurisdicción Coactiva conferida en el
Art.'ll2 de la Ley 6^ de 1992, los Ministerios, Departamentos Admini^rativos,
Entidades adscritas y vinculadas, la Contraloría General de la
Procuraduría General de la Nación y la Registraduria Nacional del Estado
Civil en la medida en que lo permita la iey, podrán organizar, dentro de cada
organismo, grupos de trabajo para el cobro por Jurisdicción Coactiva de os
créditos a favor de los mismos, con funcionarios de cada uno de los
organismos. En caso contrario deberán asignar tales funciones de cobro por
Jurisdicción Coactiva a la Oficina Jurídica del respectivo organismo o
dependencia que haga sus veces.

PARÁGRAFO. Cada Ministro, Jefe de Unidad Administrativa Especial, Director
de Departamento Administrativo, Presidente oDirector de cada organismo y
entidad adscrita ovinculada, el Contralor General de la República, el Procurador
General de la Nación, ei Registrador del Estado Ovil o el funcionario que
tenqa dicha competencia de acuerdo con la Constitución y la ley, podran
delegar, en los términos previstos por ia ley, ia facultad de otorgar poder en
el Jefe de la Oficina Jurídica o dependencia que haga sus veces, o en el
coordinador del grupo de trabajo, quien otorgará los poderes que considere
necesarios para el cobro de los créditos por Jurisdicción Coactiva.

Art 2o Los Ministerios ylos Departamentos Administrativos podrán coordinar
el cobro de los créditos de sus entidades adscritas ovinculadas, siguiendo e
procedimiento señalado en el Art. 1°. del presente Decreto, sin penuicios del
otorgamiento del respectivo poder por parte de cada organismo, de
conformidad con el Art. 112 de la Ley 6^ de 1992.

Art. 3o. Para efectos de lo previsto en el Art. 112 de la Ley 6^ de 1992,
entiéndese por apoderados especiales aquellos distintos de los funcionarios
abogados de la respectiva entidad u organismo.

Art 4o. El cobro de los créditos por Jurisdicción Coactiva se ceñirá a lo que
ai respecto señale el Código de Procedimiento Civil y las normas que lo
modifiquen o adicionen.
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Art. 5o. El presente Decreto rige a partir de su publicación en el Diario Oficiai y deroga
las disposiciones que le sean contrarias.

3.2.2 Decreto 4473 del 15 de diciembre de 2006

Por el cual se reglamenta la Ley 1066 de 2006.

Art. 3°. Facilidades para el pago de las obligaciones a favor de las entidades
públicas. Las entidades públicas definirán en su reglamento de cartera loscriterios para
el otorgamiento de las facilidades o acuerdos de pago que deberán considerar como
mínimo los siguientes aspectos:

1. Establecimiento del tipo de garantías que se exigirán, que serán las establecidas en
el Código Civil, Código de Comercio y Estatuto Tributario Nacional.

2. Condiciones para el otorgamiento de plazos .para el pago, determinación de plazos
posibles y de los criterios específicos para su otorgamiento, que en ningún caso
superarán los cinco (5) años.

3. Obligatoriedad del establecimiento de cláusulas aceleratorias en caso de
incumplimiento.

Artí. 6°. Plazo. Dentro de ios 2 meses siguientes a la vigencia del presente decreto, las
entidadesde que trata elartículo 1° de este decreto, deberán expedirsu propio Reglamento
Interno de Recaudo de Cartera en los términos aquí señalados.

Sin perjuicio de la responsabilidad en que pueda incurrir el jefe o representante legal de
la entidad en el caso de no expedición del reglamento de cartera en el plazo antes
señalado, los procedimientos administrativos de cobro coactivo y el otorgamiento de
facilidades de pago, se adelantarán conforme a lo previsto en el Estatuto Tributario
Nacional.

3.3 CIRCULARES
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3.3.1. Circular 000069 del 11 de agosto de 2006 de la Dirección
de Impuestos y Aduanas Nacionales - OIAN

Por la cual se imparten instruccionespara aplicar los cambios Introducidos por ia Leyde
Normalización de Cartera.

DEPENDENCIAS INVOLUCRADAS

ADMINISTRACIONES DE IMPUESTOS, ADMINISTRACIONES DE ADUANAS,
ADMINISTRACIONES DE IMPUESTOS Y ADUANAS; DIVISIONES DE COBRANZAS, DE
RECAUDACIÓN Y COBRANZAS, GRUPOS DE COBRANZAS.

Jurisdicción Coactiva

JUSTIFICACIÓN

Teniendo en cuenta que la Ley 1066 del 29 de julio de 2006, publicada en el Diarlo Oficial
IMo. 46.344 de la misma fecha, modificó yadicionó algunas disposiciones de o^en sustancial
Vprocedlmental del Estatuto Tributarlo, e Introdujo alternativas de carácter transitoriopaTef pago de obligaciones afavor del tesoro público, conforme alos principios de la
fundón administrativa tales como igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad.
Imparcialidad ypublicidad, es de vital importancia que a esca a nacional se apliquen
parámetros homogéneos para el cumplimiento de la finalidad de la leV-como es la obtenaon
de liquidez para el tesoro público yregularizacion yorden de la cartera de la UAE -DIAN.

PRESCRIPCIÓN DE OBLIGACIONES FISCALES

Se otorga facultad a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales ^
Administradores de Impuestos ode Impuestos yAduanas Nacionales en
cobro decreten las prescripciones ocasionadas dentro del proceso, bien de oficio o
solicitud de parte, función esta que asu turno puede ser delegada conforme los parámetros
del artículo 40 del Decreto 1071 del 26 de junio de 1999.

Es Dertinente recordar que igualmente en virtud del numeral 6° del artículo 831 del
Estatuto Tributario, puede alegarse la prescripción como una causal de excepción a
mandamiento de pago, siendo el funcionario ejecutor debidamente delegado para elSo dcompetentipara decretarla, una vez probada su ocurrencia, en los términos
del artículo 833 ibídem.

Teniendo' en cuenta que la Administración en desarrollo de la Ley 716
ooLrlormente prorrogada por las Leyes 863 de 2003, 901 de 2004 y998 de 2005, ha
adelantado en forma oficiosa el proceso de depuración de la '̂ ^T'̂ SdTs mr dWias
del mismo resoluciones de prescripción de oficio, conforme a las facultades por dichas
disposiciones conferidas, la cual operó hasta el día 7de junio ^^6,Jech®^^^ ggg
nmfprida la sentencia C-457 de 2006, que declaro inexequible el articulo 79 de la Ley 99»
de 2005 ypor su conducto la prórroga de la vigencia de la facultad
de oficio dentro del proceso de depuración, dicho proceso se reanuda a partir del 29 de
luto de 200^1 amparo del artículo 8de la Ley 1066 de 2006, labor que deberá concluir
amás tardar el 30 de noviembre de 2006, frente alas obligaciones que adicha fecha se
encuentren prescritas, sin perder de vista que esta facultad es de carácter permanente.

LÍMITE DE INEMBARGABILIDAD EN MATERIA TRIBUTARIA

El artículo 9de la Ley 1066 de 2006 pretende impedir la fragmentación decon™ en las cuentas de ahorros amparados en los límites de Inembargabi idad,
contemplados en el Estatuto Financiero Colombiano, señalándose para efectos t^bu^nos
un límite de inembargabilidad sobre un valor equivalente aveinticinco (25) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

El límite de Inembargabilidad señalado por el legislador opera f 1°=
administrativos de cobro que se adelanten contra personas naturales, de tal suerte que

123



N

vj

124

Guía Práctica de Normatividad Aplicable a las Entidades Públicas

tratándose de cuentas de ahorro pertenecientes apersonas jurídicas, no existe límite de
inemoargabilidad.

El límite de inembargabilidad establecido solo se predica de una sola cuenta de ahorros
anombre del deudor, teniendo como criterio para su aplicación la de mayor antigüedad
de apertura, indistintamente del número de cuentas de ahorro que posea, de las entidades
en las cuales las tenga y de la actividad o inactividad de las mismas.

susceptibles de medidas cautelares por parte dela DIAN los bienes inmuebles afectados con patrimonio de familia inembargable.

Tratándose de procesos en los que el título ejecutivo es un acto administrativo, la norma
incluyo el mandato_ legal que impide la utilización de recursos embargados hasta tanto
no exista decisión^ judicial en firme, indicando, además, que ios recursos embargados
permanecerán en la cuenta bancada del deudor hasta tanto sea admitida la demanda o

aceptación d^^ D^ levanten los embargos siempre ycuando medie
Esta disposición es de carácter procesal yen consecuencia le son aplicables los postulados
del articulo 40 de la Ley 153 de 1887, según el cual las leyes concernientes a la
sustanciacion yritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento
en que deben enipezar a regir, pero los términos que hubieren empezado acorrer ylas
actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas se regirán por la ley vigente al
tiempo de iniciación. / a .ilc ai

PROCEDIMIENTO DE COBRO PARA OBLIGACIONES DIFERENTES
DE IMPUESTOS, ACARGO DE LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS

Y ADUANAS NACIONALES.

El articulo 5de la Ley 1066 de 2006 confiere a las entidades públicas que de manera
permanente tengan a su cargo el ejercicio de las actividades yfunciones administrativas
ola prestación de servicios del Estado colombiano yque en virtud de estas tengan que
recaudar rentas ocaudales públicos, del nivel nacional, territorial, incluidos los órganos
autónomos y entidades con régimen especial otorgado por la Constitución Política
jurisdicción coartiva para hacer efectivas las obligaciones exigióles a su favor, salvo
aquellas obligaciones de origen civil ycomercial, siguiendo para ello el procedimiento
descrito en el Estatuto Tributario. h un •

En este orden de ideas, aquellos conceptos diferentes de impuestos, derechos aduaneros
yobligaciones cambiarías, que actualmente adelanta la Entidad bajo los lineamientos
del Codigo de Procedimiento Civil, tales como el impüesto al cine, las sanciones impuestas
por el incumplimiento^ a las obligaciones establecidas por los Sistemas Especiales de
Impoi^cion-Dcportación, Zonas Francas, Zonas Económicas Especiales de Exportación,
Sociedades de Comercialización Internacional y las sanciones disciplinarias etc se
tramitaran bajo el procedimiento administrativo coactivo regulado en el ordenamiento
tributario, pero teniendo en cuenta la vigencia de la ley en el tiempo, de tal suerte que
por ser esta disposición de orden procedimental yen virtud de lo dispuesto en el artículo
40 de la Ley 153 de 1887, los trámites yprocedimientos que ya se hubiesen iniciado al
amparo del Codigo de Procedimiento Civil continuarán hasta su terminación gobernados

Jurisdicción Coactiva

por dichos lineamientos, y los trámites y etapas subsiguientes se adelantarán conforme
a las reglas del Estatuto Tributario. (Sentencia mayo 17 de 1991 Corte Suprema de
Justicia y Concepto Oficina Jurídica 148 agosto 11 de 2000).

Para este tipo de obligaciones, al igual que para las tributarias, aduaneras y cambiarías,
resulta aplicable la remisibilidad contemplada en el artículo 820 del Estatuto Tributario,
cuando quiera que se configuren las causales establecidas por la ley para el efecto y
previa observancia de las disposiciones internas que han regulado su aplicación.
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4.1 LEYES CONTRATACION

4.1.1 Ley 80 deS 28 de octubrede 1993

Por la cualse expide el Estatuto General de Contratación de laAdmini^
(Reglamentada parcialmente, entre otros, por
1994, 2170 del 30 de septiembre de 2002, 2434 del 18 de julio de 2006).
Art 3 De los fines de la contratación estatal. Los sen/idores públicos tendrán
en consideración que al celebrar contratos ycon la ejecución de los mismos, las
entidades buscan el cumplimiento de ios fines estatales, la continua yeficiente
prestación de los servidos públicos yla efectividad de los derechos eintereses
administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines.
Art 6. De la capacidad para contratar. Pueden celebrar contratos con las
entidades estatales las personas consideradas legalmente capaces en las disposiciories
vigentes. También podrán celebrar contratos con las entidades estatales, los consorcios
y uniones temporales.

Art. 12. De ia delegación para contratar. Los jefes ylos representantes legales
de las entidades estatales podrán delegar total oparcialmente la competencia para
celebrar contratos ydesconcentrar la realización de licitaciones oconcursos en los
servidores públicos que desempeñen cargos del nivel directivo oejecutivo oen
equivalentes.

Art. 14. De ios medios que pueden utilizar las entidades estatales para el
cumplimiento del objeto contractual.

Art. 23. De los principios en las actuaciones contractuales de las entidades
estatales.

Art 32. De los contratos estatales. Son contratos estatales todos 'os artos
jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades aque se refiere
presente estatuto.
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Para establecer la capacidad residual del proponente o Kde contratación, se deberán
considerar todos los contratos que tenga en ejecución el proponente al momento de
presentar la oferta. El desarrollo y ejecución del contrato podrá dar lugar a que los
valores que sean cancelados al contratista se consideren para establecer el real K de
contratación, en cada oportunidad. El Gobierno Nacional reglamentara la materia.

Art. 7. De las garantías en la contratación. Los contratistas prestarán garantía
única para el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato. Los proponentes
prestarán garantía de seriedad de los ofrecimientos hechos.

Las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmente
autorizadas para funcionar en Colombia, en garantías bancadas y en general, en los
demás mecanismos de cobertura del riesgo autorizados por el reglamento para el efecto.
Tratándose de pólizas, las mismas no expirarán por falta de pago de la prima o por
revocatoria unilateral. El Gobierno Nacional señalará las condicionesgenerales que deberán
ser Incluidas en las pólizas de cumplimiento de los contratos estatales.

El Gobierno Nacional señalará los criterios que seguirán las entidades para la exigencia
de garantías, las clases y niveles de amparo de los riesgos de los contratos, así como los
casos en que por las características y complejidad del contrato a celebrar, la garantía
pueda ser dividida teniendo en cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución del
respectivo contrato.

El acaecimiento del siniestro que amparan las garantías será comunicado por la entidad
pública al respectivo asegurador mediante la notificación del acto administrativo que así
lo declare.

Las garantías no serán obligatorias en los contratos de empréstito, en los
interadministrativos, en los de seguro Yen Ios-contratos cuyo valor sea inferior al 10°10
de la menor cuantía a que se refiere esta ley, caso en el cual corresponderá a la entidad
determinar la necesidad de exigirla, atendiendo a la naturaleza del objeto del contrato y
a la forma de pago, así como en los demás que señale el reglamento.

PARÁGRAFO TRANSirORlG: Durante el periodo que transcurra entre la entrada en
vigencia de la reforma contenida en la presente ley y la expedición del decreto
reglamentario a quese refiere este articulo, las entidades estatales continuaran aplicando
las normas legales y reglamentarias vigentes.

Art.11. Del plazo para la liquidaciónde los contratos. La liquidación de los contratos
se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus
equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal
término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración
del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición de! actoadministrativo
que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación
o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su
contenido, ia entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de losdos
(2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 136 del C.C.A.

A
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Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado ia liquidación, ia mismaDodrá ser reaLda en cualquier tiempo dentro de los dos anos siguientes a vencimiento
ditérmino aque se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo ounilateralmente,
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 136 del C.C.A.

no hayan sido objeto de acuerdo.

Art. 14. Del Régimen Contractual de las Empresas Industriales yComercialesdel Estado^^a^socieda^^^^^ ®®aTes^ yComerciales

Tcables asus acíEdades económicas ycomerciales, sin perjuicio de lo Pristo en el
aSicuí 13 dé la présente ley. Se exceptúan los contratos de ciencia ytecnología, que se
regirán por la ley 29 de 1990 ylas disposiciones normativas existentes.

2° de la presente ley.

Art. 18. De las inhabilidades para contratar. Adiciónese un literal 0) al numeral 10
yun Inciso al parágrafo 1., del artículo 80 de la Ley 80 de 1993, asi.
•Art. 8.

(...)

tales personas, con excepción de las sociedades anónimas abierta .
PARÁGRAFO 1:

(...)

En las causales de Inhabilidad por parentesco opor matrimonio, los vínculos desaparecen
por muerte o por disolución del matrimonio.
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de su iniciación. Los contratos o convenios a que se refiere el artículo 20 de la presente
ley que se encuentren en ejecución al momento de su entrada en vigencia, continuarán
rigiéndose por las normas vigentes al momento de su celebración hasta su liquidación,
sin que sea posible adicionarlos ni prorrogarlos.

Art. 32. Derogatoria. A partir de la vigencia de la presente ley, quedan derogados los
siguientes artículos de la Ley 80 de 1993: E! parágrafo del artículo 20; la expresión
"además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado "del inciso
segundo del artículo 3°; el inciso 4° del artículo 13, el artículo 22; el numeral 10 y el
parágrafo 10del artículo 24; el inciso 20 del numeral 15,el numeral 19y la expresión "la
exigencia de los diseños no regirán cuando el objeto de la contratación sea la de
construcción o fabricación con diseños de los proponentes "del inciso segundo numeral
12 del artículo 25, el artículo 29, el numeral 11 del artículo 30, el artículo 36, el parágrafo
del artículo 39 y el inciso 1 del artículo 60, con excepción de la expresión "Los contratos
de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se proionguen en el tiempo
y losdemás que lo requieran serán objeto de liquidación" el artículo 61 y las expresiones
"concurso'V"términos de referencia "inciuidas a lo largo del texto de la ley 80 de 1.993,
así como la expresión: "Cuando el objeto del contrato consista en estudios o trabajos
técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selección se llamará concurso y se
efectuará también mediante invitación pública"

También se derogan las siguientes disposiciones: el parágrafo 2 del artículo 50 de la Ley
789 de 2002, modificado por el artículo 10 de la Ley 828 de 2003, el artículo 66 de la Ley
454 de 1998, el literal d del artículo 27 de la Ley 99 de 1993 y el artículo 19 Ley 161 de
1994. Igualmente se entienden derogadas las normas del decreto 1900 de 1.990 y de la
ley 182 de 1995 que contraríen lo dispuesto en esta ley.

Las normas del Estatuto General de Contratación Pública preferirán a cualquiera otra
sobre la materia, con excepción de aquellas de naturaleza estatutaria u orgánica. En
consecuencia, la derogatoria de las normas del Estatuto General de Contratación Pública
sólo podrá hacerse de manera expresa, mediante su precisa Identificación.

Art. 33. Vigencia. La presente ley empieza a regir seis (6) meses después de su
promulgación, con excepción del artículo 6 que entrara a regir a los dieciocho (18)
meses de su promulgación.

PARÁGRAFO 1: En tanto no entre en vigor el artículo 6 de la presente ley lasentidades
podrán verificar la información de los proponentes a que se refiere el numeral 1 del
artículo 5 de la presente ley.

PARÁGRAFO 2: Los artículos 9 y 17 entrarán a regir una vez se promulgue la
presente ley.

Contratación

4.2 DECRETOS CONTRATACION

4.2-1 Decreto 679 del 28 de marzo de 1994

Por el cual se reglamenta parcialmente la ley 80 de 1993.

/Vrt, 7°. De ladesconcentración de losactosytrámitescontractuales.
De conformidad con lo previsto en el artículo 12 de ia Ley 80 de 1993, los
jefes orepresentantes legales de las entidades estatales podrán desconcentrar
la realización de todos los actos y trámites inherentes a ia realización de
licitaciones o concursos para ia celebración de contratos, sin consideración a
ia naturaleza o cuantía de los mismos, en los funcionarios de los niveles
directivo, ejecutivo osus equivalentes, teniendo en cuenta para el efedo las
normas que rigen la distribución de funciones en sus respectivos organismos.

Para los efectos aquí expresados la desconcentración implica la atribución de
competencia para efectos de la expedición de los distintos actos en ios
procedimientos contractuales de licitación o concurso por parte de los
funcionarios antes enunciados, y no incluye la adjudicación o la celebración
del contrato.

PARÁGRAFO. Para efectos de determinar los funcionarios que corresponden
a los niveles directivo, ejecutivo, asesor o sus equivalentes se tendrán en
cuenta los criterios que establecen los artículos 4° y siguientes al Decreto-
ley 1042 de 1978 y las disposiciones que lo desarrollan.

Art. 8°. De la normatividad aplicable a los contratos estatales. Los
contratos estatales se sujetarán a la Ley 80 de 1993 y en las materias no
reguladas en dicha Ley, a las disposiciones civiles y comerciales.

En las materias no reguladas por la Ley 80 de 1993 se aplicará la legislación
comercial cuando el contrato tenga el carácter de mercantil de acuerdo con
lo dispuesto por los artículos 20, 21 y 22 del Código de Comercio. En caso
contrario se aplicará la legislación civil.

14, De la delegación de la facultad de celebrar contratos. En
virtud de lo previsto en el artículo 25, numeral 10, de la Ley 80 de 1993, los
jefes o representantes legales de las entidades estatales podrán delegar en
los funcionarios que desempeñen cargos en los niveles directivo, ejecutivo o
equivalentes, la adjudicación, celebración, liquidación, terminación,
modificación, adición y prórroga de contratos y los demás actos inherentes a
la actividad contractual en las cuantías que señalen las juntas o consejos
directivos de las entidades.

Cuando se trate de entidades que no tengan dichos órganos directivos, la
delegación podrá realizarse respecto de contratos cuya cuantía corresponda
a cualquiera de los siguientes montos:
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a) Sea igual o inferior a den salarios mínimos legales mensuales;

b) Sea igual o inferior ai doble de ios montos fijados por la ley a la respectiva entidad
para que el contrato sea de menor cuantía o no requiera formalidades plenas.

En el caso del Ministerio de Defensa Nacional la delegación a que hace referencia este
artículo podrá hacerse en relación con contratos hasta por un valor de diez mil salarios
mínimos legales mensuales.

Los delegados no podrán subdelegar en otros funcionarios la realización de los actos o la
celebración de los contratos objeto de la delegación. Lo dispuesto en este artículo se
entiende sin perjuicio de la delegación realizada por el Presidente de la República para
celebrar contratos a nombre de la Nación por los Decretos 1789 de 1991, 1929 de 1991
y 94 de 1994.

Art. 16. Del objeto de la garantía única. La garantía única a que se refiere el artículo
25, numeral 19 de la Ley 80 de 1993, tiene por objeto respaldar el cumplimiento de
todas y cada una de las obligaciones que surjan a^ cargo de ios contratistas frente a las
entidades estatales, por razón de la celebración, ejecución y liquidación de contratos
estatales. Por tanto, con sujeción a los términos del respectivo contrato deberá cubrir
cualquierhecho constitutivo de incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista
en ios términos de la respectiva garantía.

Sin perjuicio del coaseguro en el caso de las entidades aseguradoras, la garantía podrá
ser expedida por una o más entidades legalmente facultades para hacerlo.

PARÁGRAFO. La garantía de seriedad de la propuesta no podrá ser inferior al diez por
ciento del valor de las propuestaso del presupuestooficial estimado, según lo determinen
ios pliegos de condiciones o términos de referencia. En ios casos de licitaciones para la
concesión de espacios de televisión, la garantía mínima ascenderá al 1.5% del valortotal
del espacio licitado.

Art. 17. De los riesgos que debe cobijar la garantía única. La garantía debe ser
suficiente de acuerdo con las distintas clases de obligaciones amparadas.

Se incluirán únicamente como riesgos amparados aquéllos que correspondan a las
obligaciones, y prestaciones del respectivo contrato, tales como, los de buen manejo y
correcta inversión del anticipo o pago anticipado, cumplimiento del contrato, estabilidad
de la obra, calidad del bien o servicio, correcto funcionamiento de los equipos, pago de
salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones. En los contratos de obra y en los
demás que considere necesario la entidad se cubrirá Igualmente la responsabilidad civil
frente a terceros derivados de la ejecución del contratoa través de un amparo autónomo
contenido en póliza anexa.

La garantía de salarios y prestaciones sociales del personal que el contratista emplee en
el país para la ejecución del contrato se exigirá en todos ios contratos de prestación de
servicios y construcción de obra en ios cuales de acuerdo con el contrato, el contratista
emplee terceras personas para el cumplimiento de sus obligaciones, así como en los
demás en que la entidad estatal lo considere necesario en virtud del artículo 34 del
Código Sustantivo del Trabajo.

-A,
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Para evaluar la suficiencia de las garantías se aplicarán las siguientes reglas:
FI valnr del amoaro de anticipo opago anticipado deberá ser equivalente al ciento
porciento ^ monto que'e! contratista reciba atítulo de anticipo opago
anticipado, en dinero oen especie para la ejecución del mismo.

a)

b)

c)

d)

El valor del amparo de cumplimiento no será inferior al monto de la cláusula penal
pecuniaria ni al 10% del valor del contrato,

L'nío tílndncfpofdento
por el término de vigencia del contrato ytres anos mas,
FI valor de los amparos de estabilidad de la obra, calidad del bien oservicio y

bien servicio contratado u objeto del contrato.

Sc^rn^driós&rrdr 'a estabilidad de la obra o
asegurar el suministro de repuestos yaccesorios.

El término del amparo de estabilidad de la obra lo determinará la entidad según la
naturaleza dei contrato y no será inferior a cinco anos.

tales obligaciones.

BCo« dsb.é ^
ddS»."S^dé^Vdd. deberá .mpll.rs.opd.,™g..a 1. ™pond,en«e
garantía.

—
previstos en este artículo.

ArF IR De la anrobación de la garantía única. La entidad estatal contratante sólo

La entidad estatal contratante al aprobar la garantía deberá abstenerse, en todo caso de
emplear prácticas discriminatorias.

PARÁGRAFO, cuando de acuerdo con cerdMfc

137



138

Guía Práctica de Normatividad Aplicable a las Entidades Públicas

entidad contratante podráaprobar una garantía poruntérmino inferior, siemprey cuando
el contratista se obligue a obtener la prórroga de la misma con la anticipación al
vencimiento que la entidad contratante estime conveniente.

Si el Contratista no prórroga la garantía se le aplicarán las sanciones contractuales a que
haya lugar y se hará efectivo el amparo de cumplimiento por el monto fijado en los
pliegos de condiciones. A falta de determinación en los mismos, el amparo se hará
efectivo por un valor equivalente a la cuantía de la garantía de seriedad de la propuesta,
previa disminución proporcional al tiempo transcurrido de la concesión. En todo caso el
valor del amparo no podrá ser inferior al cincuenta por ciento del valor de la garantía de
seriedad.

Aití. 19. De la ejecución de la garantía única. Cuando no se paguen voluntariamente
las garantías únicas continuarán haciéndose efectivas a través de la jurisdicción coactiva,
con sujeción a las disposiciones legales.

Art. 26. De los requisitos de ejecución. En desarrollo de lo dispuesto en el artículo
41 de la Ley 80 de 1993, para la ejecución del contrato se requerirá de la aprobación de
la garantía y de la existencia de la disponibilidad presupuesta! correspondientes. Lo
anterior sin perjuicio de que se efectúe el correspondiente registro presupuesta!, cuando
a ello haya lugar, de acuerdo con la ley orgánica de presupuesto y sus disposiciones
complementarias.

Art. 28. Lo dispuesto en el presente Decreto se entenderá sin perjuicio de lo previsto en
el Decreto 2681 de 1993.

El presente Decreto rigea partirde la fecha de su publicación y deroga las disposiciones
que le sean contrarías, en especial el Decreto 313 de 1994.

4.2.2 Decreto 855 del 28 de abril de 1994

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 80 de 1993 en materia de contratación
directa.

Art. lo. Las entidadesestatales podrán contratardirectamente, en loscasosexpresamente
señalados en la Ley 80 de 1993, y deberán ceñirse a lo establecido en este reglamento,
sin perjuicio de lo previstoen el Decreto 2681 de 1993y disposiciones complementarias.

Aclarar en el artículo 1°: que las entidades estatales podrán contratar directamente en
los casos señalados en la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007.

Art. 2o. En la contratación directa el jefe o representante de la entidad estatal, o el
funcionario en que hubiere delegado, deberá tener en cuenta que la selección del
contratista deberágarantizar elcumplimiento de los principios de economía, transparencia
y en especial del deber de selección objetiva establecidos en la Ley 80 de 1993.

Art..3o. Derogado por el Art. 29 del Decreto 2170 de 2002. Entra a regir a partir
del primero (lo.) de enero de 2003.

N/
Contratación

4.2.3 Decreto 2170 del 30 de septiembre de 2002

Por el cual se reglamenta la Ley 80 de 1993, se modifica elDecreto 855 de 1994 y se
dictan otras disposiciones.

Art. 1°. Derogado por el Decreto 2434 del 18 de julio de 2006.

Art. 2°. Derogado por el Decreto 2434 del 18 de julio de 2006.

Art. 6°. De la consulta de precios o condiciones de mercado. La consulta de
precios ocondiciones de mercado en los procesos de selección se surtirá a través del
Registro Único de Precios de Referencia.

Art. 7°. Del anticipo en la contratación. El manejo de los recursos entregados al
contratista a título de anticipo en aquellas contrataciones cuyo monto sea superior al
50% de la menor cuantía a que se refiere el literal a) del numeral 1° del Art. 24 de la Ley
80/93 deberá manejarse en cuenta separada a nombre del contratista y de la entidad
estatal.

Art. 8°. Delosestudios previos. Contenido mínimo de los estudios deconveniencia y
oportunidad.

Art. 10°. Contenido mínimo de los pliegos de condiciones o términos de
referencia.

Art. 13. Para la celebración de los contratos a que se refiere el literal d) del numeral 1°
del Art. 24 de la Ley 80/93, la entidad estatal podrá contratar directamente con la
persona natural ojurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato yque
haya demostrado la idoneidad y experiencia directamente relacionada con el área de
que se trate, sin que sea necesario que haya obtenido previamente varias ofertas, de lo
cual el ordenador del gasto deberá dejar constancia escrita.

Art. 16. Contratación directa en los casos de declaratoria de desierta de la licitación o
concurso, cuando no se presente oferta alguna o ninguna oferta se ajuste al pliego de
condiciones o términos de referencia.

Art. 17. De la contratación directa cuando no exista pluralidad de oferentes.

Art. 21. Derogado por el Decreto 2434 del 18 de julio de 2006.

Art. 26. Derogado por el Decreto 2434 del 18 de julio de 2006.

Art. 27. De la seguridad social. Las entidades estatales verificarán por medio de los
interventores osupervisores de los contratos, que todos los trabajadores que laboren en
su ejecución se encuentren afiliados al sistema de seguridad social.

139



3

140

Guía Práctica de Normath/idad Aplicable a las Entidades Públicas

4.2.4 Decreto 2434 del 18 de julio de 2006

Pone! cual se reglamenta la Ley80 de 1993, se modifica parcialmente el Decreto 2170
dé.2002 y se.dictan otras disposiciones.

Art. 1°. Publicidad de proyectos de pliegos de condiciones o términos de
reférencia. Las entidades estatales publicarán los proyectos de pliegos de condiciones
o términos de referencia de'lós'procesos de licitación o concurso público, con el propósito
de suministraral público en general la información que le permitaformular observaciones
al contenido/de los documentos antes mencionados.

lia publicación decios proyectos de pliegos de condiciones o términos de referencia no
genera obiigadón-ipara 'la entidad de dar apertura al proceso de selección.

La publicación a que se refiere este artículo se hará en el Portal Único de Contratación,
de conformidad con lo'previsto^en ei Art. 3° del presente decreto. En aquellos casos en
que la entidad:no cuente con ios recursos tecnológicos que provean una adecuada
conectividad para^enviar la información al Portal deberán cumplir lo dispuesto en el Art.
5° del presente:decreto.

Parágrafo 1°. Lo previsto en este artículo se aplicará a loscasos de contratación directa
a que?sarefiere ei literal a) del numeral 1° del Art. 24 de la Ley 80 de 1993 con excepción
de ibs -procesos cuyo valor sea igual o inferior al diez por ciento (10%) de la menor
cuantié;

De igual manera se aplicará a los casos de contratación directa a que se refiere el literal
i) del numeral 1° del Art. 24-de la Ley 80 de 1993, salvo en lo que se refiere a las
características de ios bienes que por su naturaleza no deban revelarse.

PARÁGRAFO 2°. Se exceptúan de la aplicación de este artículo los procesos que tengan
carácter reservado de conformidad con la ley.

Art. 2°. Publicidad de los pliegos de condiciones o términos de referencia. Las
entidades publicarán los pliegos de condiciones o términos de referencia definitivos de
los procesos de licitación o concurso público.

Eñ'dichos documentos podrán incluir lostemas planteados en lasobservaciones, relevantes
para^el proceso de selección.

La publicación a que se refiere este artículo se hará en el Portal Único de Contratación,
de conformidad con lo previsto en el Art. 3° del presente decreto. En aquellos casos en
que la entidad no cuente con ios recursos tecnológicos que provean una adecuada
conectividad para enviar la información al Portal deberán cumplir lo dispuesto en el Art.
5° del presente decreto.

PARAGRAFO 1°. Lo previsto en este artículo se aplicará a los casos de contratación
directa a que se refiere el parágrafo 1° del artículo anteriory los previstos en los literales

9) y h) del numeral 1° del Art. 24 de la Ley 80 de 1993.

A
r ~i
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De igual manera se aplicará a los casos de contratación directa aque se refiere el literal
i) del numeral 1° del Art. 24 de la Ley 80 de 1993, salvo en lo que se refiere a las
características de los bienes que por su naturaleza no deban revelarse.

PARÁGRAFO 2°. Se exceptúan de la aplicación de este artículo los procesos que tengan
carácter reservado de conformidad con la ley.

Art. 3. De la información contractual por medios eiectrónicos. Las entidades
sometidas a la Ley 80 de 1993 harán la publicidad electrónica de los documentos yactos
a que se refiere el presente artículo a través del Portal Unico de Contratación, de
conformidad con ios mecanismos yprocedimientos de reporte de información que defina
el Ministerio de Comunicaciones.

Con base en lo anterior, se publicarán los siguientes documentos:

1. Los proyectos de pliegos de condiciones otérminos de referencia en los procesos
de licitación o concurso público cuando menos con diez (10) días calendario de
antelación a la apertura del proceso de selección correspondiente. En el caso de
procesos de contratación directa a que se refiere el litera! a) del numeral 1 del
Art. 24 de la Ley 80 de 1993, cuando menos con cinco (5) días calendario de
antelación a la apertura.

2. Las observaciones ysugerencias a los proyectos a que se refiere el numeral anterior
yel documento que contenga las apreciaciones de la entidad sobre las observaciones
presentadas.

3. El acto que dispone la apertura al proceso de selección.

4. Los pliegos de condiciones otérminos de referencia definitivos de los procesos de
licitación o concurso público y de contratación directa.

5. El acta de la audiencia de aclaración de los pliegos de condiciones o términos de
referencia yen general las aclaraciones que se presenten durante el proceso de
selección y las respuestas a las mismas. ^ ^

6. Las adendas a los pliegos de condiciones o términos de referencia.

7. El acta de la audiencia pública para la realización de la conformación dinámica de la
oferta en los procesos de contratación directa de menor cuantía, en los casos en que
aplique.

8. El informe de evaluación a que se refiere el numeral 8del Art. 30 de la Ley 80 de
1993.

9 El acto de adjudicación y el acta de la audiencia publica de adjudicación, si esta
última se hubiere celebrado, en los procesos de licitación oconcurso publico. En el
caso de los procesos de contratación directa se deberá pubiicar el acto administrativo
de adjudicación.

10. El acto de declaratoria de desierta de los procesos de selección.

141



142

Guía Práctica de Normatividad Aplicable a las Entidades Públicas

11. El contrato, las adiciones, modificaciones o suspensiones y la información sobre las
sanciones ejecutoriadas que se profieran en el curso de la ejecución contractual o
con posterioridad a esta.

12. La información relativa a entrega de informes y productos de los contratos.

13. El acta de liquidación de mutuo acuerdo, o el acto administrativo de iiquldación
unilateral.

14. Loscontratos celebrados como consecuencia de la declaratoria de urgencia manifiesta,
así como el acto administrativo que la declara.

PARÁGRAFO 1®. La publicación de los actos y documentos a que se refiere el presente
artículo deberá hacerse en la fecha de su expedición o a más tardar el día hábil siguiente.

PARÁGRAFO 2°. Ei plazo general de permanencia de ios documentos e información a
que se refiere el presente artículo se iniciará de conformidad con lo dispuesto en el
parágrafo anterior y terminará dos años después de la fecha del acto de liquidación de
los contratos.

Enaquellos casos en que el proceso de selección correspondiente sea declarado desierto,
el plazo se iniciará a partir de las fechas definidas para cada caso y terminará dos años
después de la fecha de ejecutoria del acto de declaratoria de desierta.

PARÁGRAFO 3®. Sin perjuicio de lo previsto en el Art. 1° de este decreto, este artículo
se aplicará a los casos de contratación directa a que se refieren los literales a), g) y h) del
numeral 1® del Art.24 de la Ley 80 de 1993.

En el caso de los contratos derivados de la causal de contratación directa de urgencia
manifiesta a que se refiere el literal f) del numeral 1® del Art. 24 de la Ley 80 de 1993, se
publicará lo previsto en el numeral 14 del-presente artículo.

En el evento de la causal de contratación directa de menor cuantía se exceptúan los
procesos cuyo valor sea igual o inferior al diez por ciento (10%) de la misma.

De igual manera se aplicará a los casos de contratación directa a que se refiere ei literal
i) del numeral 1° del Art. 24 de la Ley 80 de 1993, salvo en lo que se refiere a las
características de los bienes que por su naturaleza no deban revelarse.

Art. 4®. Utilización progresiva del Portal Único de Contratación. La obligación de
publicar en el Portal Único de Contratación a que se refiere el artículo anterior, será
cumplida de conformidad con el siguiente cronograma:

Entidades del nivel nacional centralizado. 1 mes después de la entrada en vigencia
del presente decreto.

Entidades del nivel nacional descentralizado 2 meses después de la entrada en vigencia
del presente decreto.

Entidades del nivel territorial departamental centralizado y del Distrito Capital. 4
meses después de la entrada en vigencia del presente decreto.

-A,
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Entidades del nivel territorial departannentai descentralizado. 5meses después de la
entrada en vigencia del presente decreto.

Entidades del nivel territorial distrital omunicipa^i en categorías 1, 2y3. 6meses
después de la entrada en vigencia del presente decreto.

Entidades del nivel territorial distrital omunicipal en categorías 4, 5y6. 7meses
después de la entrada en vigencia del presente decreto.

Art. 3° del presente decreto.

Contratación.

Art. 3° del presente decreto.
• 1«r- Ai+c 10 9° V 21 del Decreto 2170 de 2002 se

fSúiSñ én JArts. 40 y5= del presente decreto,
según la naturaleza de la entidad correspondiente.

La información relativa alos procesos de selección que se 2

de permanencia alo dispuesto en ei Art. 3° del presente decreto.

;?íeTe2n co« de lo dispuesto en ei Art. 6° del presente decreto.
Dado en Bogotá, D. C., a 18 de julio de 2006.
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4.3 DIRECTIVAS CONTRATACION
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4.3.1 Directiva presidencial 12 de 2002

Por la cual se fijan los llneamlentos^ criterios^ medidas y acciones de corto y
mediano plazo que deberán cumplir las entidades públicas en materia de
lucha contra la corrupción en la contratación estatal.

PUNTO N® 1. Veedurías ciudadanas, planeación y transparencia en la gestión
contractual.

Al elaborar su presupuesto las entidades deberán preparar un pian de
contratación para la siguiente vigencia que incluirá los principales contratos,
el cronograma de realización de los estudios previos, pliegos, procesos de
selección de contratistas y ejecución de los contratos.

PUNTO N® 2. Sistema Electrónico Integral de Contratación Estatal.

El Sistema Electrónico Integral de Contratación Estatal contará con un portal
único de contratación, a través del cual el Estado interactuará con el público.

PUNTO N° 3. Alcance del deber de selección objetiva en la actividad
contractual.

En aquellos casos en que la contratación de las entidades tenga por finalidad
la adquisición o suministro de bienes con características uniformes, el factor
principal para la selección será e! menor precio y la garantía.

PUNTO N° 6. Manejo de pagos anticipados y anticipos en la contratación
estatal.

Salvo casos excepcionales plenamente justificados y motivados, las entidades
no pactarán pagos anticipados.

4.3.2 Directiva Presidenciai 03 de 2006

Ejercicio de la facultad nominadora

En desarrollo de la facultad constitucional señalada en el artículo 189 de la
Constitución Política, de Suprema Autoridad Administrativa y de conformidad
con io establecido en los decretos 2539 y 1601 de 2005, sin perjuicio de la
facultad nominadora, y con el fin de contribuir a la profesionalización de la
administración pública, a la transparencia en los procesos de vinculación de
servidores del Estado y al control ciudadano de los actos de la administración,
los destinatarios de la presente Directiva, a partir de la fecha, deberán atender
la siguiente instrucción;

A

1.

2.

3.

Contratación

Toda designación en empleos de libre nombramiento yremoción así
de asesoría y consuitoría, deberán estar precedidos de la
vida de las personas que vayan aser nombradas, en tas paginas web de la entidad
correspondiente ydel Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

Para el efecto las Entidades deberán enviar al Departamento Administrativo de laPr^sidS de^fRe^^ las respectivas hojas de vida, junto con los antecedentes
disciplinarios, penales yfiscales, con la debida anticipación.

Antes de su designación, ias hojas de vida deberán permanecer durante t^s (3) días
enTa págma web de ia respectiva entidad ydei DAPRE, para ei conoamiento de ia
ciudadanía y ia formulación de observaciones al respecto.

á Pasados los tres (3) días ytras la consideración yevaluación positiva de los comentarios
de ios ciudadanos recibidos, la autoridad nominadora podrá formalizar la designación
correspondiente.

4.3.3 Directiva Presidencial 02 de 2007

Adición a la Directiva Presidencia No 3 de 2006

ron e/ fin de contribuir a ¡a profesionalización de la administración pública, a laen/of/íí-Lsos de contratación de servidores del Estado yai control
ciudadano de los actos de la administración, los destinatarios de la presente Directiva,
partir de ia fecha, deberán atender ia siguiente instrucción:
1 Todos ios contratos de prestación de servicios profesionales, asesoría yconsuitoría,

así como ia designación de árbitros propuestos por ias
aias oartes ia designación), deberán estar precedidos de ia publicación de ia hoja deiade^s personé que ^yan aser contratadas odesignadas, en ias paginas web
de la Entidad correspondiente ydel Departamento Administrativo de la Pres'denc a
de la República En ei caso de árbitros designados de común acuerdo entre
contratantes la hoja de vida deberá ser enviada con anterioridad asu postulación.

3 Para el efecto las Entidades deberán enviar al Departamento Administrativo de la
Presidí la República las respectivas hojas de vida, junto con los antecedentes
disciplinarios, penales yfiscales, con la debida antelación.

3. Antes de ia contratación, las hojas de vida deberán Permanecer publicadas durante
tres f3) días en ia página web de ia respectiva entidad y del DAPRE, para el
reconocimiento de ia ciudadanía yia formulación de obsen/aciones ai respecto.

4 Pasados ios tres (3) días ytras la consideración yevaluación positiva de ios comentarios
presentados por la ciudadanía, ia autoridad competente podra proceder con la
suscripción de los contratos oia postulación de los arbitros.

5 La Dubiicación respecto de contratos no será necesaria cuando la selección del
contratista haya estado precedida de licitación pública ocontratación directa mediant
invitación a personas indeterminadas
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5.1 LEYES DE CONCILIACION

Ai:

5.1.1 Ley fi40 del 5 de enero de 2001

Por la cual se dictan normas sobre las conciliaciones yse dictan otras
disposiciones.

5.1.2 Iwy 446 del 7 de julio de 1998

Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del
Decreto 2651 de 1991, se modifícan algunas del Codigo de
Civil se derogan otras de la Ley 23 de 1991 ydel Decreto 2279 de 1989,
sé modifican yexpiden normas del Código Contencioso Administrativo y
se 7cÍn oLs disposiciones sobre descongestión, eficiencia yacceso a
la justicia.

OBJETO: La presente Ley tiene por objeto establecer la conformadón de los
Comités de Conciliación, consagrando en tal sentido, lo siguiente.

Art 65B "Las entidades yorganismos de Derecho Público del orden nacional,deoSenterSrltal yde los municipios capital de departamento ylos
Entes Descentralizados de estos mismos niveles, deberán integr^ un comitédfcondS, conformado por los funcionarlos del nivel directivo que se
designen ycumplirá las funciones que se le señalen.

Las entidades de derecho público de los demás órdenes tendrán la misma
facultad

En desarrollo del citado precepto legal, existe la siguiente reglamentación:
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5.2. DECRETOS CONCILIACION
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5.2.1 Decreto 1214 del 29 de junio de 2000

Por e! cual se establecen funciones para los Comités de Conciliación de que trata el
artículo 75 de la Ley446 de 1998 y se dictan otras disposiciones.

Art. 1° Campo de Aplicación. El presente Decreto es de obligatorio cumplimiento
para las Entidades y Organismos de Derecho Público del orden nacional, departamental,
distrital y de los municipios capital de departamento y los entes descentralizados de
estos mismos niveles.

Estos entes pondrán enfuncionamiento los Comités deConciliación. De hacerlo se regirán
por lo dispuesto en el presente decreto.

PARÁGRAFO 1°. Las entidades de derecho público de los demás órdenes podrán
conformar comités de conciliación. De hacerlo se regirán por lo dispuesto en el presente
Decreto.

PARÁGRAFO 2°. Los Comités de Conciliación creados con anterioridad a la entrada en
vigencia de este decreto, tendrán un plazo de dos (2) meses para adecuarse a los
requerimientos aquí establecidos, si a ello hubiere lugar.

Art. 2°. Del Comité de Conciliación. El Comité de Conciliación es una instancia
administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de de políticas
sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad.

Igualmente, decidirá en cada caso específico sobre la procedencia de la conciliación o
cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las
normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes.

PARÁGRAFO. La decisión del Comité de Conciliación acerca de la viabilidad de conciliar
no constituye ordenación de gasto.

Art. 3°. Integración. El Comité de Conciliación estará conformado por los siguientes
funcionarios, quienes concurrirán con voz y voto y serán miembros permanentes:

1. El jefe de los entes de que trata el artículo 1° del presente decreto, o su delegado.

2. El ordenador del gasto o quien haga sus veces

3. Jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la defensa de los
intereses litigiosos de la entidad.

En el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, concurrirá el
Secretario Jurídico o su delegado.

Á
r n

Conciliación

4. Dos (2) funcionarios de dirección ode confianza que se designe conforme a la
estructura orgánica de cada ente.

La participación de los integrantes será indelegable, salvo las excepciones previstas en
los numerales 1y 3 del presente articulo.

PARÁGRAFO 1°. Concurrirán solo con derecho avoz los funcionarios que por su condón

haga sus veces yel Secretario Técnico del Comité.

PARÁGRAFO 2°. El Comité invitará a sus sesiones a un funcionario de la Dirección
Defensa Judicial de la Nación del Ministerio de Justicia ydel Derecho, quien podra
a sus sesiones con derecho a voz.

Art. 4° Sesiones yvotación. El Comité de Conciliación ejercerá las siguientes funciones:
1. Formular yejecutar políticas de prevención del daño antijurídico.
2. Diseñar las políticas generales que orientarán la defensa de los intereses de la entidad.
3 Estudiar yevaluar los procesos que cursen ohayan cursado en contra del ente, para

LterminL las causas generadoras de los conflictos; el índice de <:°ndenas; los tipos
rip daños Dor los cuales resulta demandado ocondenado; y las deficienciasaLacToLT pIocesís por parte de los apoderados, con el objeto de proponer
correctivos.

4. Fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de arreglo directo,
tales como la transacción y la conciliación.

5 Determinar la procedencia oimprocedencia de la conciliación yseñalar ^ pos cio"
¡ns"al que fije los parámetros dentro de los cuales el representante legal oel
apoderado actuará en las audiencias de conciliación.

6. Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin de
determinar la procedencia de la acción de repetición.

7 Definir los criterios para la selección de abogados externos que garanticen su idoneidadpaila defensa de los Intereses públicos yrealizar seguimiento sobre los procesos a
ellos encomendados.

8. Designar al funcionarlo que ejercerá la Secretaría Técnica del Comité, preferentemente,
un profesional del Derecho.

9, Dictar su propio reglamento.

PARÁGRAFO Las entidades públicas sólo celebrarán conciliaciones en materia de lo

Centros de Conciliación (...).
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5.3.1 Directiva Presidencial No. 02 de febrero 28 de 2003

PARA: VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MINISTROS DEL DESPACHO, DIRECTORES
DE LOS DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y DIRECTORES GERENTES Y
PRESIDENTES DE ENTIDADES CENTRALIZADAS Y DESCENTRALIZADAS DEL
ORDEN NAaONAL DE: PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

ASUNTO: ORDEN SOBRE MÉTODOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS
ENTRE LAS ENTIDADES ESTATALES

En el marco del desarrollo de los principios de economía procesal y satisfacción de los
fines del Estado Social de Derecho, cuando entre las entidades destlnatarias de esta
directiva exista un conflicto jurídico susceptible de ser negociado, antes de acudir a la vía
procesal o al arbitraje, estas entidades deberán buscar la solución del conflicto a través
de los mecanismos alternativos de solución de conflictos que establece la ley.

En estos casos, las entidades destinatarias de la presente Directiva deberán acudir siempre
al procedimiento deconciliación extrajudiciai enmateria contencioso administrativa previsto
en las leyes 23 de 1991, 446 de 1998 y 640 de 2001. Con tal propósito las partes,
individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de conciliación extrajudiciai ante
los agentes del ministerio público asignados a la jurisdicción contencioso-administrativa,
con la participación de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del
Interior y de Justicia.

En el evento de que no se logre un acuerdo, las entidades estatales destinatarias de esta
Directiva antes de someter su conflicto a la jurisdicción contencioso administrativa o al
procedimiento arbitral requerirán concepto previo de la Dirección de Defensa Judicial de
la Nación del Ministerio del Interior y de Justicia.

Cuando los conflictos sean entre entidades que pertenecen a un mismo sector
administrativo, la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y
de Justicia revisará con el Ministerio o el Departamento Administrativo al cual están
adscritas o vinculadas las entidades en litigio para buscar fórmulas que permitan la
terminación extrajudiciai del conflicto a la mayor brevedad posible.

Cuando los conflictos sean entre entidades que pertenecen a sectores administrativos
distintos, la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y de
Justicia revisará con los Ministerios o Departamentos Administrativos a los cuales están
adscritas o vinculadas las entidades en conflicto posibles fórmulas que permitan la
terminación extrajudiciai del conflicto. Si no es posible una solución extrajudiciai del
conflicto, la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y de
Justicia propondrá una solución negociada del conflicto, la cual será enviada para su
conocimiento a la Contraloría General de la república.

En los procesos en curso, las entidades destinatarias de la presente Directiva deberán solicitar
de inmediato audiencia de conciliación de conformidad con la ley, con la participación de la
Dirección de Defensa Judicial de la Nación del Ministerio del Interior y de Justicia.

Control Interno
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6.1 LEY CONTROL INTERNO

6.1.1 Lev 87 del 29 de noviembre de 1993

Por la cual se establecen normas para el ejercido del control Interno en las
entidades yorganismos dei Estado yse dictan otras disposiciones.

Art. 6°. Responsabilidad del control interno. El establecimiento y
desarrollo del Sistema de Control Interno en los organismos yentid^es
públicas, será responsabilidad del representante legal o máximo directivo
correspondiente. No obstante, la aplicación de los métodos yprocedimientos
al igual que la calidad, eficiencia yeficacia del control interno.

Art. 8°. Evaluación y control de gestión en las organizaciones.
Como parte de la aplicación de un apropiado sistema de control interno e
representante legal en cada organización deberá velar por el
establecimiento formal de un sistema de evaluación ycontrol de gestión,
según las características propias de la entidad y de acuerdo con lo
establecido en el Art. 343 de la Constitución Nacional ydemás disposiciones
legales vigentes.

155



Guía Práctica de Normalividad Aplicable a las Entidades Públicas

6.2 DECRETOS CONTROL INTERNO

156

6.2.1 Decreto 2145 del 4 de noviembre de 1999

Por el cual sedictan normas sobre el sistema nacional de control interno de ias entidades
yorganismos de la Administración Púbiica dei orden nadonai y territoriai yse dictan
otras disposiciones.

CAPÍTULO II
INSTANCIAS DE ARTICULACIÓN YSUS COMPETENCIAS

Art. 5°. Responsables. Son las autoridades yservidores públicos obligados a diseñar
yaplicar métodos yprocedimientos de Control Interno, de acuerdo con la Constitución y
la ley, así:

El Presidente de la República, como máxima autoridad administrativa, es responsable de
mantener el control de la gestión global sobre las políticas públicas, el plan de gobierno
yla adecuada coordinación administrativa para el cumplimiento de los fines del Estado.

Dentro del Informe que el Presidente de la República debe presentar al Congreso de la
República, al Inicio de cada legislatura, se Incluirá un acápite sobre el avance del Sistema
de Control Interno del Estado, el cual contendrá, entre otros, lo relacionado con el
Control Interno Contable, de acuerdo con los parámetros indicados por la Contaduría
General de la Nación.

Asimismo los proyectos que el Gobierno Nacional se proponga adelantar en materia de
Control Interno, detallando la asignación de los recursos del Presupuesto Nacional que
garanticen su cumplimiento.

El Ministro de Hacienda yCrédito Público, como direcdonador de políticas en materia de
ingresos yde gastos contribuirá en la preparación, ejecución ycontrol de la asignación
presupuestal, en las técnicas ysistemas de captación, en el uso correcto de los recursos
del Estado y la transparencia de las acciones; todo lo anterior en coordinación con los
organismos de control.

Modificado por el Art. 2del Decreto Nacional 2539 de 2000. Los Min-|Stros, Directores
de Departamento Administrativo ylos Jefes de los Organismos yEntidades del Estado
adscritos yvinculados acada Sector Administrativo, en los distintos ordenes del sector
central y descentralizado, son responsables de establecer y utilizar adecuados
instrumentos de gestión que garanticen los resultados bajo parámetros de calidad,
eficiencia y eficacia.

Asimismo, deben garantizar la correcta aplicación yutilización de las políticas ynormas
establecidas por la ley en materia de control interno; en consecuencia, remitirán al
Consejo Asesor en esta materia, antes del 16 de febrero, copia del Informe Ejecutivo
Anual que contenga el resultado final de la evaluación del Sistema, realizado por la
respectiva Oficina de Control Interno, documento que servirá de base para el informe

Control Interno

nue sobre el Sistema de Control Interno del Estado presentará al inicio de cada legislatura'el Presiente ^ República al Congreso de la República.

UNIDAD BÁSICA DEL SISTEm^rSÍNAL DE CONTROL INTERNO
Art. 11°.Dirección. El Nivel como

ird^finiclón de los planes indicativos yde acción.

Art. 120. pianeación. La ísobStív^ institucionales
articula yorienta las acciones d / Estado en general, es el principal
en cumplimiento de su misión part cu ^ ^ , ^^ol interno puesto que através

Las herramientas mínimas de de acuerdo con
flexible en los Li^as yen ejercido de la autonomía administrativa se

Terrtoriai, Pian Indicativo yios Planes de Acción Anuales.

PARÁGRAFO. Los responsables de este proceso son.

planes de acción anuales;

Art. 15°. Evaluación. Este componente es el comp^^^^
consistente en la verificación y ,35 actividades, ia toma de decisiones y

rSifnS
PARÁGRAFO. Los responsables de este proceso son.

El Nivel Directivo. Debe ,j|s®o^red '̂'y'íínMmlen aseguir por
Se' £Sfde""Su«í,, ¿r,garenrbarellogre<lel.sre»,lr.do.pre«r.s.
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6.3.2 Orden Presidencial 14 de 2002

PARA:

DE:

ASUNTO:

FECHA:

Ministros, Directores de Departamentos Administrativos, Super
intendentes, Directores de Unidades Administrativas Especiales y
Directores, Gerentes o Presidentes de Las Entidades y Organismos de
La Rama Ejecutiva del Orden Nacional.

Presidente de La República

Fortalecimiento del Control Interno en el marco de la lucha contra la

corrupción y selección de los jefes de unidad y oficina de coordinación
del control interno de las entidades y organismos de la Rama Ejecutiva
del orden nacional a las cuales se les aplica la Ley 87 de 1993.

6 de Noviembre de 2002

La regia general que gobernará los nombramientos de los Jefes de Oficina de Control
Interno o quien haga sus veces en la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, será el mérito,
la competencia y los conocimientos para el ejercicio del cargo respectivo.

Las necesidades de provisión definitiva o temporal de los referidos cargos deben ser
canalizadas por el director de la entidad correspondiente hacia la Dirección de Política de
Control Interno Estatal y Racionalización de Trámites del Departamento Administrativo
de la Función Pública, organismo que, en desarrollo de estrictos parámetros de méritos
y capacidad, señalará los perfiles idóneos de los Jefes de Control Interno.

6.4 CIRCULARES
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6.4.I. Circular No. 03 del 27 de septiembre de 2005

PARA: Representantes Legales, Jefes de Oficina de control interno, o quienes
hagan sus veces, de las entidades y organismos públicos del orden
nacional y territorial.

DE: Presidente del Consejo Asesor del Gobierno Nacional en Materia de
Control Interno de las Entidades del Orden Nacional y Territorial.

ASUNTO: Lineamientos generales para la implementación del Modelo Estándar
de Control Interno para el Estado Colombiano - MECI 1000:2005.

FECHA: 27 de septiembre de 2005.

... Así las cosas, mientras se expide el Manual de Implementación del MECI 1000:2005,
las entidades a que hace referencia el Art. 5° de la Ley 87 de 1993, deberán aplicar los
lineamientos generales establecidos por el Departamento Administrativo de la Fundón
Pública - DAFP en la presente Circular, para dar inicio a la Etapa 1 de Planeación al
Diseño e Implementación del Sistema de Control Interno, en aras de continuar con el
proceso de fortalecimiento a su Sistema de Control Interno Institucional, conforme a la
nueva estructura de control propuesta por el MECI 1000:2005.

Control Interno

Dichos lineamientos generales son los siguientes:

1, Compromiso de ia Alta Dirección: El representante legal, conjuntamente con su equipo
directivo, deberá suscribir y difundir en toda la Entidad un Acta de Compromiso,
donde hacen manifiesto su interés en coadyuvar de manera directa y recurrente en
la implementación dei MECI 1000:2005. En dicha Acta deberá exponerse la importancia
del mismo, los argumentos que justifican su implementación, el compromiso de los
gerentes públicos con este propósito y la solicitud expresa a todos ios servidores
públicos que conforman la Entidad para que participen activamente en la
implementación del MECI 1000:2005.

El formato sugerido para la elaboración del Acta de Compromiso de ios dirertivos se
encuentra pubiicado en la página web www.dafp.gov.co en ia Ruta: Control Interno
Estatal / Sistema Nacionai de Controi Interno / Manual de Implementación MECI
1000:2005.

2. Acto Administrativo: Para efectos de dar cumpiimiento al Art 1° del Decreto
1599 del 20 de mayo de 2005, que establece: "Adoptase el Modelo Estándar de
Control Interno para el Estado Colombiano MECI 1000:2005, el cual determina
las generalidades y ia estructura necesarias para establecer, documentar,
implementar ymantener un Sistema de Control Interno en las entidades yagentes
obligados conforme al Art. 5° de la Ley 87 de 1993", la%®"ddades deberán
expedir un Primer Acto Administrativo que autorregule el Sisterna de Contro
Interno de la Entidad, por medio dei cuai se adopta ei Modelo Estándar de Control
Interno MECI, 1000:2005, incorporando lo estipulado en el Anexo Técnico a que
hace referencia el inciso segundo del artículo en mención. Ei formato s^serido
para ia elaboración del Acto Administrativo de Adopción se encuentra Publicado
en ia página web www.dafp.gov.co en ia Ruta: Cpn'̂ roi Interno Estatal / Siste^
Nacionai de Controi Interno / Manual de Impiementacten MECI 1000.2005.
Igualmente, una vez que ei Departamento Administrativo de la Función Publica -
DAFP expida el Manual de Implementación dei MECI 1000:2005 se deberá expedir
un Segundo Acto Administrativo de Autorregulación dei Controi Interno, mediante
el cual se reglamenta el acto anterior, estableciendo las metodologías,
procedimientos ymétodos de controi que garanticen ei diseno, implementación
yfuncionamiento del Sistema de Controi Interno.

3. Designación dei Representante de ia Dirección: Ei Representante Legal de ia
Entidad, como único responsable de establecer, desarrollar ymantener el Sistema
de Control Interno, designará a un Directivo de Primer Nivel de la respectiva
Entidad, distinto dei Jefe de la Oficina de Controi Interno, para efectos de
garantizar ia operacionaiización de las acciones necesarias al desarrollo,
implementación ymejoramiento continuo dei Sistema de Controi Interno basado
en el Modelo Estándar de Control Interno que establece el Anexo Técnico MECI
1000:2005, quien actuará bajo las políticas establecidas por ei Comité de
Coordinación de Controi Interno.

4. Organización del Equipo de Trabajo Institucional: La entidad deberá contar con un
Equipo de Trabajo Institucional con diferentes niveles de autondad yresponsabilidad
frente al Control Interno, conformado por tres (3) grupos asi:
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a) Un primer grupo directivo, que corresponde al ya conformado Comité de
Coordinación de Control Interno, el cual actúa bajo las directrices de la máxima
autoridad de la Entidad, conforme a lo establecido en el Art. 13 de la Ley 87 del 29
de noviembre de 1993 y su Decreto Reglamentario 1826 del 3 de agosto de 1994.

b) Un segundo grupo operativo, que se denominará Equipo MECI, conformado por
servidores públicos de la Entidad, de carácter multidiscipllnario, con
representatividad de todas las áreas organizacionalesde la Entidad, el cualdeberá
ser coordinado y supervisado por el Representante de la Dirección. El Equipo
MECI tendrá bajo su responsabilidad adelantar los procesos de diseño, apoyo y
coordinación con las diferentes dependencias organizacionales de la Entidad,
para lograr una óptima implementación del MECI 1000:2005. Posteriormente a
la implementación, los integrantes de dicho equipo deberán asumir el rol de
facilitadores dentro de sus respectivas dependencias, apoyando el adecuado
funcionamiento de los elementos de control.

c) Un tercer grupo evaluador, integrado por el Jefe de la Unidad u Oficina de
Coordinación del Control Interno, Auditor Interno, Asesor o quien haga sus veces
en la respectiva Entidad y los servidores públicos a su cargo, que tendrán bajo
su responsabilidad la evaluación independiente y objetiva del desarrollo,
implementación, mantenimiento y mejoramiento continuo del MECI 1000:2005.
Es importante precisar que el establecimiento y desarrollo del Sistema de Control
Interno en los organismos y entidades públicas a que hace referencia el Art. 5
de la Ley87 de 1993, será responsabilidad de la máxima autoridad de la Entidad
u organismo correspondiente y de los jefes de cada dependencia de las entidades
y organismos, así como de los demás funcionarios de la respectiva Entidad

. (responsabilidad de Todos), por tal razón la Oficina de Control Interno o quien
haga sus veces no debe participar de manera directa en las acciones de diseño
e implementación del MECI 1000:2005, respetando así su rol de Evaluador
Independiente. Los formatossugeridospara laOrganización del Equipo de Trabajo
Institucional se encuentran publicados en la página web www.dafp.gov.co en la
ruta: Control Interno Estatal / Sistema Nacional de Control Interno / Manual de
Implementación MECI 1000:2005.

5. Procesos de Sensibilización y Socialización del MECI 1000:2005: Es necesario que se
adelante un proceso de sensibilización y socialización para todos los servidores de
públicos de la Entidad sobre el MECI 1000:2005, con el propósito de concientizarlos
sobre el rol que deben desempeñar en la implementación de dicho modelo, de tal
manera que se entienda que la responsabilidad de implementar y fortalecer el Sistema
de Control Interno Institucional no es de la Oficina de Control Interno sino de todos.

6. Capacitación del MECI 1000:2005: El Equipo MECI y demás servidores que se
consideren pertinentes dentro de la Entidad, deberán capacitarse tanto sobre el
marco Conceptual como el manual de Implementación del MECI 1000:2005.

7. Elaboración del Autodiagnóstico: La Entidad debe conocer la situación real del grado
de avance y desarrollo en la implementación de su Sistema de Control Interno, para
poder determinar los principales aspectos a mejorar, conforme a la estructura de
control adoptada por el MECI 1000:2005.

Control Interno

Así las cosas. El Representante de la Dirección, con el apoyo del Equipo MECI, deberá
adelantar el Autodiagnóstico al Sistema de Control Interno existente en la Entidad,
realizando un análisis individual y exhaustivo de cada uno de los Subsistemas,
Componentes yElementos que lo conforman, para el cual se hace necesario tener
en cuanta los siguientes aspectos;

a) Preparación del Diagnóstico; Definir ei alcance, objetivos ycronograma de
actividades del mismo.

M Realización del Diagnóstico; Determinar las diferencias que existen entre el
Sistema de Control Interno implementado en la Entidad, frente a cada uno de
los Elementos, ComponenteySubsistemas del Modelo Estándar de Control Interno
para Entidades del Estado -MECI 1000:2005.

.-•> riprre del Dlaonóstico: Elaborar ei Informe sobre ios resultados del Diagnóstico
^S3o ySn ario ante ei Comité de Coordinación de Control Interno paraeSos de^Tucturar ei Pian de Trabajo que orientará la Implementación del

MECI1000:2005.

Ruta; 1000-2005 De otra parte, es importante mencionar que la Leyimplementación MECI 1000.20^^^^ ¿estión de la Calidad, en su parágrafo
® HpI S 3 establece que dicho Sistema es complementario con ei Sistema de

comptemíitaMai M ta

este Departamento se constituye en el único documento oficial.
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6.5 ROL DE LAS OFICINAS DE CONTROL INTERNO
CON BASE EN EL MODELO ESTANDAR
Di CONTROL INTERNO MECI

Las Entidades deben adoptar el nuevo Modelo Estándar de Control Interno -
MECI, metodología que introduce elementos de gestión modernos cuyo
objetivoes la implementación y mantenimiento del Sistema de Control Interno.

La normativldad define los roles y responsabilidades de las instancias de las
Entidades que deben implementar el sistema, que son:

Responsabilidad de laAlta Dirección: Asegurarse de que losdiferentes niveles
de responsabilidad y autoridad en materia de control interno, estén definidos
y comunicados dentro de la entidad.

Representante de la Alta Dirección: Directivo responsable de la operatividad
de lasacciones necesarias para eldesarrollo, implementación y mejoramiento
continuo del Sistema de Control Interno, quien actuará bajo las políticas
establecidas por el Comité de Coordinación del Control Interno, establecido
en cada una de las Entidades.

Comité de Coordinación del Control Interno: Deberá adoptar un reglamento
interno y cumplir con las funciones establecidas en los decretos 1826 de
1994 y 2145 de 1999.

Oficina de Control Interno, Unidad de auditoría interna o quien haga sus
veces: Con base en los artículos 3°,numeral d), 9° y 12° de la Ley 87 de
1993, es responsable por realizar la evaluación independiente y objetiva del
desarrollo, implementación, mantenimiento y mejoramiento continuo del
Modelo Estándar de Control Interno.

Adicional a las instancias definidas, está el equipo operativo para la
implementación, desarrollo y mejoramiento continuo de lossistemasde control
interno, quien tiene bajo su responsabilidad adelantar los procesos de diseño,
apoyo y coordinación con las diferentes áreas de la Entidad, para lograr una
óptima implementación del Sistema de Control Interno.

En ese orden de ideas, es importante precisar que el establecimiento y
desarrollo del Sistema de Control Interno en las Entidades es responsabilidad
del Representante Legal o Alta Dirección de las instituciones, del Secretario
General o quien haga sus veces, de los Directores o Jefes de áreas y de
todos y cada uno de los funcionarios, por tal razón la Oficina de Control
Interno o quien haga sus veces, no debe participar de manera directa en las
acciones de diseño e implementación del MECI 1000:2005, respetando así
su rol de Evaluador Independiente (Ley 87 de 1993).

Capííuto

Resumen

de Obligaciones
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RELACIÓN DE NORMAS QUE CONTIENE
LA CARTILLA GUÍA PRÁCTICA DE NORMATIVIDAD
-TERCERA EDICIÓN

CONSULTE ELCONTENIDO COMPLETO DE LAS NORMAS EN EL CP

CAPÍTULO I
NORMATIVIDAD GENERAL

1.1 CONSTITUCIÓN NACIONAL

1.2 CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

1.3 LEYES

1.3.1 Ley 190 del 6 de junio de 1995

1.3.2 Ley 489 del 29 de diciembre de 1998

1.3.3 Ley 594 del 14 de julio 2000.

1.3.4 Ley 610 del 15 de agosto de 2000.

1.3.5 Ley 668 del 30 de julio de 2001.

1.3.6 Ley 678 del 3 de agosto de 2001

1.3.7 Ley 734 del 5 de febrero de 2002

1.3.8 Ley 850 del 18 de noviembre de 2003

1.3.9 Ley 872 del 30 de diciembre de 2003

1.3.10 Ley 909 del 23 de septiembre de 2004

1.3.11 Ley 951 del 31 de marzo de 2005

1.3.12 Ley 962 de! 8 de julio de 2005

1.3.13 Ley 1009 del 23 de enero de 2006
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4.3 DIRECTIVAS PRESIDENCIALES - CONTRATACIÓN

4.3.1 Directiva presidencial 12 de 2002.

4.3.2. Directiva Presidencial 03 de 2006

4.3.3 Directiva Presidencia 02 de 2007

CAPÍTULO V
CONCILIACIÓN

5.1 LEY DE CONCILIACIÓN

5.1.1 Ley 640 del 5 de enero de 2001

5.1.2 Ley 446 del 7 de julio de 1998

5.2 DECRETOS CONCILIACION

5.2.1. Decreto 1214 de 29 de junio de 2000

5.3. DIRECTIVA PRESIDENCIAL

5.3.1 Directiva Presidencial 02 del 28 de febrero de 2003

CAPÍTULO VI
CONTROL INTERNO

6.Í LEY CONTROL INTERNO

"'6.1.1 Ley 87 del 29 de noviembre de 1993

> • 6.2. DECRETOS CONTROL INTERNO

6.2.-1 Decreto 2145 del 4 de noviembre de 1999

6.2.2 Decreto 2539 del 4 de diciembre de 2000

6.2.3 Decreto 1599 del 20 de mayo de 2005.

6.3 DIRECTIVAS Y ÓRDENES PRESIDENCIALES

6.3.1 Orden Presidencial 14 de 6 de noviembre de 2002

6.3.2 Directiva Presidencial 01 de 30 de marzo de 2004

6.4 CIRCULARES

6.4.1 Circular 03 del 27 de septiembre de 2005.
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